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Presentación 


Por razones estructurales e históricas, algunas regiones del país han desarrollado más 
que otras condiciones para investigar y formar a nuevos investigadores. La ausencia de 
oportunidades dirigidas a producir conocimientos en regiones que no se encuentran en 
el eje troncal, ha motivado al Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB) a 
crear una nueva modalidad de convocatorias destinada al apoyo de la investigación con 
relevancia social y al fortalecimiento de capacidades en estos espacios geográficos. 

Las Convocatorias Regionales, que se suman a las Convocatorias Nacionales para 
Investigadores(as) Senior/Junior, Convocatorias para Investigadores(as) Jóvenes y las 
Convocatorias Temáticas, fue inaugurada con la Convocatoria Regional Beni, en 1999. 

Ese año, el Programa no sólo daba un paso importante para caminar en el apoyo a 
la investigación en las regiones —hasta el 2001 se trabajó en cinco departamentos—, tam- 
bién avanzaba en una nueva política institucional: invitar a los profesionales locales a 
investigar por concurso los temas que la misma región considera prioritarios para su 
desarrollo, con el apoyo de instituciones locales como contrapartes. 

El PIEB y el Centro de Investigación y Documentación para el Desarrollo del Beni 
(CIDDEBENI) firmaron un convenio de cooperación para la realización de un taller de 
identificación de prioridades de investigación en el Beni, y el lanzamiento posterior de la 
Convocatoria Regional Beni. 

El taller contó con la participación de 92 representantes de instituciones diversas: 
Universidad Técnica del Beni, la Prefectura, la Dirección Nacional de Arqueología y An- 
tropología, el Consejo del Pueblo Sirionó, la Central Obrera Departamental, el Comité 
Cívico del Beni, la Pastoral Indígena, entre otras. 


La agenda elaborada, y que guió luego el contenido de la Convocatoria Regional 
Beni, registró necesidades de investigación desde la economía, pasando por la geografía, 
la arqueología, historia, antropología, lingúística, sociología, hasta las ciencias políticas. 
Los temas planteados también fueron variados: el impacto económico de proyectos de 
desarrollo en la región; delineación de bioregiones y regiones culturales; identificación y 
evaluación de las tecnologías prehispánicas; la evolución social en la región beniana; im- 
pactos de los procesos de municipalización, descentralización y políticas ambientales, 
migración y cultura. .. 

Las seis investigaciones ganadoras de la Convocatoria Beni, de las catorce que 
concursaron, cubren una parte de la agenda de prioridades de investigación identifica- 
das por los actores sociales benianos. Bajo esta lectura, los investigadores involucrados 
han realizado una serie de actividades para devolver información y conocimientos a los 
sujetos de investigación, y difundir sus hallazgos en niveles políticos, económicos, so- 
ciales y culturales. 

Forman parte de la difusión y uso de resultados de la Convocatoria Regional Beni, 
los cinco títulos que el PIEB publica en esta oportunidad, inaugurando una nueva línea 
editorial dedicada a las regiones: “Sociedad local y municipios en el Beni”, “El éxodo de 
profesionales benianos y su impacto en el desarrollo regional”, “Situación nutricional de 
las comunidades campesinas en Riberalta”, “Planificación participativa y zonificación en 
municipios del Beni” y “Control sociocultural y sistemas normativos en el uso de los 
recursos forestales en los territorios indígenas del Beni”. En estos trabajos, el lector en- 
contrará no sólo un abanico de posibles recorridos para acercarse a la realidad beniana y 
a los cambios que este departamento vive; también tendrá en manos el trabajo de una 
nueva generación de investigadores movilizados y motivados para intervenir de manera 
activa en el desarrollo de su región. 

En manos de autoridades, académicos, actores aludidos y sociedad civil está la 
posibilidad de aprovechar este cúmulo de nuevos conocimientos a favor del creci- 
miento del Beni. 


Godofredo Sandóval 
Director Ejecutivo del PIEB 


Prólogo 


La venta ilegal de madera en territorios indígenas, que involucraba a dirigentes, organiza- 
ciones y familias indígenas, fue motivo de escándalo a principios de 1999 luego de de- 
nuncias realizadas por instituciones y medios de comunicación en el Beni y a nivel nacional, 
que ponían en duda la transparencia de algunos sectores dirigenciales. 

El tema fue asumido como un elemento de desprestigio de los procesos 
organizativos y reivindicativos de los pueblos, y a menudo los acontecimientos hechos 
públicos en aquella época se mencionan haciendo aparecer a las comunidades y organi- 
zaciones como los culpables de la deforestación, el tráfico ilegal, la corrupción y, en fin, 
poco merecedores de la propiedad sobre las tierras que reclaman como suyas en áreas 
sobrepuestas con intereses forestales. La idea que subyace en tal estigmatización es que 
a los indígenas no se les debe titular “tanta tierra” y que es mejor dejarla para los empre- 
sarios forestales, porque además de que “cuidan” mejor los bosques, los ponen a produ- 
cir económicamente y vulneran menos la legislación forestal. Esta fue la sensación que 
me quedó en una charla con un Ministro de Estado sobre el problema de la titulación de 
tierras indígenas, cuando éste puso como ejemplo el caso de Chimanes y la explotación 
de maderas. La reflexión que en el instante pasó por mi mente fue la relación existente 
entre los cocaleros y el tráfico de narcóticos. Los llamados cocaleros, apenas sobreviven 
del cultivo de la hoja de coca. Otros más audaces la compran y la procesan para extraer 
el principio activo, otros la distribuyen a las redes de tráfico dentro y fuera del país y, 
finalmente, unos cuantos acumulan enormes ganancias que generalmente alimentan 
la banca internacional, el tráfico de armas y otros rentables negocios legales e ilegales 
(no se escapa la industria petrolera), dejando a su paso jugosas coimas a generales, 
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presidentes, ministros, capitanes de vuelo, controladores de aduanas y hasta funciona- 
rios de la DEA. Pero al final los que son objeto de la censura de la opinión pública y de las 
acciones represivas estatales son los que apenas sobreviven del cultivo, el eslabón más 
débil de la cadena de la producción y el tráfico de drogas. 

El presente estudio indaga sobre el problema del aprovechamiento forestal comer- 
cial en dos territorios indígenas del departamento del Beni: el territorio indígena 
Multiétnico (TIM) ubicado en las provincias Moxos y Yacuma, en el que se encuentran 
asentados los pueblos Moxeño-trinitario, Yuracaré, Chimán y Movima; y el territorio 
Itonama ubicado en la provincia Iténez. El estudio busca desentrañar la forma cómo se 
involucran los indígenas en el circuito comercial de la madera y la eficacia de las normas 
internas y mecanismos de control para la protección de los recursos forestales. 

A pesar de que ambos territorios no constituyen una muestra representativa de los 
territorios indígenas del país, la investigación muestra una realidad que puede tomarse 
como referente para otros territorios indígenas con riquezas forestales. El trabajo con- 
trasta la experiencia frustrante del aprovechamiento forestal comercial en el TIM con la 
aún incipiente constitución de un circuito de comercializadores de recursos forestales en 
el caso Itonama, y da cuenta de que los indígenas son en este circuito, como en el caso de 
la coca, el eslabón más débil de una larga cadena que involucra desde empresas madereras 
legalmente constituidas pasando por “cuartoneros” y “pirateros”, hasta las autoridades 
estatales que incentivan y legitiman el aprovechamiento comercial, legal e ilegal. 

Del estudio se puede deducir que existe un modelo de aprovechamiento tradicio- 
nal familiar y uno articulado al mercado. El “aprovechamiento tradicional” está circunscri- 
to a la satisfacción directa de necesidades como la construcción de viviendas, 
embarcaciones, y otros. El “aprovechamiento comercial”, individual o familiar, por lo ge- 
neral está orientado a la obtención de ingresos para satisfacer necesidades no cubiertas 
con las actividades tradicionales de subsistencia: “...los recursos forestales del monte son 
una especie de ahorro al que se acude cuando hay gastos por enfermedad, para cubrir 
gastos de educación para los hijos y otro gasto extra a los cotidianos.” Pero no es una 
actividad común a todas las familias indígenas, muchas de las cuales no tienen interés en 
incorporarla en su economía, bien porque no está dentro de sus posibilidades o bien 
porque vivir de las actividades tradicionales de agricultura, caza, pesca y recolección lo 
consideran más digno. En algunos casos se recurre a la venta de madera por parte de la 
autoridad local para el financiamiento de obras comunitarias. 
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El aprovechamiento comercial, sin embargo, no constituye un medio de enriqueci- 
miento para los indígenas que lo practican. Su papel se reduce a la ubicación de los 
árboles maderables, su derribo y cuartoneo y traslado de los tablones hasta la orilla del 
camino, donde compran los comerciantes. En este proceso se involucra toda la familia y 
el producto de la venta no supera el valor de un jornal diario, de tal manera que apenas se 
repone el esfuerzo sin que se remunere el recurso como tal. En otros casos, la interven- 
ción sólo llega hasta la ubicación de los árboles para su venta en pie, lo que puede tardar 
varios días. Es común también que la madera, derribada o en pie, se intercambie por 
mercancías domésticas sobrevaluadas, lo que su vez los inserta en relaciones de depen- 
dencia con los comerciantes, incrementando las necesidades de consumo y, consecuen- 
temente, el endeudamiento familiar y comunal, que posteriormente se paga con madera, 
generando un círculo o espiral donde los únicos beneficiados son los contratistas, los 
intermediarios y los comerciantes. 

Además de que los indígenas no son los beneficiarios económicos, sufren los 
daños físico ambientales, lo mismo que graves impactos sobre sus sistemas de vida y 
sus patrones de comportamiento. En este escenario, las comunidades indígenas expe- 
rimentan conflictos, ya sea con actores externos o entre sus propios miembros, con 
efectos que se evidencian en la corrupción de sus dirigentes, el debilitamiento de sus 
organizaciones y el abandono de actividades tradicionales de subsistencia. Pero quizás 
el más grave de los impactos que sufren y han sufrido hasta el presente, es la ocupa- 
ción ilegal de sus tierras originarias y la falta de trasparencia y agilidad para la titulación 
de las mismas, lo cual finalmente queda sujeto a la correlación de fuerzas entre los 
intereses externos y las comunidades, que permanecen a la zaga del reconocimiento y 
vigencia de sus derechos. 

El estudio de los casos ofrece insumos importantes para una reflexión sobre el 
papel del Estado. Uno de los elementos que caracteriza la explotación comercial en estos 
territorios amazónicos, es la ausencia de una institucionalidad reguladora y vigilante de la 
legalidad. Las pocas instituciones locales, regionales o nacionales que eventualmente in- 
tervienen ante denuncias indígenas de avasallamiento de sus tierras o de explotación 
ilegal de sus recursos forestales, regularmente se parcializan a favor de los sectores domi- 
nantes del circuito y, en el mejor de los casos, cumplen una función de “mediadoras” 
como si se tratase de un conflicto entre particulares, legitimando como “conflicto social” 
las violaciones a los regímenes forestal y agrario. 
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Es en este escenario donde las comunidades optan por normar el acceso a los 
recursos naturales en sus territorios y establecer mecanismos de aplicación y control 
frente a propios y extraños. A partir de la preocupación constante de los dirigentes y 
comunidades, y bajo la lógica de “la enmienda al problema agobiante”, se van producien- 
do normas en asambleas comunitarias, votos resolutivos, y en algunos casos, incipientes 
estatutos Orgánicos para proteger los recursos del territorio. Uno de los mecanismos 
probados fue el funcionamiento de un sistema de control basado en la formación de 
guardias forestales indígenas. La primera experiencia de este tipo, formalizada por un 
decreto supremo en 1992, fue positiva en un principio, pero posteriormente, los guardas 
entraron en la dinámica de la informalidad y de la prebenda y, en lugar de controlar 
terminaron actuando por su propia cuenta y en su propio beneficio, quedando al margen 
de las autoridades e instancias organizativas que los habían designado. Incluso hay diri- 
gentes que identifican en los guardas el origen de conflictos organizativos. 

Nos enseña también el estudio que los controles que se realizan de manera comuni- 
taria pueden ser más efectivos pero tienen sus propias limitaciones frente a determinados 
actores, indígenas y externos, que se imponen por la fuerza o porque han ganado relacio- 
nes de amistad y de “colaboración” hacia la comunidad. Ante éstos, las autoridades indíge- 
nas y comunitarias muchas veces se inhiben de actuar por temor a las represalias o por 
evitar confrontaciones directas. No obstante, los investigadores identifican con claridad que 
la normativa interna viene siendo más expeditiva por su dinamismo y flexibilidad, y que 
tiene mayor fuerza social que la normativa oficial. Ésta, además de inaplicada, no guarda 
ninguna articulación con los sistemas y realidades locales, pues no toma en cuenta las prác- 
ticas tradicionales de aprovechamiento, uso y control de recursos naturales por parte de las 
comunidades, y deja a éstas solo la opción para el aprovechamiento comercial. 

A propósito de esta opción, el estudio presenta algunos intentos poco exitosos de 
aprovechamiento forestal comercial por las comunidades a través de planes de manejo. 
“El sentido empresarial no se adecua a la lógica de las familias indígenas” en tanto exige 
una explotación continua y con ritmo intensivo que implica dejar de lado los “calendarios 
económicos (agricultura), religioso-festivos y climáticos” a que están sujetos los pueblos 
indígenas. Pero también las muchas exigencias técnicas, económicas y de procedimien- 
tos legales y burocráticos, hacen que no sean de interés de las comunidades. 

No obstante, las autoridades forestales y otras instituciones públicas y privadas, 
ven en los planes de manejo la única posibilidad de gestión de los territorios indígenas, 
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con perspectivas de desarrollo económico, De las experiencias analizadas por el estudio 
y de otras que se conocen, se puede observar que la promoción de estos planes de mane- 
jo sólo viene en la perspectiva de alimentar a la industria forestal, verdadera beneficiaria. 
Si bien puede reconocerse cierto beneficio para las comunidades el que se mejoren los 
precios por la venta de madera y se regularicen algunas situaciones conflictivas con agen- 
tes externos, no se logran descartar los conflictos internos y otros impactos graves que 
afectan a las comunidades y sus territorios. En su lugar, como lo proponen los autores, es 
necesario tomar en cuenta para la normativa oficial los sistemas tradicionales de apro- 
vechamiento que compatibilizan con sus prácticas productivas agroalimentarias y pre- 
sentan mejores perspectivas para la satisfacción de necesidades básicas, y a partir de 
allí construir procesos de aprovechamiento que involucren a toda la comunidad en los 
beneficios y controles. 

Respecto al sistema de control basado en la formación de guardias forestales indí- 
genas, que también promueve la Superintendencia Forestal, éste no puede ser replicado 
sin leer adecuadamente las experiencias que nos entrega el presente estudio. Los contro- 
les deben ser comunitarios, la información y capacitación debe ser democratizada y las 
decisiones deben ser colectivas, porque son las bases y no los dirigentes, los que pueden 
realizar un verdadero control. Pero las instituciones competentes no pueden dejar en 
manos de los indígenas el enfrentamiento a avasalladores y traficantes de tierras o de 
recursos. Cuando las autoridades del Estado se hacen a un lado frente a las agresiones de 
que son víctimas las comunidades, sólo propician la violencia en detrimento de sus legí- 
timos derechos. El control colectivo debe estar legitimado, articulado y complementado 
por las instancias oficiales. 

Las perspectivas de desarrollo de los pueblos indígenas hay que verlas partiendo 
de su historia, de sus culturas, de sus sistemas de valores y prácticas familiares y comuni- 
tarias, económicas y políticas. No parece muy posible generar un verdadero desarrollo a 
partir de la explotación comercial de recursos naturales cuando las comunidades son y 
probablemente seguirán siendo el eslabón más débil de la cadena. Si bien las comunida- 
des se han insertado a algunas dinámicas del mercado, ello no significa que su perspecti- 
va histórica sea la empresarial. Más bien debería tratarse de potenciar o reconstituir 
prácticas productivas adaptadas al medio y a los ecosistemas, con miras a garantizar la 
seguridad alimentaria, y, como lo proponen los autores, promover una gestión del 
territorio orientada a mejorar sus condiciones de vida como pueblos culturalmente 
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diferentes, a preservar los recursos y, sobre todo, a consolidar social y políticamente el 
territorio. Hay que dejar de ver la “gestión territorial” como sinónimo de aprovechamien- 
to comercial. Quizás haya incluso que generar procesos de reconstrucción de territoriali- 
dad cultural y política como es la perspectiva de los pueblos indígenas. 

Pero, incluso antes de pensar en las perspectivas de desarrollo y el aprovechamien- 
to y control de los recursos naturales en las tierras indígenas, hay que lograr su titulación. 
Mientras no se defina la titularidad del derecho de dominio sobre sus territorios, los 
pueblos indígenas seguirán siendo muy vulnerables frente a los agentes externos, y los 
mecanismos de control no pasarán de ser experiencias frustrantes, que al final conducen 
al consentimiento e involucramiento en el tráfico de los recursos naturales y alimentan el 
estancamiento de sus instituciones comunales. Con ello aparecerán los indígenas como 
la causa del problema, cuando en realidad son las víctimas de los circuitos del mercado y 
el sistema en que se inscriben. 


Ana Cecilia Betancur J. 
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Introducción 


Las relaciones económicas, socioculturales y políticas de los pueblos indígenas se han 
visto seriamente afectadas por la presencia de empresas madereras que tienen conce- 
siones forestales otorgadas por el Estado, que en algunos casos se sobreponen a las 
tierras comunitarias de origen (TCOs) o han incursionado a los territorios indígenas 
colindantes, ocasionando profundos cambios en los sistemas de aprovechamiento. Otro 
factor de cambio es la propagación de los piratas de madera, los comerciantes de ma- 
dera y los cuartoneros!. 

La gran demanda de recursos forestales, especialmente maderables, abre la posibi- 
lidad de generar mayores ingresos familiares en la población. Pero la falta de condiciones 
técnicas y económicas para la elaboración de planes de manejo forestal, como lo estable- 
ce la legislación boliviana, hace que el aprovechamiento de estos recursos se efectúe en 
un marco de ilegalidad, alimentando actitudes individuales y sin beneficio colectivo algu- 
no. Estas prácticas son protagonizadas por algunas familias con condiciones 
socioeconómicas más favorables o por algunos dirigentes indígenas de las comunidades 
y del territorio, en complicidad con cuartoneros, comerciantes de madera e intermedia- 
rios de empresas madereras. 


Se denomina pirata o piratero a la persona dedicada a la explotación de madera de forma clandestina. El 
cuartonero es la persona que, a través de algún tipo de acuerdo con una familia o conjunto de familias de 
una comunidad o una TCO, extrae madera en cuartones, aserrada con motosierra. Comerciante es la 
persona que ingresa a las comunidades y compra pequeños volúmenes de madera, palmito u otro pro- 
ducto forestal que explota cada familia. Muchas veces, el comerciante es a la vez cuartonero, comprador 
de madera aserrada y madera en árbol parado. 
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Estos hechos se hicieron públicos a principios de 1999 a raíz de denuncias de 
algunos dirigentes de nivel intermedio y de instituciones como la Iglesia católica y los 
medios de comunicación del Beni. Los pueblos cuestionaron la actuación de algunos 
sectores dirigenciales y manifestaron su preocupación por estas actitudes que nada 
más cbstaculizan la consolidación territorial, pidiendo el esclarecimiento de los he- 
chos y el castigo a los culpables. 

Si bien es cierto que algunos derechos de los pueblos indígenas se han incorpora- 
do a nuestro ordenamiento jurídico, como consecuencia de la tendencia internacional a 
reconocer la existencia y desarrollo propio de sociedades con formas de vida propias, 
que disputan espacios físicos tradicionalmente suyos dentro de un mismo territorio na- 
cional, en lo esencial, estas disposiciones legales no han tenido una aplicación práctica y 
su orientación, al menos en materia de aprovechamiento forestal, inducen hacia una 
economía de mercado, sin considerar los sistemas de uso y control desarrollados bajo la 
racionalidad indígena amazónica. 

Los pueblos indígenas de la amazonia están expuestos a dos procesos adversos 
claramente visibles que dificultan la estructuración de mecanismos de aprovechamiento 
y control sociocultural de los recursos forestales existentes en sus territorios: 


e  lapresencia, cada vez más determinante, de la economía de mercado que incursiona 
en los territorios indígenas de la mano de agentes externos, es decir, empresas 
madereras, cuartoneros, pirateros y comerciantes, provocando una acelerada ena- 
jenación de los sistemas normativos y de control sociocultural en las comunidades 
indígenas; 

+ la vulnerabilidad de los pueblos indígenas, que está en directa relación con un 
estado de estancamiento de las instituciones comunales y de las organizaciones 
intermedias y de carácter regional, que dejan a la organización territorial y al terri- 
torio expuestos a la voracidad de los agentes externos. 


Estos aspectos, sin duda, restan fuerza a las organizaciones a la hora de aplicar 
normas para el control y aprovechamiento forestal al interior de las TCOS. La tradición de 
control comunal requiere de una revitalización, pero, sobre todo, del establecimiento de 
los términos de un control enmarcado en el ámbito del espacio territorial, es decir, el 
territorio indígena. 
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Al realizar este estudio pretendemos conocer en qué grado los pueblos indígenas 
están adoptando y recreando los mecanismos de control y los sistemas normativos de 
protección de los recursos forestales comercializables de sus territorios, entendiendo 
que la consolidación de las TCOs y el destino de sus recursos forestales pasan por una 
gestión colectiva, integral y autónoma, participativa y sostenible. Buscamos también co- 
nocer la dinámica de las normas internas aplicadas al uso de los recursos forestales 
comercializables y los valores socioculturales que las sustentan. 

Nuestra investigación tiene carácter exploratorio porque se ha efectuado una pri- 
mera aproximación al objeto de estudio, destacando de manera general las característi- 
cas de los sistemas de control en los territorios, su normatividad y los sistemas de 
explotación de los recursos forestales. Consideramos que esto constituirá un paso funda- 
mental para contar en adelante con un referente que ayude a futuras investigaciones a 
centrar su interés en aspectos más específicos del tema en cuestión. 

Las áreas de estudio seleccionadas fueron los territorios Itonama y Multiétnico, por 
sus características étnicas, la diversidad de recursos forestales que poseen, y las condicio- 
nes de las relaciones de mercado en el presente. 

Los sujetos de estudio para la presente investigación están definidas en tres 
categorías: 


e Lasfamilias que conviven en un espacio comunal perteneciente al territorio indíge- 
na. La unidad de análisis es el jefe de hogar. 

e Dirigentes comunales e intermedios, o aquellas personas influyentes en la co- 
munidad. 

+ Agentes externos como comerciantes, pirateros y empresas madereras que explo- 
tan ilegalmente recursos forestales del territorio. En esta categoría están también 
los agentes estatales de control forestal y las instituciones. 


Las organizaciones y autoridades comunales y del territorio constituyen un refe- 
rente permanente para la investigación debido a que son el mecanismo que estructura 
las dinámicas de acción e interrelación entre los sujetos de la investigación. Para el levan- 
tamiento de información se utilizaron encuestas dirigida a jefes de hogar, entrevistas diri- 
gidas a informantes claves, y estudios de caso con la realización de un taller comunal en 
ambos territorios. 
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Durante la investigación afrontamos algunas dificultades. Por ejemplo, las condi- 
ciones climatológicas de la región que nos obligaron a postergar nuestras visitas al área 
de estudio de las fechas programadas. En el caso del territorio indígena Multiétnico (TIM), 
el levantamiento de datos programado en la comunidad chimán de Jorori no fue posible 
porque ésta se había reubicado en otro asentamiento?. Por otra parte, en el mismo TIM se 
presentaron problemas de carácter orgánico que derivaron en dos directivas paralelas 
disputando la representatividad del territorio. Esto impidió efectivizar el taller en la fecha 
programada, por lo que se tuvo que solicitar el respaldo de la Central de Mujeres Indíge- 
nas del Beni (CMIB) para llevar a cabo dicha actividad. 

Con relación al contenido del informe, el primer capítulo aborda el marco teórico, 
resaltando, sobre todo, las categorías utilizadas en el transcurso de la investigación y la 
estrategia metodológica asumida en el levantamiento de la información. El segundo capí- 
tulo refiere el contexto de la región en relación con los sistemas de explotación y las 
condiciones en que se desarrolla; analiza la situación actual de las TCOs en el Beni y su 
proceso de saneamiento; se hace también una caracterización de las dos áreas de estudio 
en cuanto a sus aspectos físico-sociales, económicos, formas organizativas existentes y 
formas de ocupación del espacio. Finalmente, se hace referencia al marco legal en rela- 
ción con los recursos naturales y los pueblos indígenas. 

El capítulo tercero hace referencia al control sociocultural, la normatividad y los 
sistemas de aprovechamiento forestal a nivel comunal y de las TCOs en relación con 
agentes externos, resaltando las características que asume, haciendo énfasis en los estu- 
dios de caso. También se destaca la participación de las autoridades estatales en el cum- 
plimiento de las normas positivas. En el cuarto capítulo se articulan los ejes temáticos 
que componen la investigación, partiendo de las relaciones socioculturales como un fac- 
tor determinante en el establecimiento y aplicación del control sociocultural y su sistema 
normativo interno. 

Finalmente, se expone un cuerpo de conclusiones de los aspectos centrales del 
estudio y se plantea un conjunto de recomendaciones a ser consideradas. 


La población chimán del territorio indígena Multiétnico practica la residencia estacionaria como estrate- 
gia de sobrevivencia, es decir, vive en zonas de altura, pero en una determinada época del año se traslada 
a las riberas del río Apere. 
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CAPÍTULO UNO 
Acercamiento a las tierras 


comunitarias de origen 


1. Comunidad, TCOs y control 

El control sociocultural rebasa la idea meramente jurídica de un control basado en nor- 
mas rígidas y definitivas. Hace referencia más bien a una actitud y a una praxis colectiva 
que se recrea y se reconstituye de manera permanente. 


1.1. La comunidad y el territorio, dos categorías básicas en el mundo indígena 
La injusta distribución de tierras en nuestro país no es un problema reciente, sino que 
responde a un proceso histórico de despojo paulatino a los indígenas. Se inicia en la 
época de la conquista española, cuando los conquistadores adquirían sus títulos de dere- 
cho propietario repartiéndose las tierras recién descubiertas: “en lugares ya descubiertos 
se otorga dominio mediante las cédulas reales o por adjudicación en remate al mejor 
postor” (Maldonado, 1974: 119). 

En la época republicana, durante el gobierno de Melgarejo, se trató de acabar con 
las comunidades y los pueblos originarios con la promulgación del decreto de 
exvinculación de 26 de marzo de 1866. Con él se pretendía transferir las tierras de las 
“manos muertas” de los indios al mejor postor, y las tierras quedaban sometidas a un 
régimen feudal en manos de criollos y mestizos. Antes de la Reforma Agraria, todo el 
poder económico y político estaba concentrado en manos de tres barones del estaño y 
500 latifundistas. La Reforma se proponía eliminar los resabios feudales a través de la 
creación de un sector agropecuario y desconcentrar la tenencia de la tierra favoreciendo 
a quienes no la poseían. La contradicción es que no se tomó en cuenta a los pueblos 
indígenas (Ibid). 


De la misma manera, la legislación nacional ha ignorado a los pueblos indígenas o 
se ha referido a ellos en términos peyorativos. Por ejemplo, el artículo 129 de la Ley de 
Reforma Agraria decía: “Los grupos selvícolas de los llanos tropicales y subtropicales, que 
se encuentran en estado salvaje y tienen una organización primitiva, quedan bajo la pro- 
tección del Estado”. De ese modo no se les reconocía capacidad jurídica para ejercitar sus 
derechos por cuenta propia; si querían tramitar tierras debían hacerlo a través de un 
tutor, como la Iglesia. Otras normas como el texto constitucional de 1967 no los mencio- 
naba; el Código Penal de 1973 los denominaba “indios selvícolas” y la Ley Forestal de 
1974 los definía como “tribus selvícolas”. Sin ir lejos en el tiempo, la Ley de Colonización 
de 1996 los llama “grupos étnicos marginales”. Esta discriminación tenía hasta hace poco 
un alcance internacional, puesto que el Convenio 107 de la Organización Internacional 
del Trabajo planteaba la asimilación de los pueblos indígenas. 

La lucha de estos pueblos de las tierras bajas por el reconocimiento de sus dere- 
chos territoriales, sociales, culturales y políticos, negados por la sociedad y el Estado, 
requirió de acciones radicales como la “Marcha por el territorio y la dignidad” realizada 
en 1990, cuando lograron el reconocimiento de seis territorios indígenas en el Beni; y la 
“Marcha por la tierra, el territorio, el desarrollo y la participación política” en 1996, que 
logró la titulación de los territorios indígenas mediante decretos supremos, la dota- 
ción con superficie provisional hasta la aplicación del proceso de saneamiento, y la 
admisión de nuevas demandas de tierras a favor de los pueblos indígenas, conquistas 
promulgadas en la Ley INRA. 

Sin embargo, la situación en los últimos años no ha mejorado y, por el contrario, la 
concentración de tierras continúa en manos de empresarios agrícolas, madereros y gana- 
deros, en detrimento de los grandes sectores del mundo rural como son los pueblos 
indígenas y campesinos, para quienes la tierra no es una simple mercancía sujeta a la 
oferta y demanda, sino que constituye parte de su vida misma. 

Si bien resulta demasiado arriesgado pretender englobar a los pueblos indígenas 
en una categoría de análisis, debido principalmente a su heterogeneidad, abordare- 
mos el estudio desde un enfoque espacial, puesto que el territorio es un elemento 
constitutivo fundamental para la existencia de estos pueblos. Es precisamente la perte- 
nencia espacial la que proporciona a los indígenas los elementos básicos de identidad 
y posibilita la reproducción cultural. Al respecto, el Proyecto de Ley Indígena de la 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia, en su definición de “pueblo indígena” 


destaca la tenencia de una historia, cultura e idioma propios y la posibilidad de una 
“interrelación territorial históricamente definida, en función del control de su hábitat, 
del repertorio cultural y de su carácter de vida comunitaria” (CIDOB, 1994: 9). La defensa 
del territorio constituye en la actualidad el factor movilizador de los pueblos indígenas. 


(El territorio) entendido como las tierras ocupadas y poseídas por los pueblos indígenas, las que 
constituyen su hábitat, su espacio socioeconómico, las utilizadas para actividades de producción, 
caza, pesca y recolección, incluyendo aquellas necesarias para la preservación de los ecosistemas y 
recursos naturales, áreas indispensables para la generación, sustentación y sostenimiento de una 
capacidad de población humana que garantice su crecimiento y desarrollo (Ibid.). 


Para los pueblos indígenas el territorio es la base fundamental, la garantía para la 
reproducción de su propia cultura, su lengua, su economía y sus sistemas políticos. La 
lucha por recuperar su espacio histórico y espiritual, que involucra el suelo y subsuelo, es 
la garantía de sobrevivencia como pueblos. 


El territorio es el lugar donde practicamos nuestras formas de producción, costumbres e idioma 
propio; desarrollamos nuestra cultura gobernando y administrando nuestros recursos a nuestra ma- 
nera. Esto nos debería permitir participar, sin depender de nadie, en la administración que realiza el 
Estado (Coseruna, 1997: 24) 


Por su parte, García (1995) señala que los territorios indígenas están vinculados a la 
propia existencia de cada pueblo formando con él una unidad inseparable reforzada por 
lazos culturales y espirituales, no es un mero recurso productivo o una propiedad. Un 
territorio es tal cuando el pueblo tiene el control autónomo de las tierras y recursos, la 
autonomía supone una competencia reconocida para disponer las propias normas. 

La Ley del Servicio de Reforma Agraria (INRA) en su artículo 41 define a las 
TCOs como: 


...los espacios geográficos que constituyen el hábitat de los pueblos y comunidades indígenas y 
originarias, a los cuales han tenido tradicionalmente acceso y donde mantienen y desarrollan sus 
propias formas de organización económica, social y cultural, de modo que aseguran su sobrevivencia 
y desarrollo... 


La Ley INRA reconoce los territorios indígenas ya existentes y les otorga título 
de propiedad en calidad de TCOs, otorgando el derecho de propiedad de la tierra y el 


aprovechamiento de los recursos naturales de esos territorios; pero restringe los dere- 
chos políticos y administrativos. En el artículo 3 indica: 


III. Se garantizan los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y originarias sobre sus 
tierras comunitarias de origen, tomando en cuenta sus implicaciones económicas, sociales y cultu- 
rales, el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables, de conformidad a 
lo previsto en el Art. 171% de la CPE. La denominación de tierras comunitarias de origen compren- 
de el concepto de territorio indígena de conformidad a la definición establecida en la parte 11 del 
Convenio 169 de la OIT, ratificado mediante ley 1257 de 11 de julio de 1991. 

Los títulos de tierras comunitarias de origen otorgan en favor de los pueblos y comunidades 
indígenas y originarias la propiedad colectiva sobre sus tierras, reconociéndoles el derecho a 
participar del uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables existentes 
en ellas... 


Por otra parte, es importante definir qué se entiende por comunidad, puesto que 
los territorios están conformados por comunidades donde conviven uno o diversos gru- 
pos étnicos. Al respecto, el Proyecto de Ley Indígena señala que: 


Comunidad indígena es la agrupación humana que hace parte de un pueblo indígena, mantiene 
relaciones sociales permanentes, posee organización socioeconómica comunitaria e identificación 
cultural o étnica (CIDOB, op. cit.: 24). 


La comunidad es un grupo de personas que participan de manera colectiva, man- 
tienen un tipo de ideología, actividad y forma de vida. Si hablamos de comunidad indíge- 
na, la definimos como un conjunto reducido de familias, frecuentemente emparentadas 
entre sí, que mantienen sus raíces étnicas y culturales como fuerza cohesiva y se rigen 
por principios ideológicos reconocidos por todos sus miembros. Habitan un espacio 
delimitado, considerado como propio por derecho histórico y uso ancestral. A nivel de 
organización social cuentan con autoridades comunales que se encargan de velar por la 
convivencia armónica, la defensa de sus intereses y las relaciones con las demás comuni- 
dades y con instancias del Estado. 


1.2. H aprovechamiento de los recursos forestales en los territorios indígenas 

El sistema de aprovechamiento de madera en Bolivia es de tipo selectivo: se extraen 
especies de alto valor en el mercado sin preocuparse por la regeneración de la 
especie extraída y menos aún sobre el estado en que queda el bosque después del 


trabajo de las motosierras, los tractores y los camiones (Visiononi y Silva, 1994). La 
dinámica de la explotación forestal, sobre todo en los territorios indígenas, ha pro- 
ducido gran depredación. En ella intervienen diferentes actores: madereros, 
motosierristas, pirateros, incluso algunos comunarios, bajo condiciones económi- 
cas impuestas por los primeros. 

Últimamente se ha generado una suerte de empecinamiento por la explotación 
maderera a como dé lugar, ocasionando la degradación y destrucción de los bosques, lo 
que sin duda dificulta la elaboración de planes de manejo integral (Melgar, 1997). Los 
territorios indígenas, que teóricamente garantizan un espacio para la supervivencia de 
los valores ecológicos de la región, pierden esa calidad con la invasión ilegal de los 
madereros (Visiononi y Silva, op.cit.: 47). Budowski (1994) sostiene que la explotación 
forestal del bosque tropical es de tipo minero, ya que se descreman las mejores especies 
sin importar el futuro del bosque. Por su parte, Harned (1992), refiriéndose a la madera 
mara del bosque Chimanes, indica que su forma de explotación “produce daños ecológicos 
irreversibles”. Christiansen (1993) afirma que en Chimanes la corta clandestina de mara 
se estimaba en un 50% de la corta total, la mayor parte concentrada en la zona del territo- 
rio indígena Multiétnico. Guillison (1994) sostiene que “las talas actuales en el bosque 
son muy selectivas y limitadas casi por completo a una única especie, la mara. Las cantida- 
des extraídas han sido claramente insostenibles”. 

La Ley Forestal estipula el aprovechamiento de los recursos del bosque, señalando 
lo siguiente: 


Uso comercial. Es el aprovechamiento para vender y obtener recursos económicos y, tal como lo 
establece la ley, ningún boliviano o extranjero puede aprovechar sin un Plan de Manejo General del 
Bosque. Para garantizar que se cumpla el control, todo el que quiere hacer aprovechamiento comer- 
cial tiene que pagar una patente forestal o patente de chaqueo y desmonte. 

Uso semi-comercial. Es la venta O intercambio comercial de productos forestales, para satisfacer las 
necesidades familiares, pero que ese nivel de aprovechamiento está claramente por debajo del po- 
tencial de la productividad del recurso. 

Uso tradicional de recursos. Es el aprovechamiento de los bosques que hacen los indígenas y campe- 
sinos para satisfacer las necesidades de la familia y no para vender. 


La racionalidad del uso de los recursos naturales, más que las restricciones, hará 
que los comunarios se interesen por la defensa de sus recursos y su TCO; el uso, bajo 
controles colectivos y en función a una equitativa distribución de los beneficios, reducirá 


los niveles de explotación y encaminará a que los pueblos indígenas fortalezcan una ges- 
tión integral de los recursos. 


1.3. Normas y valores 

AIbó (1999) indica que el derecho y la justicia consuetudinarios se refieren a las normas y 
las prácticas propias de cada pueblo y cultura en un lugar dado, basadas en “usos y cos- 
tumbres”, y que son distintas de las normas escritas y formales de la legislación oficial. 
Entonces, para comprender la normatividad en los pueblos indígenas conviene realizar 
una comparación con la legislación formal o positiva. 

Señala Moscoso (1999) que “las normas son los valores éticos refractados en una 
realidad humana y social concreta e históricamente determinada”. Las leyes de los Esta- 
dos, de manera permanente y pública, regulan la conducta social, económica y moral de 
los individuos y su transgresión tiene tipificada una sanción que es aplicada por las auto- 
ridades competentes. Además, las normas responden al proceso histórico que vive una 
sociedad y al paradigma que establece la ideología dominante. En cambio, en la cultura 
indígena la regulación de la conducta se efectúa más que por un cuerpo de reglas especí- 
ficas, por un conjunto de principios cósmicos derivados de su propia cultura, “las normas 
y reglas comunitarias coinciden con la propia cultura y cosmovisión, son entendibles, 
conocidas y aceptadas por los comunarios” (Orellana, 1999). Es decir, la sociedad se con- 
cibe tal como es el universo; la percepción del cosmos está en relación con la vida armó- 
nica de la comunidad, la reciprocidad y la participación colectiva. 

Generalmente, en este proceso no se establece lo que se debe o no se debe hacer 
para mantener esa armonía ni un cuerpo de reglas morales, sino que las normas de con- 
ducta dependen del conocimiento de los miembros de la comunidad, de la dinámica que 
ésta sigue en su reproducción social. La normativa indígena tiene, por tanto, un sentido 
dinámico y flexible y se dirige más hacia la vida interna de la comunidad que hacia am- 
plios conjuntos sociales (AIbó, op cit.). 

De la intervención de factores como la organización, el manejo, el uso y aprovecha- 
miento de los recursos naturales, el control y defensa de su integridad territorial y el 
mantenimiento de las costumbres de relacionamiento, dependen las decisiones de con- 
senso que las comunidades adopten internamente. De esta manera la norma vendría a 
ser el proponer, conocer y sumarse a las decisiones y acciones comunitarias, evitando 
toda acción que genere conflicto y altere la armonía de la comunidad. Así, las normas 


establecidas por los pueblos indígenas permitirían un manejo integral del bosque e im- 
pedirían que la diversidad desaparezca (CERES, 1997). 

Aunque las comunidades cuentan con un sistema de regulación interna para los 
distintos ámbitos de las actividades y las relaciones, incluidos los recursos forestales, hay 
que reconocer que la mayoría de las comunidades no tienen normas comunales sobre la 
forma de uso del bosque, lo que ocasiona una sobreexplotación de este recurso, no sólo 
por los del lugar sino también por gente extraña. De todas maneras, los comunarios se 
dan cuenta de los cambios que se están produciendo y se disponen, juntamente las auto- 
ridades comunales, a diseñar una serie de normas que vayan a preservar el bosque y que 
de alguna manera beneficie a la comunidad (FOCHMADE, 1997). 

En muchos casos, la aplicación de las normas está condicionada al grado de cohe- 
sión interna, de aceptación de las reglas y a la fortaleza organizativa para hacer prevalecer 
sus derechos ante agentes externos que ingresan en sus propios escenarios, en actitud 
de transgresión y desestructurando sistemas de aprovechamiento de los recursos fores- 
tales que funcionan y han funcionado desde siempre. A propósito: 


La sostenibilidad forestal está ligada a la “gobernancia”. En una situación donde las normas y reglas 
son verdaderos incentivos para que la gente maneje sus bosques en términos aceptables o raciona- 
les, se habla de gobernabilidad. Sino, por el contrario, se trata de normas y reglas que pueden ser 
perfectas, pero que la gente no cumple, o que no reflejan las aspiraciones, las necesidades de la 
gente; se habla de ingobernabilidad, donde, por tanto, no es posible la sostenibilidad (FAO-CERES- 
BOLFOR, 1997). 


El cumplimiento y seguimiento de las normas por los comunarios, en lo que se 
refiere al aprovechamiento sostenible, es generalmente libre, pero conlleva valoraciones 
de tipo moral, aquellas que se conducen según lo culturalmente aconsejado, y que se 
designan para dirigir y aconsejar la vida de la comunidad. Toda infracción a lo prescrito en 
la norma implica una sanción o castigo: 


La tradición normativa considera el conflicto como algo patológico y sostiene que una sociedad, 
para perpetuarse, necesita de un sistema de reglas y sanciones centralizado. La tradición normati- 
va, con su insistencia en normas de derecho escritas, ha estado menos abierta a las cuestiones 
interculturales, aunque existen algunas importantes obras antropológicas que parten de la defini- 
ción del derecho como un sistema de control social basado en sanciones. (CERES-FTPP, op.cit. ). 


Las sanciones sociales, es decir, las recompensas o castigos que impone la sociedad 
a la persona por causa de su comportamiento, están íntimamente ligadas con los modos 
con los que la sociedad evalúa este comportamiento. En el pueblo indígena, la sanción 
como tal no está ligada a una tipificación del delito, porque como indicamos, no hay una 
norma precisa ni una sanción sistemática para cada comportamiento humano. De modo 
que cada individuo tiene la responsabilidad de asumir y participar en la construcción 
de la continuidad armónica. Toda posición dirigida únicamente al beneficio individual 
y en perjuicio de los demás, es merecedora de sanción, que dependerá de la magnitud 
o de las consecuencias negativas que haya significado el acto, más allá del carácter de 
transgresión de las reglas. Por tanto, la sanción, según la costumbre, puede consistir 
en una llamada de atención de forma pública hasta un castigo con azotes o expulsión 
de la comunidad. En cualquier caso, la sanción no tiene un sentido punitivo sino de 
reconducción de la conducta. 

Todas las sociedades poseen un sistema de valores, un conjunto de ideas, concep- 
tos y costumbres relacionados entre sí. Los valores sociales y la presión social son indi- 
cios objetivos por los cuales podemos determinar las normas, las costumbres y los usos 
entre las pautas de comportamiento. Con el fin de orientar y regular la conducta de las 
personas, la sociedad crea todo un sistema de representaciones morales, ideales, princi- 
pios y estimaciones. Los valores éticos, sociales y morales no dependen de los mismos 
sino de su articulación con los principios de reciprocidad, cooperación e interrelación 
entre los miembros de la sociedad en la comunidad. La calidad o valor asignable a las 
personas viene definido por posiciones de prestigio que no se refieren sólo al aspecto 
económico, o de poder personal, sino tiene que ver con el aspecto cultural, la experien- 
cia en la capacidad de gestión y lazos familiares. 

Refiriéndose a las normas específicas para el uso y aprovechamiento de los bos- 
ques, Moscoso (op. cit.: 225) sostiene: 


Las normas, en esencia, son un conjunto de prácticas orientadas a reducir la presión sobre los bos- 
ques: 

* restringiendo el aprovechamiento a un uso exclusivamente tradicional; 

e realizando un uso ahorrativo de los bosques o mejorar la eficiencia de uso; 

e evitando riesgos de daño, incendios, por ejemplo; y 

e favoreciendo el establecimiento de la regeneración natural. 


1.4. Mecanismos de control 


Los mecanismos de control son instancias que tienen por función ejercer el control colectivo hacia el 
cumplimiento de las normas establecidas. Por tanto, el control está a cargo de toda la comunidad 
mediante dos espacios: el control social y el control dirigido. Este último tiene como principal ele- 
mento dinamizador al sindicato comunal desde sus carteras afines (Moscoso, op. cit:: 225). 


Cuando hablamos de control sociocultural nos estamos refiriendo a una “tradición 
cultural”, entendida como las ideas, sentimientos y prácticas que la gente adquiere como 
miembros de determinados sistemas socioculturales. La categoría de control sociocutural 
hace referencia a la “herencia social”, las cosas que los hombres aprenden cuando son 
entrenados dentro de un grupo humano particular. Esto, sin duda, tendrá que contrastar- 
se con distintos niveles de influencia externa que van debilitando o van distorsionando el 
sentido de esa “herencia”; desvirtuando de ese modo la funcionalidad de las prácticas 
tradicionales en los términos de sostenibilidad y fortaleza cultural. 

El control se refiere también a la forma de administrar y gestionar el espacio terri- 
torial y los recursos existentes. Esta gestión tiene que ver con el uso, aprovechamiento y 
acceso a los recursos naturales de forma sostenible. Los pueblos indígenas se 
interrelacionan con el territorio, y esta vinculación con la tierra de sus antepasados supo- 
ne promover y valorizar los sistemas tradicionales de control sociocultural, el mismo que 
es un importante dinamizador de la administración y gestión autónoma del territorio, 
pues conserva los valores culturales y espirituales de los pueblos indígenas. 

El control sociocultural requiere de algunas condiciones como la identificación 
social con el territorio a través del sentido de pertenencia, pues la desnaturalización, el 
desarraigo cultural darán lugar al debilitamiento de esa tradición cultural. Por ejemplo, la 
movilidad espacial que realizan los grupos étnicos es una práctica sociocultural que tien- 
de a adquirir un conocimiento más integral del territorio y que de esa forma les permite 
ejercer un control más riguroso de su espacio histórico: 


El control étnico del bosque (implica) la capacidad de un grupo humano de dotarse de reglas especí- 
ficas que le permitan conocer, acceder, ocupar, usar, ordenar y manejar el conjunto de recursos del 
bosque (CERES, op. cit.: 25). 


Cuando hablamos de manejo, no nos referimos solamente a una situación adminis- 
trativa local, regional o nacional, sino a cuestiones de tipo político —organización social, 


relaciones de poder, políticas públicas, culturales y económicas—. Una definición aproxi- 
mada al respecto señala que es un “conjunto de definiciones y acciones destinadas a la 
conservación y administración de elementos naturales de beneficio para el hombre, ten- 
diente a maximizar su uso sostenido” (Crespo, 1995). Entonces, el control del espacio 
territorial indígena es el ejercicio y protección del hábitat natural y todos sus recursos de 
manera integral. A nivel comunal el control generalmente es ejercido por todos los 
comunarios como dueños colectivos de la tierra y sus recursos naturales, con un sentido 
de pertenencia comunitaria y capacidad de toma de decisiones. 


El control del bosque está inserto en el manejo que se liga, por un lado, al ordenamiento del espacio 
y, por el otro, al ordenamiento del uso. Los niveles de control son operativo, colectivo y constitucio- 
nal. En el primero se controla y planifica el uso de los recursos; el segundo se basa en el conocimiento 
local de los recursos y de la población hacia sí misma. El tercero tiene que ver con la conciencia del 
territorio y la pertenencia étnica. Todo hace un nivel de ordenamiento del espacio definido en térmi- 
nos de acceso a los recursos y que se denomina ordenamiento territorial (CERES, op. cit.). 


Como señalan García y Romero (1998), un control social, espiritual y cultural sobre 
el territorio y sus recursos, incluyendo la aplicación de los propios conocimientos sobre 
la biodiversidad, y el control sobre la transmisión de valores, constituyen la ética econó- 
mica de cada pueblo y la capacidad de autogeneración de conocimientos en los nuevos 
contextos interculturales. Algunos pueblos indígenas cuentan con estatutos y reglamen- 
tos, lo que manifiesta la existencia de un importante control sobre los recursos, “estable- 
ciendo un control estricto sobre la población y su movilidad, definiendo jurisdicciones 
político administrativas, conformando áreas territoriales comunales, áreas de acceso, uso 
de determinados recursos” (Orellana, 1999). Esto es una demostración del poder políti- 
co regulador del sistema normativo de las organizaciones indígenas, que desarrollan una 
considerable capacidad de gestión de su espacio de reproducción étnica. Existe, pues, un 
control normativo del espacio, cuya jurisdicción es local y territorial (Ibid). 

Queda claro que la comunicación entre las comunidades con relación a la ubica- 
ción exacta de los lugares potenciales de riqueza de los recursos naturales, hacen de 
los indígenas las “personas colectivas” con mayor capacidad “técnica y operativa” 
(Tamburini, 1999). 
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2. Marco metodológico 

Abordar a profundidad la investigación de un tema esencialmente cultural, como es el 
nuestro, requiere sin duda la aplicación de una metodología que contemple el “tiempo 
necesario” y unas técnicas adaptadas a las particularidades que posee un contexto social 
indígena. No obstante, el limitante del tiempo disponible para encarar la presente inves- 
tigación, el intento de establecer un primer acercamiento, con un grado de rigurosidad al 
tema, exige la aplicación de herramientas metodológicas que garantice agilidad y al mis- 
mo tiempo confiabilidad en la recolección de datos. Fue preciso definir primero los ejes 
temáticos básicos para encarar el trabajo de investigación en función al tema y luego las 
técnicas a utilizar, de acuerdo a las exigencias de dichos ejes temáticos. 


2.1. Problema planteado 

El tema de la gestión territorial y el control de los recursos forestales de los territorios 
constituye en la actualidad un problema para la organización indígena de nivel interme- 
dio (subcentrales), debido a que la figura de TCO exige otro nivel de normatividad y 
control de los recursos naturales existentes en su interior. 

A esto se suma la vulnerabilidad de los pueblos indígenas ante la incursión de agen- 
tes externos (comerciantes de madera, pirateros y cuartoneros) con prácticas económi- 
cas ajenas a la tradición desarrollada en las zonas indígenas. Esto provoca un debilitamiento 
de la autoridad moral de la dirigencia indígena y de la capacidad colectiva de control, lo 
que se traduce en una desvalorización de los sistemas tradicionales y de las normas em- 
pleadas para el control. Es notoria la primacía del interés individual en el aprovechamien- 
to de los recursos forestales. 

El valor de uso comercial —en escala mayor— de los recursos forestales es de 
relativamente reciente incorporación en el imaginario de los pueblos indígenas, hoy 
constituidos en territorios. Cabe preguntarse: ¿de qué manera actúan los principales facto- 
res de presión externa e interna que determinan la desvalorización de las prácticas de con- 
trol sociocultural y sistemas normativos en el uso de los recursos forestales en las TCOs? 

En el entendido de que aún perviven rasgos tradicionales de normas y sistemas de 
control sociocultural, ¿qué elementos intervienen en la construcción y reproducción de 
los sistemas normativos y prácticas del control sociocultural en las TCOs? 

Toda descontextualización sociocultural es generadora de desajustes entre el con- 
junto de la población y el medio en el que interactúa, por tanto, ¿a través de qué medios 


y medidas se logrará recuperar y valorizar rasgos básicos de los sistemas normativos de 
uso y control sociocultural de los recursos forestales desarrollados en el territorio? 

Estas interrogantes demandan un acercamiento más riguroso a la problemática de 
las relaciones socioeconómicas del mundo indígena con los diversos agentes del merca- 
do, en el escenario de los territorios indígenas poseedores de recursos naturales muy 
apetecibles en el mercado. 


2.2. La investigación 

Como la finalidad de nuestro estudio es medir el grado de adopción de mecanismos 
de protección de los recursos forestales dentro las TCOs, fue preciso definir los suje- 
tos de investigación, estableciendo una muestra representativa y estableciendo los ejes 
temáticos que estructurarían la investigación y la metodología aplicada en la recolec- 
ción de datos. 


2.2.1. Sujetos de la investigación 

Los sujetos de nuestra investigación son las familias asentadas en las comunidades de 
los territorios elegidos. Sin embargo, si se entiende que el sujeto representativo de la 
unidad de análisis es el jefe de hogar, concluiremos que, por un lado, en los términos 
culturales e incluso de tipo económico, hay concordancias entre sí, sin embargo, por 
otro lado, se identificaron rasgos heterogéneos en la actitud frente a los recursos fo- 
restales. En ese sentido, dentro del conglomerado social que interactúa alrededor de 
los recursos forestales de las comunidades, identificamos tres rangos sociales, diferen- 
ciados entre sí por el rol desempeñado, la actitud asumida y el beneficio que obtienen 
de los recursos: 


* Los dirigentes comunales e intermedios (subcentra!), que estatutariamente tienen 
la función de aplicar la normatividad en la comunidad o territorio, ejercer el con- 
trol de los recursos forestales y representar a la comunidad o en su defecto a la 
subcentral cuando hay que encarar demandas o negociaciones como consecuen- 
cia de conflictos con agentes externos que incursionan en los montes comunales, 
atraídos por los recursos que posee. 

*  Lossujetos de base, habitantes del territorio que no ejercen ningún cargo dirigencial 
en la actualidad. Al respecto, como ya se dijo, se tomó al o la jefe de hogar como 


sujeto representativo de la unidad de análisis; por consiguiente, tanto las encues- 
tas, como las entrevistas se las aplicaron a ellos. 

e Los agentes externos son la gente de fuera de la comunidad y del territorio que 
están involucrados en la explotación de los recursos forestales, ya sea como com- 
pradores (comerciantes, empresas madereras), como explotadores clandestinos 
(piratas) y como agentes de control estatal (funcionarios municipales y de la 
Superintendencia Forestal). 


2.2.2. Los ejes temáticos 


Concluimos que el control y la normatividad en la explotación de los recursos forestales 
debería componerse de al menos tres ejes temáticos: 


*  Lossistemas de explotación de recursos forestales. Esto con la finalidad de cono- 
cer en detalle las prácticas empleadas por los indígenas en el aprovechamiento de 
los recursos forestales en ambos territorios. Es decir, conocer las técnicas de ex- 
tracción de los recursos forestales; el grado de dependencia económica con rela- 
ción a los recursos forestales; conocer quiénes o qué tipo de familias son las que 
acceden comercialmente y con qué grado de frecuencia a los recursos forestales; 
qué criterios de distribución de los beneficios se aplican; y finalmente, intentar una 
aproximación a la magnitud de la explotación de los recursos forestales y Otros 
aspectos de tipo económico imperantes, como las relaciones comerciales con los 
comerciantes de madera, los convenios formales e informales con agentes exter- 
nos, entre otros. 

*  Elsistema normativo, en el entendido que un nivel de organización interna tanto en 

el ámbito comunal como en el intermedio, implica algún grado de reglamentación 
del acceso a los bienes de uso común, ya sean bienes propiamente dichos (posta, 
escuela), como también los recursos naturales, y en particular los forestales, de la 
comunidad. 
Para ello nos interiorizarnos del sistema normativo interno, de carácter consuetudi- 
nario, con sus normas tradicionales generadas en el proceso de acumulación de co- 
nocimientos y que busca una funcionalidad para garantizar la sostenibilidad de los 
recursos forestales. Por otro lado, el sistema normativo formal vigente en la zona, es 
decir, los reglamentos y leyes que se aplican en algún grado. 
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e Los mecanismos de control son las estrategias que la organización tanto comu- 
nal como intermedia y el conjunto de la población emplea para controlar la con- 
tinuidad de los recursos forestales, Pusimos especial atención a los mecanismos 
de control en vigencia, los que adopta la organización comunal, los que emplea 
la organización intermedia y los asumidos por la misma población como una 
torma de garantizar que los recursos forestales no se acabarán al corto plazo. Fue 
importante establecer el nivel de efectividad de la aplicación de estos mecanis- 
mos, si realmente contribuyen a hacer un control efectivo para evitar el ingreso 
clandestino de personas ajenas a la comunidad a cortar madera y también a los 
mismos comunarios que trasponen el límite de tolerancia en la explotación de 
los recursos forestales, 


2.3. Los criterios de selección del universo estudiado 

Elegimos dos territorios indígenas del sur del departamento del Beni: el territorio indíge- 
na Multiétnico (TIM) y el territorio ltonama, como referentes para comprender la diná- 
mica interna de los territorios indígenas en torno al relacionamiento con sus recursos 
forestales y los acuerdos, reglas y expectativas comunalmente construidas en función al 
uso y control de dichos recursos. 

La TCO Itonama, ubicada en la provincia Iténez, primera y segunda sección de 
provincia, aglutina a 27 comunidades! El territorio demandado, actualmente en proceso 
de saneamiento, tiene una extensión superficial de 1*227.362,9514 ha; gran parte del 
territorio está dentro de la Reserva Iténez. 

El territorio indígena Multiétnico está ubicado en las provincias Mojos y Yacuma, al 
suroeste del departamento del Beni; allí conviven las etnias Trinitaria, Yuracaré, Movima y 
Chimanes, aglutinando en su seno a un total de 17 comunidades”. El título ejecutorial 
contempla una superficie provisional de 343.262 hectáreas. 


El Estudio de Necesidades Espaciales realizado por el VAIPO, afirma que la TCO Itonama tiene 34 comu- 
nidades; sin embargo, el presidente de la subcentral del cabildo Ironama nos aclaró que tres comunidades 
de las citadas no están dentro de la TCO y las cuatro restantes son asentamientos, de los cuales tres ya no 
existen en la actualidad. 

En la actualidad existen dos asentamientos nuevos que, de consolidarse, serán tomados en cuenta como 
comunidades; en tanto, son 17 las comunidades oficialmente reconocidas. 


El universo definido para la presente investigación, especialmente para el levanta- 
miento de datos cuantitativos, está constituido por el total de familias que viven y desa- 
rrollan actividades de tipo económico dentro las comunidades de ambos territorios: 17 
comunidades del TIM y 27 del Itonama. Realizamos, además, una estratificación a dos 
niveles: definimos una muestra de comunidades y una muestra del conjunto de familias 
que habitan en cada una de las comunidades. 

En este sentido, en el territorio indígena Multiétnico elegimos cinco comunidades 
de las 17 existentes?, es decir, el 29.4% de las comunidades de este territorio. Según 
estimaciones de CIDDEBENI en 1997 el TIM contaba con una población total de 2.451 
habitantes (Roper, 1998: 92); lo que corresponde, si asumimos como válida para el área 
rural del Beni la media establecida en 5.44 miembros por hogar (INE), a un total de 450 
familias. En el conjunto de comunidades seleccionadas como muestra, se encuestó a un 
total de 46 familias de las 172 identificadas en las cinco comunidades, lo que equivale en 
promedio al 26.7% de familias por cada comunidad. 

Según el informe preliminar del Estudio de Necesidades Espaciales del Itonama, 
este territorio tiene una población actual de 5.248 habitantes nucleados en 875 fami- 
lias indígenas. En el estrato comunal, definimos como muestra nueve comunidades de 
las 27 existentes, lo que equivale al 33.3% de comunidades del territorio. Se aplicó la 
encuesta a 55 familias de un total de 184 asentadas en las comunidades, lo que significa 
29.8% en promedio (ver Cuadro 1). 

Los criterios para elegir las TCOs estudiadas se centraron en la existencia de recur- 
sos forestales con valor comercial actual dentro del territorio; el deficiente control de los 
recursos forestales; la existencia de un uso comercial de estos recursos y un contacto 
directo de las familias que explotan recursos forestales comercializables con el mercado 
(agentes externos). 
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Ya explicamos que inicialmente habíamos elegido seis comunidades como muestra, pero no fue posible 
hacer el trabajo en la comunidad Jorori porque nuestro guía no conocía su nueva ubicación. No retorna- 
mos debido a factores climáticos y de tiempo. 


Cuadro 1 
Comunidades encuestadas (TIM e Itonama) 


| zoNA | No COMUNIDAD N2 FAMILIAS N* ENCUESTAS | 









San José del Cavitu 
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Fuente: Elaboración propia en base a trabajo de campo. 


El TIM es una tierra comunitaria de origen que cuenta con antecedentes muy 
polémicos: está conformada por cinco pueblos indígenas: Ignacianos, Trinitarios, 
Yuracarés, Movima y Chimán, asentados en 17 comunidades. Cuenta con Título 
Ejecutorial, pero sin saneamiento. En ella existieron maderas preciosas en abundancia, 
y aunque actualmente posee recursos forestales maderables, son de menor valía eco- 
nómica y su explotación es a menor escala. La TCO ha experimentado un conflictivo 
proceso de explotación de recursos forestales maderables, caracterizado por una serie 
de irregularidades de tipo económico, de representatividad y de toma de decisiones. 
En las inmediaciones de la TCO existen empresas madereras asentadas con sus pro- 
pios aserraderos y con algunas hay fricciones por la sobreposición de concesiones 
forestales. También tiene conflictos de límites con terceros asentados en la TCO, 
especialmente en áreas con recursos maderables y existe una fuerte presencia de “pi- 
ratas”. Finalmente, experimenta un debilitamiento organizacional debido a la falta de 
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credibilidad de sus líderes que en gestiones pasadas estuvieron involucrados en ventas 
fraudulentas de madera y mal uso de recursos económicos”. 

Para la selección de comunidades del TIM se tomaron en cuenta: la ubicación de la 
comunidad respecto al centro urbano (San Ignacio de Mojos)'; predominancia étnica de 
la población en la comunidad; y nivel de posesión de recursos forestales. 


Cuadro 2 
Comunidades del TIM 





Fuente: Elaboración propia en base a trabajo de campo. 


La TCO Itonama, de creación relativamente reciente, es un territorio extenso que 
al momento experimenta un proceso de saneamiento a través de una Nueva Demanda 
(no titulada) de TCO. Cuenta en su interior con la “Reserva Forestal Itonama”. Posee 
importantes recursos forestales no maderables con valor comercial (palmito y otros). Al 
igual que la anterior, tiene una diversidad de conflictos con terceros, especialmente de 
sobreposición con concesiones madereras. Se nota también la presencia de colonizado- 
res Campesinos y experimenta la incursión continua de pirateros a robar madera. Se tomó 
en cuenta la ubicación de la comunidad respecto al centro urbano y el nivel de posesión 
de recursos forestales: 


Una consecuencia de este tipo de comportamiento es el desprendimiento organizativo del TIM de la 
subcentral de San Ignacio, como subcentral autónoma. 

Casi todas tienen acceso por vía fluvial, pero como las distancias son grandes, se hace muy costoso en 
términos de tiempo y dinero. De modo que el parámetro de proximidad o lejanía al centro urbano 
está establecido con base en la estabilidad de la comunicación terrestre durante al menos dos 
tercios del año. 
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Cuadro 3 
Comunidades del Itonama 


nuera cama | Formas cano wtno | tone Poseemacesa na en cano corsa | 
us 
Ez 
Puerro | Moscas cono woo | torna | enemades, pamioy cuca | 


Alejada del centro urbano lonarna Tiene poca madera comercializable 
Piedritas Alejada del centro urbano llonama Tiene madera en cantidad considerable 


Fuente: Elaboración propia en base a trabajo de campo. 












La referencia de proximidad para la zona de Itonama es Magdalena, sin embargo 
hay comunidades que tienen vinculación más directa y fluida con el Brasil, a través de 
Costa Márquez. 


2.4. La recolección de datos 
Los instrumentos de recolección de información utilizados fueron las encuestas, las en- 
trevistas a informantes claves, los talleres intercomunales y los estudios de caso. 

La aplicación de una encuesta a una muestra tomada del conjunto de la pobla- 
ción por cada comunidad seleccionada indagó sobre variables de tipo cuantitativo, 
tales como las variedades de recursos forestales explotadas, cantidades de los mis- 
mos, cuantificación de tipos de sanciones aplicadas, percepciones personales sobre 
las normas, el control y el acceso a los recursos forestales (ver Cuadro 1). Las entre- 
vistas sirvieron para indagar aspectos relacionados con el contexto, el detalle de los 
procesos socio-organizativos y económicos de la explotación de los recursos fores- 
tales. Los talleres intercomunales tuvieron la finalidad de conocer las tendencias 
generales respecto al uso de los recursos forestales, su normatividad y el control 
que se efectúa sobre ellos, para conocer expectativas y percepciones colectivas en 
torno a sus propios recursos. Además, se buscó comparar la información recogida 
en los formularios de las encuestas, para lo que se elaboró una matriz de ejes 
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temáticos y se la aplicó a grupos focales (jóvenes, mujeres, varones y dirigentes 
comunales) para buscar algunas diferencias entre grupos de género, grupos etáreos 
y el grupo dirigencial. Los estudios de caso revelaron la trama de situaciones, actitu- 
des, procedimientos, reacciones, motivaciones, intereses, conflictos y actores que 
intervienen en el escenario del territorio, 
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CAPÍTULO DOS 
La región y sus características 
socioeconómicas 


1. Contexto regional 

El departamento del Beni, localizado al noreste del país, tiene una extensión de 213.564 
Km?, constituyendo el 19.4% de la extensión total del territorio nacional. En este departa- 
mento se encuentra el 4,3% de la población total del territorio, con un total de 276.114 
habitantes. La densidad no supera el 1.12 por km?, por lo que, al igual que Pando, es el 
departamento menos habitado del país. 

El departamento está conformado por ocho provincias: Mojos, Cercado, Ballivián, 
Marbán, Yacuma, Iténez; Vaca Diez y Mamoré; la capital es la ciudad de la Santísima Trini- 
dad y tiene, además, 19 municipios. 

Las inundaciones son un componente natural del ciclo climatológico de gran parte 
de la región beniana. Se producen principalmente en la cuenca del Mamoré desde la 
confluencia del río Grande, en la zona sur del departamento, en su tramo medio y en las 
cuencas del margen izquierdo. 

El Beni concentra una superficie aprovechable de 11,1 millones de ha, de las que el 
65,1% son pastos naturales, 32% montes y/o bosques, es decir, tierras de aptitud forestal 
(Plan de acción forestal, 1995). 

La ganadería, la explotación de recursos forestales y piscicolas constituyen las acti- 
vidades económicas más importantes, las mismas que se reflejan en la forma de uso de 
estas tierras. Las sabanas o tierras con pastos naturales están casi en su totalidad en poder 
de propietarios individuales, ubicados en estancias ganaderas, cuyas superficies varian 
entre 5.000 y 20.000 ha y en algunos casos la extensión alcanza las 500.000 hectáreas. 
Según la Federación de Ganaderos del Beni, esta actividad contribuye a la generación 
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del 40% anual del Producto Interno Bruto del departamento; y de los sectores produc- 
tivos a nivel nacional la contribución de la ganadería significó el 8,4% del PIB 
agropecuario. 

De las ocho provincias del Beni, siete son eminentemente ganaderas. Existen aproxi- 
madamente cuatro mil ganaderos entre pequeños, que tienen menos de 500 cabezas, 
medianos, de 500 a dos mil cabezas, y grandes, de dos mil cabezas para arriba. 

La diversificación de la actividad económica regional es baja, de modo que la gana- 
dería y la explotación de recursos forestales se han convertido en los principales ejes 
económicos. El sector ganadero se caracteriza por practicar una ganadería extensiva, sin 
perspectivas de transformación a empresa ganadera; del mismo modo, el desarrollo agrí- 
cola no ha experimentado un auge agroindustrial como en el departamento de Santa 
Cruz; el estado de la industria es por demás incipiente. 

Las comunidades indígenas coexisten con las propiedades ganaderas e intercambian 
bienes y servicios como la navegación y recolección de productos de la biodiversidad 
—yuca y plátano, por ejemplo—; por su parte las estancias mantienen una fuerte presión 
política sobre las comunidades. CEDLA señala: 


...coexisten con esta forma dominante de la organización las propiedades ganaderas, las propiedades 
agrícolas, las propiedades mixtas (ganaderas y agrícolas) y las comunidades campesinas. Estas unida- 
des productivas se organizan fundamentalmente en base a la fuerza de trabajo familiar. 


1.1. Las tierras comunitarias de origen en el Beni 

La caótica distribución de la tierra determinó que los pueblos indígenas del Beni sean 
excluidos de las políticas agrarias y los derechos territoriales. A nivel social, los pueblos 
originarios en el Beni se mantuvieron hasta la década de los ochenta en la servidumbre 
económica y social, sin reconocimiento de sus espacios tradicionales, en beneficio de las 
prácticas latifundistas de los ganaderos. 

En la legislación nacional, los pueblos indígenas, denominados “tribus selvícolas”, 
estaban sujetos a la tutela del Estado y a reducciones. En lo concerniente al derecho a la 
tierra, no tenía un reconocimiento expreso, más allá que el acceso a sus recursos natura- 
les no podía ser reclamado en caso de presentarse conflictos con propietarios ganaderos. 
En el contexto de la Reforma Agraria, en los departamentos de Beni y Pando ha predomi- 
nado la propiedad pequeña y mediana, en el límite de la extensión máxima de la pequeña 
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propiedad, de acuerdo al artículo 15 de dicha ley, establecida simplemente sobre la me- 
diana propiedad de 500 ha y de la empresa agrícola en 2.000 hectáreas. La Ley 1715 
(INRA) ha mantenido la extensión de la propiedad agraria. 

En 1990, a medida que el movimiento indígena fue creciendo, se consolidó la tesis 
de la “reivindicación del territorio propio”, que dio lugar a la realización de la histórica 
marcha indígena denominada “Por el territorio y la dignidad”. En principio, el gobierno 
de entonces trató vanamente de impedirla utilizando la táctica de divisionismo y, por 
último, la amenaza de interrumpirla por la fuerza pública. Sin embargo, la tenacidad de 
los marchistas que protagonizaron aquella travesía se impuso a la resistencia del gobier- 
no, logrando el reconocimiento de sus tierras. Mediante los decretos supremos 22611, 
22609, 23500 y 22610 se reconocieron los territorios indígenas Chimán (TICH), Multiétnico 
No. 1 (TIM), Sirionó (TIS) y el territorio indígena Parque Isiboro Sécure (TIPNIS). 

En 19% se produjo la “Marcha indígena y campesina por el territorio, la tierra y los 
derechos políticos y desarrollo” que logró la aprobación de la Ley 1715, más conocida 
como ley INRA, y que tiene muchos aspectos positivos para indígenas y campesinos. 

Actualmente se han dictado nuevos reglamentos agrarios que norman el cumpli- 
miento de la función económica de la propiedad ganadera, en función a la inversión, 
producción y proyección de crecimiento. Recién a mediados de 1999 ha comenzado la 
aplicación del reglamento general en materia de saneamiento de la propiedad agraria en 
el departamento del Beni, en los territorios indígenas del Parque Isiboro Sécure y en el 
territorio Itonama en la provincia del Iténez. 


1.1.1. Territorios indígenas titulados 
El 15 de mayo de 1997 se dio cumplimiento a la segunda disposición transitoria de la Ley 
INRA que establece la titulación de los territorios que habían sido reconocidos mediante los 
decretos supremos de 1990. La medida ha tenido indudablemente una trascendencia signi- 
ficativa a nivel de la región, no sólo por el reconocimiento de su derecho histórico al territo- 
rio en el proceso de consolidación de los espacios propios, sino porque se ha logrado 
incorporar en la práctica la titulación de una forma de propiedad colectiva exclusiva para 
pueblos indígenas, que se extiende a los recursos naturales no renovables. 

En el Cuadro 4 observamos que hasta la fecha se titularon cinco territorios 
indígenas en la zona sur del Beni y uno en la zona norte, con una superficie total de 
2'531.549,4577 hectáreas. 
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División Política Administrativa 
Tierras Comunitarias de Origen 


a 1] De Poca de DA, pa 10 DO OO 
AA reo ios y Macia de PAD de VOLTA 
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Cuadro 4 
Territorios titulados en el Beni (1999) 


Amazonia | Territorio indigena Beni, Prov. Moxos, Yacuma, Ballivián 343 262 4479 
Já Multiétnico (TIM) 


Sirionó (TIS) Beni, Prov. Cercado 62.403,4365 


Parque Nacional Beni, Prov. Moxos, Ballivián y Marbán 
Isiboro Sécure Cochabamba, Prov. Ayopaya y Chapare 1'236.296,3317 
(TIPNIS) 


Chimán (TICH) Beni, Prov. Ballivián y Yacuma 401 322 2054 


Pilón Lajas Beni, Prov Ballivián; La Paz, Prov F Tamayo 396 264,4362 
y Sur Yungas 
La Paz, Prov Iturralde 92 000,0000 
norte 


Fuente: Elaboración propia en hase a títulos de TCOs. 





















Cabe resaltar que la superficie consignada en dichos títulos es todavía provisional y 
podría sufrir modificaciones en virtud del proceso técnico jurídico denominado sanea- 
miento y que necesariamente consolidará derechos legalmente adquiridos por tercero 
en esas áreas. 


1.1.2. Territorios indígenas demandados 

Una de las conquistas logradas en la marcha de 1996, protagonizada por indígenas, cam:- 
pesinos y colonizadores, fue la admisión de seis nuevas demandas interpuestas por los 
pueblos indígenas de la amazonia sur, afiliados a la CPIB, por una superficie aproximada 
de 3'404.030,2227 ha. En la amazonia norte cuatro pueblos indígenas demandaron los 
territorios Cavineño, Chacobo, Pacahuara y Multiétnico No. 2, con una superficie aproxi- 
mada de 1'552.829 ha. 

A fines de 1998 se interpuso ante el Servicio Nacional de Reforma Agraria la deman- 
da de la TCO Canichana, que fue admitida el 25 de febrero de 1999. En agosto de ese año 
se presentó la demanda del pueblo indígena Ignaciano Mojeño. Fue admitida el 10 de 
septiembre y contemplaba una superficie aproximada de 98.388,9039 hectáreas. 
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1.1.3. Proceso de saneamiento de TCOs 
Según los plazos establecidos por la ley, a la fecha las TCOs ya deberían estar saneadas y 
tituladas con superficies definitivas: 


De acuerdo a este compromiso estatal, inequívocamente expresado, al presente ya tendrían que 
haberse titulado con carácter definitivo varias decenas de tierras comunitarias de origen, en el marco 
de la ejecución nacional del proceso de saneamiento de la propiedad agraria (Artículo primero, edi- 
torial, 1999). 


Este estado de inseguridad jurídica de la propiedad de la tierra ha generado una 
serie de conflictos al interior de las TCOs, puesto que ha facilitado la incursión de 
madereras y petroleras, avasallamiento de terceros y asentamientos ilegales, con fuer- 
te perjuicio a los recursos naturales de los territorios. En el polígono 1 del territorio 
Itonama se ha concluido la ejecución de pericias en una superficie de 305.000 ha. Si 
bien se ha concluido el trabajo de campo, existe demasiada demora en relación a la 
entrega de los informes técnicos y jurídicos. En gabinete se identificaron 22 terceros 
con una superficie de 152.255,5253 ha; de éstos 11 se presentaron en las pericias de 
campo acreditando una superficie de 93.870,000 ha, de las cuales el INRA ha definido 
una superficie expectaticia de 28.823,000 hectáreas. Vale decir que en las pericias de 
campo el INRA ha identificado una superficie aproximada de 65.047 ha que no cumple 
con la FES dentro de las propiedades de los terceros, catalogándolos en situación de 
abandono, por lo que sus títulos y posesiones deben ser anulados con el consiguiente 
archivo de obrados. 

Existe una discriminación superficial de las propiedades de los terceros como 
consecuencia del proceso de saneamiento de las tierras comunitarias de origen: en las 
distintas etapas de ejecución se ha reducido el número de terceros y la superficie que 
éstos ocupan. 

En el caso de TIPNIS se ha cumplido la ejecución de pericias de campo en el polí- 
gono 5, con una superficie de 34.000 ha que apenas representa el 5 % del total de la 
superficie a sanear. La extensión consignada en los expedientes con título ejecutorial alcan- 
za a 5.038,1500 ha y la de los procesos agrarios en trámite alcanza a 26.299,7948 ha. Además, 
se señala la existencia de siete procesos en trámite de comunidades con una superficie total 
de 1.101,5267 ha. Si bien estas comunidades son beneficiarias del título ejecutorial del TIPNIS, 
el dato nos permite ver su posible ocupación, a la que se añaden seis comunidades que sólo 
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tienen posesión. El INRA ha establecido una superficie de 6.574,250 ha a favor de terceros 
disminuyendo significativamente la superficie en las pericias de campo. 

No se disponen de suficientes elementos para evaluar objetivamente el proceso 
porque no se han entregado aún los informes finales de pericias de campo. Empero, los 
informes preliminares denotan incumplimiento de las disposiciones legales y no existe 
correspondencia con las fichas catastrales. En los demás casos, los avances no han tras- 
cendido de los niveles meramente burocráticos existiendo el compromiso de la Coordi- 
nadora Interinstitucional de Tierras Comunitarias de Origen (CITCO)' de sanear en la 
gestión 2000 la totalidad de los territorios Moré, Movima y Joaquiniano con el 
financiamiento de Danida y ejecutar el mismo proceso en áreas priorizadas de los territo- 
rios Cayubaba y Baures; además de realizar el saneamiento en los restantes polígonos de 
los territorios TIPNIS e Itonama. El presupuesto de Prodesib contempla el saneamiento 
del TIPNIS y TICH en toda su extensión. 

Pese a ser uno de los primeros territorios declarados, la situación del TIM con 
respecto al saneamiento es totalmente incierta, puesto que no hay nada definido por 
parte del INRA. Los trabajos de pericias de campo para el saneamiento del territorio 
Sirionó afronta serios problemas: 


En el caso del territorio Sirionó, durante la intervención de Reforma Agraria (94-95) se practicó un 
saneamiento piloto en el área del Ibiato con fondos de la cooperación internacional. De acuerdo a 
resultados de ese trabajo se logró la transferencia de tres propiedades a favor de la TCO. Tres años 
después de realizado el SAN-TCO se logró en 1998 ante la CITCO un compromiso de homologación 
del saneamiento practicado; para tal efecto se solicitó un informe técnico acerca de las pericias técni- 
cas practicadas en esa oportunidad. El INRA señala que: “...la precisión en el cálculo de coordenadas 
no cumple con ninguna norma técnica y se sugiere... que en los vértices amojonados se proceda a 
mensurar con equipo GPS topográfico o geodésico...” si esto fuera así se habrían gastado ingentes 
recursos y tiempo en el saneamiento piloto (Romero, 1999). 


Actualmente el Consejo Sirionó a través de CIDDBENI ha formulado un nuevo 
proyecto para sanear el territorio por segunda vez. 


Es la instancia de concertación entre el INRA, VAIPO y organizaciones indígenas en relación al sanea- 
miento y titulación de las TCOs. 
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1.1.4. La participación de las organizaciones indígenas y algunas dificultades 

Es importante destacar, en el caso del TIPNIS, la participación de la subcentral como 
organización representativa del territorio, en coordinación con los técnicos jurídicos y 
topográficos indígenas, los mismos que desempeñaron un importante rol, demostrando 
eficiencia en el acompañamiento del proceso. Del mismo modo, en el pueblo Iltonama se 
contó con la participación activa de la subcentral y los técnicos indígenas capacitados que 
acompañan el proceso de saneamiento para verificar el cumplimiento de los procedi- 
mientos técnicos en este trabajo. 

La falta de voluntad política del Estado para la titulación de las tierras comunitarias 
de origen en el departamento del Beni es por demás evidente y a esto se suma la imposi- 
bilidad de las organizaciones indígenas de impulsar este proceso con presión social. 

En Itonama se ha iniciado el trabajo de campo del área priorizada, pero se han 
confrontado problemas relativos al incumplimiento del cronograma establecido por el 
INRA y la resistencia a la ejecución del proceso por parte de algunas personas que desa- 
rrollaron una agresiva campaña de desinformación en el pueblo de Bella Vista, generan- 
do un clima de adversidad hacia el pueblo Itonama. A la fecha, no se tienen aún los 
resultados sistematizados y procesados de las pericias de campo de este territorio; ade- 
más se tropieza con dificultades relativas a la aplicación del procedimiento del actual 
reglamento de la Ley INRA y la insuficiencia y defectuosidad de la normatividad técnica 
relativa a la mensura de predios en campo, apreciación y verificación del cumplimiento 
de la función económica y social de la propiedad agraria. El Estudio de Necesidades Espa- 
ciales, en los hechos tiende a disminuir la extensión superficial de las TCOs. Un claro 
ejemplo es Itonama, pues de la superficie total demandada de 1'207.210,0000 ha, VAIPO 
recomienda 600.000 ha, disminuyendo la superficie significativamente. 


1.2. Explotación de recursos forestales en el Beni 
En cuanto al aprovechamiento forestal se considera que: 


..el sector forestal es el segundo de importancia después de la ganaderia; según el Centro de Desa- 
rrollo Forestal Norte, al presente existen 23 empresas madereras registradas que tienen áreas de 
aprovechamiento en el Beni, el área total de aprovechamiento maderero es de 2,349,267 hectáreas, 
que representan alrededor del 22,4% de superficie boscosa y el 11% del territorio departamental. La 
mayoría de las áreas de aprovechamiento maderero se encuentran en la provincia Moxos, Ballivián e 
Iténez (Plan de acción forestal, op.cit.: 5). 
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El Plan de Acción Forestal del Departamento del Beni de 1995 identificaba como 
principales conflictos forestales: la destrucción paulatina de recursos; la alteración de los 
ecosistemas; y la pérdida de masas boscosas con la consiguiente depredación de otros 
recursos. Entre las causas de estos daños están los chaqueos, los cortes de árboles sin 
autorización; el avance de la frontera para ganadería y agricultura; el incumplimiento de 
los planes de manejo por parte de las empresas; y la presencia de colonos y agricultores. 

En el anterior régimen forestal, la oficina encargada de la administración de los 
recursos forestales percibía el cobro por derechos de monte en función al volumen de 
producción; en el actual régimen se ha establecido el cobro de la patente anual forestal 
equivalente a un dólar por hectárea que es la que pagan las empresas forestales, cuyo 
destino es la Prefectura, la Superintendencia Forestal y los municipios. 

Según los datos de 1998 de la Superintendencia Forestal, la prefectura percibió un 
total de Bs. 2.593.681.- y los municipios recibieron Bs. 1.891.490.-, lo que equivale para el 
Beni un total de Bs. 4.485.171.- por concepto de distribución de patentes forestales. 

La Superintendencia Forestal, en su “Propuesta estratégica para los próximos cinco 
años” pretende, por una parte, consolidar las seis millones de hectáreas concedidas y 
entregadas en concesión y por otra, otorgar, vía licitación pública, tres millones quinien- 
tos mil hectáreas en calidad de nuevas concesiones forestales a empresas nacionales y 
extranjeras. También planea otorgar concesiones de al menos un millón quinientas mil 
hectáreas a las agrupaciones sociales del lugar. 

Asimismo, busca incorporar en los territorios indígenas la aplicación de planes de 
manejo sostenible de los bosques de al menos cinco millones de hectáreas e incorporar 
al menos quinientas mil hectáreas de tierras privadas al manejo forestal sostenible. Todo 
esto para incentivar el desarrollo de un mercado de derechos forestales que genere 
competitividad y manejo sostenible de los recursos forestales. 

Con relación a estas proyecciones, la Central de Pueblos Indígenas del Beni 
(CPIB), como máxima instancia de organización a nivel departamental, en marzo de 
1999 presentó un documento denominado “Posición de la Central de Pueblos Indíge- 
nas del Beni en el tema forestal”, donde establece su rechazo al modelo externo que 
quiere implementar la Superintendencia Forestal e indica que la actividad forestal en 
los territorios debería ser accesoria y no principal, rechazando la superposición de 
derechos forestales de terceros dentro de sus espacios consignados por el Instituto 
Nacional de Reforma Agraria. 
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Un análisis del matutino La Estrella del Oriente (1997: B4) de Santa Cruz indica que: 


La explotación así como la compra y venta de recursos forestales en el marco de la informalidad se ha 
constituido en un grave peligro capaz de hacer desaparecer las actividades de la industria maderera 
legalmente establecida. La informalidad ha dejado de ser una estrategia de sobrevivencia de personas 
pobres para convertirse en una importante actividad económica en la cual participan también el po- 
der político nacional. 


La explotación de los recursos forestales en el departamento del Beni se ha carac- 
terizado por ser altamente selectiva. Las especies más aprovechadas son la mara (Swietenia 
Macropbhylla), el tumi (Ambura Ceasarensis) y el cedro (Cedrella Adorata). Un 90% de 
la mara de primera calidad es exportada hacia el hemisferio norte, a través de dos o tres 
empresarios intermediarios nacionales. 

La actividad forestal se desarrolla en los ámbitos de las TCOs, en concesiones 
madereras, en parques y reservas forestales y, en menor medida, en propiedades ganade- 
ras. La modalidad de las concesiones Otorgadas en el departamento del Beni, están sus- 
tentadas en las denominadas conversiones forestales, originadas en los antiguos contratos 
de aprovechamiento forestal a largo plazo suscritos por la empresas madereras con el 
Centro de Desarrollo Forestal en 1991, donde la base de explotación estaba fijada sobre 
el volumen extraído. 

De acuerdo a datos de la Superintendencia Forestal, hasta 1998 en el Beni existían 
14 áreas de 707.660,39 ha bajo concesión, y un área de 189.000,00 ha bajo contrato a 
plazo fijo, sumando un total de 892.660 hectáreas. 

La Ley Forestal de 1996 estipuló en la primera disposición transitoria, concordante 
con el artículo 98 del reglamento, que las empresas forestales que se hallaban operando 
en el anterior régimen forestal podían tramitar su conversión al nuevo régimen. En este 
orden son catorce las empresas madereras legalmente constituidas en el departamento, 
mediante resoluciones administrativas de agosto de 1997, en una extensión superficial 
de 706,065,00 hectáreas. Las concesiones forestales otorgadas a estas empresas 
condicionaron el plazo y el carácter provisional de la conversión, solamente hasta la cul- 
minación de sus contratos de aprovechamiento a largo plazo, es decir, hasta el año 2011 
improrrogablemente. 

Las conversiones forestales que recaían sobre el bosque de chimanes resultaron 
sobrepuestas parcialmente a los territorios indígenas Multiétnico, Parque Nacional Isiboro 
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Sécure y Chimán, provocando el reclamo de las organizaciones indígenas ante la 
Superintedencia Forestal por la ilegalidad de sus resoluciones que vulneraban principal- 
mente los límites establecidos para cada uno de estos territorios en los decretos supre- 
mos. Gran parte de las concesiones están ubicadas sobre tierras comunitarias que ya 
tienen sus extensiones determinadas y su status jurídico reconocidos. Sin embargo, la 
Superintendencia Forestal otorgó derechos forestales a terceros sobre esas áreas 
inmovilizadas. Ante estos hechos, las organizaciones indígenas interpusieron los recur- 
sos de revocatoria y jerárquico establecidos en la Ley Forestal. 

La extracción de productos forestales no maderables como el palmito, la goma y la 
castaña, estaban al margen de la aplicación de la reglamentación forestal, porque no se 
había llegado a precisar la situación jurídica de los establecimientos o “barracas”. Se 
trató de subsanar esta situación mediante la promulgación del Decreto Supremo 
25532,de 6 de octubre de 1999, que las convertía al régimen de concesiones incluyen- 
do la recolección, pero sin precisar apropiadamente los límites. Esta figura arrastró un 
conflicto con las comunidades indígenas y campesinas que automáticamente queda- 
ban incluidas en las áreas de recolección y cuyo acceso a la propiedad agraria se subor- 
dinaba a las concesiones. 

El aprovechamiento ilegal de madera es atribuida al sector denominado “los 
motosierristas”, que se caracterizan por ser intermediarios entre las empresas madereras 
y los territorios indígenas. Aunque técnicamente su actividad, el cuartoneado de madera 
con motosierra, está prohibida por la Ley Forestal, muchos motosierristas se están orga- 
nizando en sindicatos o asociaciones. En Rurrenabaque existe una asociación que cuenta 
con alrededor de 300 afiliados; y en San Borja existe un sindicato con 150 afiliados 
(CIDDEBENI, 1993). 

El pueblo Sirionó tiene actualmente aprobado su “Plan general de manejo forestal” 
y su área de aprovechamiento anual. Para darle viabilidad a estos instrumentos se han 
adecuado sus estatutos orgánicos en función a la extracción de los recursos naturales 
en general y en particular a los recursos forestales. Luego se ha implementado un 
Reglamento forestal interno que contempla la conformación del denominado “grupo de 
usuarios firecto”, una asociación de productores forestales que pueden ejecutar el plan 
de manejo. Además se establece la creación del Fondo Forestal Interno para el beneficio 
social que se alimenta de las ventas realizadas. 
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1.3. Marco legal aplicable a pueblos indígenas en materia forestal 


1.3.1. Sobre derechos indígenas 

La Constitución Política del Estado en el artículo 1 reconoce la “multietnicidad y 
pluriculturalidad” de los pueblos en respeto a su diversidad étnica y cultural, y más 
adelante reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la propiedad de sus tierras 
comunitarias de origen y al uso y aprovechamiento sostenible de los recursos natu- 
rales, con lo que, en un compromiso de incontrovertible legitimidad histórica, el 
Estado ampara y protege, en la mayor jerarquía de su legalidad, la resolución de las 
más importantes e impostergables demandas de los pueblos indígenas. El artículo 
171 prescribe: 


Se reconocen, respetan y protegen en el marco de la ley, los derechos sociales, económicos y cultura- 
les de los pueblos indígenas que habitan en el territorio nacional, y especialmente los relativos a sus 
tierras comunitarias de origen, garantizando el uso y aprovechamiento sostenible de sus recursos 
naturales, su identidad, valores, lenguas, costumbres e instituciones. 

El Estado reconoce la personalidad de las comunidades, indígenas, campesinas y de las asociaciones 
y sindicatos campesinos. 

Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas podrán ejercer funciones de 
administración y aplicación de normas propias como solución alternativa de conflictos, en conformi- 
dad a sus costumbres y procedimientos, siempre que no sean contrarias a esta Constitución y las 
leyes. La ley compatibilizará estas funciones con las atribuciones de los Poderes del Estado. 


Este precepto constitucional, introducido en las reformas de 1994, representa un 
avance hacia la vigencia y ejercicio de los derechos constitucionales en favor de los pue- 
blos indígenas y en relación a los diferentes ámbitos del desarrollo integral. Esta declara- 
ción cumple una función fundamental en el ordenamiento constitucional porque establece 
el carácter y las bases sobre las que deberá desarrollarse la legislación nacional y los actos 
y resoluciones de los poderes y autoridades públicas. 

El reconocimiento de las comunidades originarias como entidades colectivas con 
capacidad jurídica engloba el derecho a solicitar el reconocimiento de su territorio y, a su 
vez, los aspectos del acceso, uso y aprovechamiento de los recursos naturales yacentes 
en sus tierras comunitarias con arreglo a las leyes de la materia. 

El Convenio 169 sobre Pueblos indígenas y tribales en países independientes, apro- 
bado por la 76 Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) realizada 
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el 27 de junio de 1989, fue promulgada como ley de la República el 11 de julio de 1991 
como Ley 1257. Esta norma legal internacional constituye un trascendental compromiso 
del Estado boliviano con la comunidad internacional, la sociedad boliviana y los pueblos 
indígenas de Bolivia y el mundo, de dedicar su esfuerzo y atención a la vigencia de los 
derechos de los pueblos indígenas de Bolivia. 

El artículo 13, numeral 1) del Convenio prescribe: 


Al aplicar las disposiciones de esta parte del convenio, los gobiernos deberán respetar la importancia 
especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con 
las tierras o territorio o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera y en 
particular los aspectos colectivos de esa relación. 


Mayor argumento legal aún constituye el artículo 14, numeral 1) que dispone: 


Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tie- 
rras que tradicionalmente ocupan, además en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para 
salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras, que no están exclusivamente 
ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicio- 
nales y de subsistencia. A este respecto debe prestarse particular atención a la situación de los pueblos 
nómadas y de los agricultores itinerantes. 


En relación con el manejo de los recursos naturales el Convenio estipula en el 
artículo 15 numeral 10): “Los derechos de los pueblos interesados en los recursos natura- 
les existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente”. Comprende el derecho 
de los pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de los recur- 
sos existentes en sus territorios. El principio de conceptualización de este derecho que- 
da establecido en el mismo Convenio que en el numeral 2) del artículo 13: 


La utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de TERRITORIOS, 
lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones, que los pueblos interesados ocupan o utilizan de 
alguna u otra manera. 


Cuando la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo pertenezcan 
al Estado o éste tenga derechos sobre otros recursos existentes en sus tierras, los gobier- 
nos deberán establecer o mantener procedimientos de consulta a los pueblos interesa- 
dos, para determinar si se les está perjudicando y en qué medida, antes de autorizar 
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cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus terri- 
torios. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los bene- 
ficios que reporten tales actividades y percibir una indemnización equitativa por cualquier 
daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. Reza el artículo 18: 


La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los 
pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos y los gobier- 
nos deberán tomar medidas para impedir infracciones. 


Recursos impugnatorios en el Derecho internacional sobre normas de derechos 
indigenas 

Los mecanismos procedimentales de interpretación y denuncia relativos a la aplica- 
ción de las normas internacionales sobre derechos indígenas varían de acuerdo al or- 
ganismo generador de la norma. Así por ejemplo, el Convenio 169 de la OIT indica que 
es la propia Organización quien determinará las sanciones al Estado infractor de acuer- 
do a la gravedad de la infracción. 

En este orden, las organizaciones indígenas han planteado ante la OIT una de- 
nuncia contra la Superintendencia Forestal que no está aplicando el Convenio en rela- 
ción a la sobreposición de derechos forestales que están sufriendo los territorios 
indígenas. Ante el rechazo del recurso de revocatoria interpuesto ante la 
Superintendencia del sector, y el posterior rechazo del recurso jerárquico ante el Siste- 
ma de Regulación Sectorial, SIRESE, las organizaciones indígenas recurrieron en vía de 
queja ante el organismo internacional para denunciar las infracciones y avasallamiento 
de sus derechos territoriales. Esta instancia derivó a sus organismos internos el estu- 
dio y valoración de las pruebas aportadas y del informe final que resalta las infraccio- 
nes del Estado boliviano, a través de la Superintendencia Forestal, de incumplimiento 
en la aplicación de los derechos y mecanismos de consulta, en perjuicio directo de la 
territorialidad indígena. 


1.3.2. Derechos territoriales y agrarios 
La Ley 1715 del Servicio de Reforma Agraria (INRA) fue promulgada después de un 
proceso de concertación entre el Estado y los sectores agrarios, indígenas, campesinos, 
colonizadores y empresarios agropecuarios. 
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Al definir a las tierras comunitarias de origen, comentamos la garantía constitucio- 
nal que está contenida en la Ley INRA, que establece los derechos de los pueblos indíge- 
nas originarios sobre sus tierras comunitarias de origen (Artículo 3, inc ID). Los títulos 
otorgan a los pueblos y comunidades indígenas y originarias la propiedad colectiva sobre 
sus tierras, reconociéndoles el derecho a participar del uso y aprovechamiento sosteni- 
ble de los recursos naturales renovables existentes en ellas. 

Por esta Ley se establece que el uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
no renovables en las tierras comunitarias de origen se rige por lo dispuesto en la Consti- 
tución Política del Estado y en las normas especiales que los regulan. Las tierras comuni- 
tarias de origen y las tierras comunales tituladas colectivamente no serán revertidas, 
enajenadas, gravadas, embargadas ni adquiridas por prescripción. La distribución y 
redistribución para el uso y aprovechamiento individual y familiar al interior de las tierras 
comunitarias de origen y comunales tituladas colectivamente se regirá por las reglas de la 
comunidad, de acuerdo a sus normas y costumbres. 

Una figura jurídico administrativa, denominada “medida de inmovilización” fue 
introducida en la Ley INRA como medida cautelar de la integridad territorial tanto para 
los territorios titulados como para aquellas nuevas demandas territoriales indígenas, 
con el propósito de impedir nuevas dotaciones, asentamientos o concesiones foresta- 
les en las áreas demandadas. Esta medida de carácter preventivo, en la práctica no ha 
sido acatada por el Instituto de Reforma Agraria ni las Superintendencias, y más bien, 
por encima de esta figura se han realizado concesiones petroleras, mineras y de turis- 
mo, aunque ha sido admitida por la Superintendencia Forestal para la fundamentación 
del régimen de conversión. 

La Dirección Nacional del INRA, mediante la Resolución Administrativa 184/99 ha 
emitido la “Guía para la verificación de la función social y económica de la tierra”. 
Mediante esta disposición se valorarán los criterios sobre la medición de las propiedades 
agrarias en general y en particular las propiedades en la modalidad de saneamiento (SAN- 
TCO), para comprobar la función económica, incluyendo criterios de aprovechamiento 
forestal tanto de productos maderables como no maderables. 


1.3.3. Legislación en materia ambiental y forestal 
La Ley 1333 del Medio Ambiente ha reconocido la complementariedad de la conserva- 
ción biológica con la existencia de comunidades indígenas y originarias, como parte de la 
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gestión ambiental dentro de un proceso de participación social. El artículo 5, parágrafo 2 
indica: “La sostenibilidad de los recursos se harán tomando en cuenta la diversidad cultu- 
ral del país”. La declaratoria de áreas protegidas es compatible con la existencia de comu- 
nidades tradicionales y pueblos indígenas considerando los objetivos de la conservación. 

Aun cuando los recursos naturales sean de propiedad particular, su manejo requie- 
re del visto bueno de la autoridad competente. En el caso de los territorios indígenas, el 
manejo ambiental está ligado al reconocimiento de usos tradicionales, pero el uso co- 
mercial debe ser previamente establecido en un plan ambiental de acuerdo con los requi- 
sitos legales. Pero estos territorios poseen una función social que los hace inmunes a la 
expropiación, embargabilidad y fraccionamiento. La conservación dentro de los territo- 
rios se realiza a solicitud de los propios interesados que pueden delimitar áreas destina- 
das al aprovechamiento comercial. Sin embargo, el establecimiento de nuevas áreas 
protegidas que coincidan con territorios reconocidos debe pasar por un proceso de con- 
sulta previa para definir una categorización que sea admisible y compatible. 

En ausencia de una ley sobre biodiversidad rige el Reglamento General de Áreas 
Protegidas, que regula la gestión, la categorización y las funciones institucionales de las 
áreas protegidas. El artículo 49 de este reglamento indica: 


Para la conformación del Comité de Gestión, la comunidad local, de acuerdo a las características del área 
en su organización, podrá incorporar a los pueblos indígenas, comunidades tradicionales, municipios, 
prefecturas u otros grupos humanos residentes en el territorio de pertenencia, reconocidos como 
tales por la Ley de Participación Popular. 


En el artículo 72 se hace referencia a la forma de administración compartida, 
definiéndola como la facultad que otorga la autoridad nacional de áreas protegidas a las 
comunidades originarias, poblaciones locales organizadas, organizaciones no guberna- 
mentales, instituciones públicas, privadas, académicas o consorcios sin fines de lucro, 
para administrar en forma conjunta un área protegida. 

La Ley 1700 o Ley Forestal fue promulgada el 12 de julio de 1996 luego de un largo 
proceso de debate entre las comunidades rurales y los empresarios en relación con sus 
derechos, la conservación y el crecimiento económico de los territorios y los derechos 
agrarios y forestales. La Ley Forestal establece: 
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Artículo 32, inciso 11: Se garantiza a los pueblos indígenas la exclusividad en el aprovechamiento 
forestal en las tierras comunitarias de origen debidamente reconocidas, de acuerdo al artículo 171 de 
la Constitución Política del Estado y la Ley 1257 que ratifica el Convenio 169 de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo. 


Las poblaciones rurales en las áreas que ocupan, así como los pueblos indígenas 
dentro de sus TCOSs, no requieren autorización previa para ejercitar el derecho de uso 
tradicional de los recursos forestales, con fines de subsistencia. Pero cuando requieren 
realizar aprovechamiento forestal con fines comerciales, deben solicitar una conce- 
sión bajo las mismas condiciones que las empresas madereras, pagando una patente 
anual mínima sobre el área intervenida —$us 1.- por hectárea aprovechada—. Cuando 
no estén en condiciones de realizar por sí mismos la actividad comercial, pueden fir- 
mar un contrato subsidiario con una empresa forestal cumpliendo ciertos requisitos, 
como que las ganancias deben ser distribuidas en partes iguales (art. 32, parágrafos Il 
y II de la Ley Forestal). 

Consideramos, sin embargo, que la nueva legislación forestal no debería enmarcarse 
solamente en los lineamientos del actual modelo económico, caracterizado por el fo- 
mento a la libre iniciativa privada y por la atracción de la inversión externa, sino que 
debería traducir también en sus contenidos los requerimientos emergentes de la concep- 
ción del desarrollo sostenible, que forma parte de los compromisos asumidos por el 
Estado ante la comunidad internacional. Además, la nueva legislación forestal debería 
contemplar adecuadamente la primacía de los derechos agrarios sobre los forestales y el 
reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos indígenas a sus tierras 
comunitarias de origen, lo que supone no solamente el acceso a la tierra sino también a 
los recursos naturales que en ésta existan. 

El Reglamento General Forestal es un instrumento que define las competencias de 
la autoridad forestal, el otorgamiento de los derechos forestales en tierras fiscales y en 
propiedad privada, los requisitos de las autorizaciones y los derechos de las comunida- 
des y tierras comunitarias en cuanto al uso tradicional. 

Los territorios indígenas han tenido que adecuar la conversion de los contratos de 
aprovechamiento forestal de las empresas al nuevo sistema de concesiones, desvirtuado 
en esencia el contenido de los decretos de creación de los territorios, que disponían la 
reubicación de los aserraderos dentro de los territorios. Las conversiones tienen la facul- 
tad de continuar hasta el cumplimiento de sus contratos de largo plazo; después esas 
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áreas deberían ser reintegradas a los territorios. Las nuevas concesiones deben ser nece- 
sariamente otorgadas en tierras fiscales disponibles y certificadas, de acuerdo a lo estipu- 
lado en el articulo 64 del Reglamento general: “la Superintendencia Forestal pedirá 
informes técnicos antes de otorgar derechos forestales para evitar superposiciones con 
propiedades privadas o tierras comunitarias”. 

Decreto Supremo de Conversión No. 25532. Los productos forestales no maderables 
como los de extracción y recolección no tienen un régimen preciso dentro de la Ley 
forestal, por lo que se ha dictado este decreto que determina que estos productos pasen 
al régimen de concesiones —a los establecimientos barraqueros en el norte amazónico 
que comprende los departamentos de Beni y Pando—, reconociendo los establecimien- 
tos gomeros y castañeros, denominados barracas, como concesiones forestales sin nin- 
gún proceso de licitación. 

En las denominadas “barracas” o establecimientos extractivistas habitan familias indíge- 
nas y campesinas sin tierra, sometidas a servidumbre personal para el trabajo de recolección 
de castaña y goma. Mediante el decreto las barracas podrán beneficiarse de la “conversión” al 
régimen de concesiones. Sin embargo, el problema radica en las extensiones a tomarse en 
cuenta para la concesión, pues se englobarían comunidades enteras a título de ser áreas de 
recolección. El saneamiento en el norte amazónico comenzó al norte del departamento del 
Beni, donde las comunidades resultaron poseyendo solamente la tierra. 

Por ello, el decreto en cuestión fue rechazado mediante marchas y denuncias ante 
el Defensor del Pueblo, quien estableció la posibilidad de interponer un recurso de 
inconstitucionalidad; sin embargo, con carácter previo se ha abierto en vía conciliatoria el 
intercambio de posiciones entre quienes resultaren beneficiados y perjudicados, con el 
fin de obtener bases de negociación. 

El Decreto Supremo No. 25561 se ha dictado con carácter de excepción y por él se 
dispone que en los territorios indígenas, incluidos aquellos que comparten con las áreas 
protegidas, se pueda inventariar la madera derribada en gestiones pasadas con el fin de 
rematarla en subasta pública. Con el producto de la subasta, la Superintedencia Forestal 
obtendría los recursos destinados a la implementación de planes de manejo forestal para 
los territorios. Inicialmente, en el departamento del Beni sólo se han incluido los territo- 
rios Multiétnico 1 y Chimán. 

El Reglamento administrativo sobre aprovechamiento forestal No. 136/97 esta- 
blece los requisitos que deben cumplir las organizaciones indígenas para solicitar 
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autorización forestal en sus territorios. Pero el excesivo costo de su aplicación ha 
inviabilizado el reglamento. Los contratos subsidiarios forestales —una especie de joint 
venture— pueden llegar a constituir una modalidad de aprovechamiento forestal en 
los territorios; sin embargo, la asociación con capitales de terceros no indígenas puede 
afectar la integridad territorial. 


1.3.4. Áreas protegidas en los territorios indígenas 

Mediante Decreto Supremo No. 21446 de 20 de noviembre de 1986 se estableció la Reser- 
va de inmovilización del Iténez con el fin de preservar el potencial maderero, Destaca 
que en lo sucesivo, dentro del área establecida, se prohiben nuevos asentamientos de 
trámites agrarios ante el anterior Consejo Nacional de Reforma Agraria o del Instituto 
Nacional de Colonización. El pueblo indígena Itonama, que ha demandado su tierra co- 
munitaria, ha asimilado en gran parte los límites de la reserva, con el fin de obtener una 
doble protección frente al avasallamiento de pirateros informales. 

Por las características, esta área de protección forestal podría asimilarse y lograr su 
conversión hacia una categoría establecida en el reglamento general de áreas protegidas 
(Decreto Supremo No. 24781). Mediante esta figura, la demanda territorial del pueblo 
indígena Itonama se complementaría con la compatibilidad y coexistencia de áreas desti- 
nadas a la protección, de acuerdo a lo que establece la Ley del Medio Ambiente. 

La reserva como tal ha caducado en su vigencia por la expiración del plazo estable- 
cido en el decreto de creación, aunque existe la predisposición de asegurar un nivel de 
conservación. Para ello, la Prefectura del Beni ha firmado un convenio de cooperación en 
1998 con la Comunidad Autónoma de Navarra, España, para desarrollar el proyecto “Con- 
servación de la biodiversidad y ecodesarrollo de la reserva del Iténez” que sería gestiona- 
do a través de una organización no gubernamental. El conflicto derivaría del hecho de 
que la demanda territorial del pueblo Itonama se halla dentro de los límites de esta reser- 
va; sin embargo, no es incompatible su coexistencia al tenor de la legislación ambiental. 
El estudio encomendado a la entidad gestora tendrá el objetivo de delinear su adecuada 
categorización en función a las características ambientales, los componentes sociales y 
los derechos territoriales de los pueblos y comunidades indígenas, así como las circuns- 
cripciones municipales. 

El proyecto de ley de conservación biológica o biodiversidad fue presentado en 
la Cámara de Diputados en febrero de 1998. Fue el resultado de consultas a nivel 
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departamental, pero los elementos recogidos en los paneles departamentales no satisfi- 
zo las expectativas de las organizaciones indígenas y campesinas. 

Paralelamente a las consultas oficiales, las organizaciones indígenas del norte 
amazónico (CIRABO), la Coordinadora de pueblos indígenas de Santa Cruz (CPES) y la 
Central de pueblos indígenas del Beni (CPIB) elaboraron una contrapropuesta que recoge 
principios de gestión y administración de recursos naturales en territorios indígenas que 
coincidan con áreas protegidas, en el marco de la conservación biológica. Se suprime la 
posibilidad de expropiación por utilidad pública en los territorios o por causa de la conser- 
vación biológica, consolidando la compatibilidad de pueblos indígenas con áreas protegi- 
das y estableciendo una categoría especializada de áreas protegidas y territorios indígenas. 


Artículo 8. De la conservación in situ. Inciso j) Con arreglo a la legislación nacional, respetará, preser- 
vará y mantendrá los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y 
locales que entrañen estilos tradicionales pertinentes para la conservación y la utilización sostenible 
de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación 
de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas y fomentará que los beneficios deri- 
vados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente. 


Los usos y costumbres de autoridad, normas y valores, propios de las comuni- 
dades indígenas, deben ser asociados a los derechos sociales y económicos de ma- 
nera que permitan realizar la gestión directa de las áreas de conservación cuando 
coincidan con territorios indígenas. Las alternativas y observaciones al proyecto ori- 
ginal fueron presentadas como pliego petitorio ante el Viceministerio de Recursos 
Naturales y ante la Cámara donde está radicado el proyecto. Bolivia no cuenta con 
un instrumento propio de conservación, lo que ocasiona distorsiones en la aplica- 
ción de políticas ambientales que afectan derechos territoriales y cuando la adminis- 
tración de las áreas protegidas son gestionadas por consorcios privados, sin 
fiscalización de la autoridad ambiental. 


1.3.5. Regulación sectorial 

El modelo de concesiones para el uso de los recursos naturales renovables y no 
renovables ha determinado una nueva estructura de otorgación de derechos, 
caducidades, reversiones, expropiaciones y recursos de revocatorias contra actos de 
autoridad administrativa que ocasionen perjuicios. Los pueblos indígenas, a través de 
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sus organizaciones matrices, cuentan con el reconocimiento de su personería juridica 
que les posibilita accionar en esta estructura administrativa, en resguardo de sus 
derechos agrarios y territoriales. 

El Sistema de Regulación de Recursos Naturales Renovables, SIRENARE, creado 
por la Ley 1700, regula los recursos naturales renovables del territorio nacional y está 
integrada por la Superintendencia Forestal y la Superintendencia Agraria. Sus objetivos 
principales son el velar por el adecuado cumplimiento de la normativa y por el uso soste- 
nible de los recursos. 

Vale como ejemplo los casos del territorio indígena Multiétnico y el territorio 
Itonama, que fueron afectados por concesiones de la Superintendencia Forestal, que 
emitió resoluciones administrativas de conversiones forestales en favor de empresas que 
actuaban bajo los antiguos contratos de aprovechamiento forestal. Como los territorios 
fueron sobrepuestos con algunos vértices de las concesiones, las organizaciones indíge- 
nas, mediante los procedimientos establecidos en la ley, interpusieron recursos 
revocatorios y jerárquicos ante la Superintendencia del sector, haciendo constar la vulne- 
ración de la inmovilización de sus territorios. La tramitación ha seguido el curso regular 
administrativo ante la Superintendencia General. La sustanciación de un proceso conten- 
cioso administrativo corresponde a la Corte Suprema de Justicia, para determinar si la 
Superintendencia del sector, en este caso la forestal, ha vulnerado o no las leyes de la 
materia O leyes conexas que favorecen a los indígenas. 


2. Aspectos socioeconómicos de nuestra área de estudio 

Los territorios indígenas Multiétnico e ltonama, ambos zonas de nuestra investigación, se 
caracterizan por tener población indígena, practican una economía de subsistencia basa- 
da en la agricultura —bajo el sistema de corte y quema—, la caza, la pesca y el aprovecha- 
miento de los recursos forestales —recolección y, algunas familias, extracción de madera 
y otros recursos forestales—. A nivel comunal están organizados en Cabildos indigenales 
y territorialmente en la Subcentral de Cabildos indigenales. 


2.1. El territorio indígena Multiétnico (TIM) 

El TIM se encuentra ubicado en la zona sudoeste de la provincia Mojos. Geográficamente 
está asentado en tres provincias: Yacuma, primera sección; Ballivian, segunda sección y 
Mojos, primera sección. Su creación tiene como referente jurídico el Decreto Supremo 


de 


No. 22611 de 1990, con personaría jurídica otorgada por Resolución Prefectural No. 96 y 
Resolución Municipal No. 149. Cuenta con una extensión de 443.262,4479 ha (Plano de 
tierras comunitarias de origen, INRA, 7 de marzo de 1997). 

La mayor parte del territorio está atravesado por el río Apere y parcialmente cruza- 
do por la carretera Trinidad-La Paz. Los centros poblados más próximos son San Ignacio 
de Mojos y San Borja; al sur está flanqueado por concesiones forestales que bordean el 
área de Eva Eva. 


Características físico-ecológicas 
El bosque de la zona del TIM se clasifica como húmedo subtropical y en su interior, consul- 
tando a Lehm y Kudrenecky (1995: 2, 6-8), se encuentran los siguientes tipos de bosque: 


e Alto denso, con vegetación contínua y una altura de hasta 30 metros, rico en especies 
maderables como mara y cedro. 

+ — Aluvial ribereño, bosques situados en riberas de ríos, orillas de cañadas y arroyos, suelos 
aluviales de llanura y barbechos. 

+ Bajo pantanoso, bosque ralo de entre 10 y 15 metros de altura, ubicado en zonas con escaso 
drenaje. 

e Sabanas húmedas de inundación estacional, caracterizada por su vegetación herbácea y 
graminoide, con existencia de arbustos y árboles dispersos. 

+ Sabanas mixtas permanentemente inundadas (pampa-yomomo), zonas de inundación y de 
bajíos, con vegetación compuesta por gramíneas como la cañuela blanca, cañuela morada, 
tacuarilla y graminoides acuáticas. 

+ — Áreas pantanosas, se trata de cuerpos de agua forrada con colchones de vegetación flotante 
y algunas plantas enraizadas cerca de la orilla y patujusales a los contornos. 


La provincia Mojos se encuentra a una altitud de 190 msnm, tiene una temperatura 
media anual de 24,4*C y una precipitación anual de 1800 mm (Roper, 1997: 83). 


Los recursos forestales 

Los montes del TIM son sitios naturales de desarrollo abundante de las especies foresta- 
les maderables más cotizadas en el mercado como la mara, el cedro y el roble. Aunque en 
la actualidad, debido a la explotación intensiva, se evidencia una drástica disminución de 
los volúmenes (Roper, op cit.: 92). Existen también otras especies de menor valor, pero 
de demanda creciente en el mercado, como el palo maría, almendrillo, ochoó, cuchi, la 
mayor parte de ellas destinadas a la construcción. 
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Pese a que la madera es el recurso forestal más explotado en la zona, existen 
otros que son objeto de explotación en menor escala o potencialmente explotables 
con fines comerciales. Podemos citar la jatata, perea, jipijapa y manchas considera- 
bles de asaí. 


Bl asentamiento de la población 

Mojos es una zona extensa en la que habitaron una serie de parcialidades asentadas de 
manera dispersa en las áreas boscosas, en las riberas de ríos y en las sabanas abiertas 
constituidas en pequeñas aldeas (Lehm, 1999: 22). 

Con la llegada de los jesuitas, después de varios intentos fallidos, el patrón de ocupa- 
ción espacial del territorio se modificó radicalmente. Las reducciones concentraron a la 
población indígena en centros de aglomeración poblacional construidos para este fin, 
motivando cambios drásticos en la forma de vida de la población (Ibid.: 25). Muchos de 
estos centros poblados continúan existiendo en la actualidad. 

A fines del siglo XIX se desencadenó un movimiento milenarista conocido como la 
“búsqueda de la Loma Santa”, producto de la frustración de la población indígena por los 
maltratos de la población blanca, especialmente en los enganches forzados para la explo- 
tación de goma. Los grupos de indígenas iniciaron un proceso paulatino de retorno a sus 
antiguos espacios de ocupación. La mayor parte de las 17 comunidades que conforman 
el territorio indígena Multiétnico (TIM) se conformaron a raíz de este proceso y ocupa- 
ron el ámbito territorial de las provincias Mojos, Yacuma y Ballivián?. (Ibid.: 44). 

En el TIM es casi una regla que las comunidades tengan como referente para su 
asentamiento la proximidad de un río. Las únicas comunidades que escapan a este crite- 
rio son Pueblo Nuevo y Natividad el Retiro, el resto de las comunidades están asentadas a 
orillas de los siguientes rios: 


1. Río Apere: Mercedes del Apere, Puerto San Borja, San Miguel del Apere, Santa Rosa 
del Apere, San Antonio del Pallar, Monte Grande del Apere, San Salvador y Jorori; 
2. río Cavitu: San José del Cavitu y Mercedes del Cavitu; 


Existe un litigio de jurisdicción entre Mojos y las otras dos provincias cuya solución aún no tiene princi- 
pio. Las comunidades del TIM se asumen mojeñas, pero el municipio de Mojos alega que los recursos de 
coparticipación para la población de estas comunidades llega a los otros dos municipios. 
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río Museruna: Santa Ana de Museruna; 

río Cuberene: San Juan del Cuberene; 

río Aguas Negras: Santa Rosa de Aguas Negras; 

río Aperecito: Carmen del Aperecito; y 

arroyo Tacuaral o Chinsi Viejo: Rosario del Tacuaral. 


Aunque Pueblo Nuevo y Retiro no se encuentran junto a un río, tampoco están muy 


alejadas de cauces naturales de agua: Pueblo Nuevo se encuentra a tres kilómetros del arro- 
yo Cavitusito y la comunidad Retiro está ubicada a siete kilómetros del río Apere y muy 
próximo a la laguna Corazón, que se encuentra dentro de una propiedad ganadera. 


Finalmente, todas las comunidades tienen en el monte otro referente? que, junto al 


río O arroyo, constituye un elemento vital de su vida social y económica: el río les facilita 
la comunicación y el aprovisionamiento de recursos acuáticos y el monte les garantiza la 
actividad de cacería y el material para la construcción de viviendas, canoas, tacuses, gabetas, 
y otros implementos. 


En cuanto a la disposición de las viviendas dentro de la comunidad, existen dos tipos: 


Una disposición concentrada donde el referente es la cancha de fútbol que está 
pensada como un área de la futura plaza y las viviendas dispuestas alrededor. Las 
viviendas se aglutinan al estilo típico del modelo urbano; la ventaja de esta forma 
de residencia es que están a mano la escuela, el Cabildo, la bomba de agua —para 
las comunidades que tienen este servicio— y la cancha de fútbol. 

Una disposición extendida donde las viviendas están distribuidas a lo largo del río, 
de modo que todas tienen un puerto propio para atar su canoa y bajar a bañarse y 
recoger agua. Este tipo de distribución de las viviendas está pensada en función de 
sus chacos, de modo que estén lo más próximos posible para el trajín diario que 
debe realizar por lo general toda la familia. 


Las mayoría de las comunidades del TIM responden al primer tipo de ocupación 


espacial. Sin embargo, hay viviendas que escapan al común, e incluso son funcionales a 


, 


Desde una vista aérea se puede apreciar cómo las comunidades están ubicadas en las inmediaciones de 
un monte extenso en tierras altas: un buen monte. 


45 


la comunidad, porque algunas están tan alejadas del rancho que, sin proponérselo, 
cumplen la función de vigilantes del área donde están asentadas. 

Los ríos, sin duda, constituyen una importante vía de movilización interna para 
la población de este territorio porque les permite transportar sus productos agrícolas 
hasta la comunidad, transportar material forestal para sus viviendas, ir de cacería y 
otras tareas relacionadas con la actividad económica y de intercambio social. Pero son 
los caminos vecinales los que permiten que la población de las comunidades se 
contacten con el centro poblado de San Ignacio de Mojos, para llevar sus productos al 
mercado, para aprovisionarse de artículos necesarios para el hogar, el chaco y las acti- 
vidades de caza y pesca. 

Otro medio de comunicación es la radio de banda corrida que posee la mayoría 
de las comunidades. Ésta les permite el intercambio de información, transmitir mensajes 
y otros servicios de carácter social. 

Mojos cuenta con una población mayoritariamente indígena, alrededor del 70% 
del total de habitantes (Bazoberry, 1996); la mayor parte de la población indígena es 
mucho más evidente en el área rural y en especial en los territorios indígenas —TIM, 
TIPNIS, TIMI—, donde la población es casi exclusivamente indígena. 

La población del TIM proviene de cinco grupos étnicos, identificados por su pre- 
dominio poblacional en una determinada comunidad: 


1. El pueblo trinitario se encuentra en las comunidades Monte Grande del Apere, 
San Salvador, San Antonio del Pallar, Natividad el Retiro, Santa Rosa del Apere, San 
Miguel del Apere, Pueblo Nuevo, San José del Cavitu, Mercedes del Cavitu, Rosario 
del Tacuaral, Carmen del Aperecito y Puerto San Borja. 

2. El pueblo movima tiene predominio establecido en las comunidades Mercedes 
del Apere y Santa Ana de Museruna. 

3. El pueblo yuracaré asentado en las comunidades San Juan del Cuberene y Santa 
Rosa de Aguas Negras. 

4. — Laúnica comunidad con población exclusivamente chímán es Jorori. También existe 
en San Salvador, pero en porcentaje reducido. 

5. El pueblo ¡gnaciano existe en más de la mitad de las comunidades del TIM, sin 
embargo no hay ninguna en la que tenga un predominio numérico. 
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En realidad existen otros grupos étnicos, pero en número muy reducido, por lo 
que metodológicamente resulta irrelevante tomarlos en cuenta. 

El TIM no posee datos demográficos específicos de su territorio. A nivel global se 
conoce que la población alcanza la cifra de 2.672 habitantes correspondientes a cinco 
grupos étnicos, donde los mojeños constituyen el 87.14%; los chimanes 6.9%, yuracarés 
5.8% y los movimas 5.5%. 

La economía de la población indígena, en general, está fuertemente ligada a dos 
elementos básicos: el suelo y el monte, es decir, al territorio. En ese sentido, se constató 
que en el TIM el 100% de las familias realizan actividad agrícola como principal medio de 
subsistencia, puesto que a través de esta vía se logra la provisión de los alimentos básicos 
de la dieta familiar en las comunidades. Esto se complementa con los recursos que pro- 
porciona el monte, incluidas las masas de agua existentes, es decir, la caza y la pesca. Otro 
componente importante de la economía indígena en las comunidades del TIM es la cría 
de animales domésticos, principalmente aves de corral: gallinas y patos. Actividad que 
además de reforzar la dieta familiar, constituye una fuente a la que se recurre cuando es 
necesario disponer de dinero efectivo o realizar algún intercambio. 

Resalta el hecho de que sólo el 6.5% de la población declara el corte de madera 
como una actividad económica. Es posible que el porcentaje sea mayor, pero que por lo 
irregular de su frecuencia no se lo tome en cuenta como una actividad principal; en 
cambio, la construcción de canoas y ruedas de carretón es una actividad habitual en la 
zona, puesto que el 32.5% de las familias la realiza. La artesanía constituye el 43% de la 
actividad del territorio. 


Formas organizativas 

Las 17 comunidades del TIM tienen como organización principal el Cabildo, reconocido por 
todos los pobladores, independientemente de su carácter étnico. Es una organización natu- 
ral cuyo origen se remonta a la época de las reducciones jesuíticas en el año 1701 (Lemh, op. 
cit.: 31). Su organización institucional varía de comunidad a comunidad en función al tama- 
ño de su población total y su antigijiedad. Las autoridades más comunes son los siguientes: 


= Corregidor, máxima autoridad de la comunidad, responsable de velar por el buen 


funcionamiento comunal, de representarla en trámites y gestiones y canalizar las 
demandas ante las autoridades municipales y de gobierno. 
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+ Capitán Grande, ejerce el papel de consejero en los problemas y dificultades co- 
munales. 

+ Primer Cacique, colaborador directo del Corregidor, responsable de la organiza- 
ción de los festejos. Reemplaza al Corregidor en caso de ausencia. 

e Segundo Cacique, apoya la labor del anterior y lo reemplaza en caso de ausencia. 

e Secretario de actas, lleva el registro de las reuniones, los acuerdos establecidos y 
ordena los archivos, 

e Primer Comisario, cumple las tarea de citar a las reuniones. 

e Segundo Comisario, ayuda al anterior. 


La figura del Corregidor es de vital importancia para la comunidad puesto que 
regula la vida social de la comunidad, controla los recursos, es interlocutor directo 
ante cualquier extraño, y en él recae toda la responsabilidad de representación externa 
de la comunidad. Los otros cargos son de menor jerarquía y su importancia es de tipo 
coyuntural y estacional —por ejemplo la fiesta patronal—, supeditados en gran medida 
a la figura del Corregidor. 

Existen otras organizaciones en la comunidad, pero tienen un rol restringido a 
aspectos específicos, por lo que su importancia no puede estar al margen de la auto- 
ridad del Cabildo. 

En general, el Cabildo cumple una doble función: es un canal de reproducción de 
costumbres y tradiciones dentro la comunidad (organiza la fiesta comunal, planifica los 
trabajos comunales, en muchas comunidades alienta el uso de la lengua nativa) y, es un 
conducto de tipo político porque plantea demandas sociales de la comunidad ante auto- 
ridades del municipio y autoridades gubernamentales, realiza gestiones de interés comu- 
nal, defiende los intereses y los recursos de la comunidad. 

A nivel de las tierras comunitarias de origen, la organización representativa del 
territorio es la Subcentral de Cabildos indigenales. El carácter de la Subcentral es de tipo 
político, tiene como función proteger los intereses y buscar la superación económica y 
social de las comunidades. Actualmente, la Subcentral del TIM atraviesa una crisis pro- 
funda producto de los conflictos de administración de dinero en 1996, negociados de 
madera, y problemas de representatividad que no logra superar hasta la fecha. El parale- 
lismo de dirigencia ha impedido la institucionalización de la organización y las comunida- 
des no logran el consenso para su definitiva unificación. 
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Recientemente se ha creado la Subcentral de Mujeres indígenas del TIM, pero se 
trata de una organización demasiado nueva y su consolidación aún deberá pasar por un 
proceso de legitimación y maduración. 


Programas de aprovechamiento de los recursos forestales en el TIM 

El Centro de promoción y desarrollo del campesinado (CIPCA) es una institución privada 
de desarrollo social, sin fines de lucro, que tiene como misión el apoyo al desarrollo 
productivo en el campo económico. También centra su acción en el apoyo a la organiza- 
ción, tanto a nivel comunal como a las organizaciones de nivel intermedio de las comuni- 
dades indígenas del TIM y de la nueva demanda de tierra comunitaria de origen del 
territorio indígena mojeño ignaciano, TIMI. 

CIPCA trabaja con 32 comunidades de ambos territorios, lo que representa un total 
aproximado de 580 familias. Sus actividades están direccionadas al desarrollo organizativo 
a través de la formación de dirigentes con el apoyo puntual a las subcentrales del TIM y 
TIMI y actualmente tienen especial interés en el proceso de activar algunas organizacio- 
nes de mujeres, todo esto incluye también actividades económicas de apoyo, como ser la 
conformación de pulperías comunitarias, 

Cuentan con un programa de capacitación para dirigentes; la finalidad es que las 
organizaciones indígenas cumplan un rol interno de estructura con base en normas in- 
ternas propias, a la vez que respondan a los desafíos de la sociedad, las nuevas leyes o las 
nuevas acciones que pueda activar el gobierno. 

En el campo productivo se capacita en agroforestería, recolección, comercialización 
y crédito. Para este tipo de actividades existen dos métodos de capacitación, una 
básica que es prácticamente de orientación de toda la comunidad y otra especiali- 
zada donde se forma a las personas en ramas específicas para que cumplan el rol de 
intermediarios. 


Tenemos una oferta a largo plazo. En el campo organizativo los resultados son muy difíciles de medir, 
los dirigentes contínuamente bajan a un nivel cero. Sin embargo, se han obtenido resultados im- 
portantes, por ejemplo, en la organización del TIMI se ha conseguido que las comunidades empiecen 
a aportar para la organización y el autofinanciamiento, lo que lleva a garantizar la autonomía y eso es 
sin duda la clave para el buen desempeño de una gestión. 

En cuanto a los cultivos, se puede decir que en algunas zonas se ha duplicado la producción de 
cultivos tradicionales, cumpliendo totalmente nuestros objetivos. Lo que corresponde a la 
agroforestería los resultados se verán dentro de unos 10 años. 
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CIPCA está apoyando la comercialización de productos de recolección como ser perea, miel, chocolate 
y otros del campo de la agroforesteria. Pero no estamos apoyando la comercialización de recursos 
maderables, pues es un área muy conflictiva ya que existen diferentes formas de explotación ligadas con 
la ilegalidad y en nuestra opinión el marco legal no es el apropiado, por esto la institución no puede 
promover propuestas legales, sabiendo que contradice las posibilidades de las comunidades indígenas 
con las que trabaja (entrevista a Oscar Bazoberry, Director de CIPCA). 


El Centro de estudios jurídicos e investigación social (CEJIS) cumple su labor bajo 
el horizonte institucional de la vigencia plena de los Derechos Humanos de hombres y 
mujeres, en un Estado soberano, democrático, participativo, con justicia social y respe- 
to asu diversidad cultural. Su objetivo institucional es el desarrollo jurídico de la socie- 
dad a partir de los intereses y reinvindicaciones de los movimientos sociales populares. 

El trabajo de CEJIS está dirigido al acompañamiento jurídico a los pueblos indíge- 
nas del Beni, actuando en convenio con la Central de Pueblos Indígenas del Beni (CPIB), 
la que aglutina a 18 subcentrales de diferentes pueblos indígenas étnicos. 

Sus principales líneas de actividad están en función de lograr sustanciales avances 
en la consolidación, profundización y ejercicio del derecho a la propiedad de las tierras 
comunitarias de origen de los pueblos indígenas, acompañando el proceso de saneamiento 
y titulación agraria, como también la preservación legal de la propiedad y territorios ante el 
avasallamiento de terceros. Para ello, a través de la estrategia de promoción, brinda capa- 
citación jurídica básica a los sectores destinatarios, difunde la problemática jurídico-so- 
cial, los derechos de los sectores destinatarios, y denuncia nacional e internacionalmente 
su violación. Actualmente está capacitando en la nueva legislación agraria y forestal a 44 
dirigentes de las organizaciones indígenas y campesinas del Beni. 

Los resultados alcanzados están ligados a la dinámica social de las organizaciones 
indígenas y sus demandas históricas culturales, con especial énfasis en la problemática 
territorial. Entre los que destacan: 


e Participación en la formulación y negociación de las propuestas de CIDOB para la inclusión de 
los derechos indígenas en la Ley INRA y su Reglamento. 

e Elaboración jurídico-técnica, presentación y tramitación posterior de las demandas territoriales. 

+ Formulación técnica y asesoramiento en su negociación, de las propuestas de CIDOB relativas a 
la nueva Ley Forestal y su Reglamento, varias de las cuales fueron adoptadas por los respectivos 
instrumentos legales vigentes. 

+ Formulación técnica de la propuesta de CIDOB en relación a la reforma del Código de Minería 
(entrevista a Carlos Romero, Director de CEJIS). 
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Otra institución que ha desempeñado una actividad intensa y en determinados 
momentos se constituyó en la única que tenía presencia en el Multiétnico es el Centro de 
investigación y documentación para el desarrollo del Beni (CIDDEBEND. Apoyó y acom- 
pañó de cerca al proceso de gestación y realización de la marcha indígena en el año 1990. 

El accionar de esta institución estaba centrado al apoyo técnico para la elaboración 
de planes de manejo de los territorios y la formulación de proyectos productivos en el 
TIPNIS y TIM, en el marco de la problemática ambiental y el uso de los recursos natu- 
rales. Capacitó para el efecto a jóvenes indígenas que constituyeron el equipo de plani- 
ficación con apoyo técnico a su organización matriz. En 19%, a raíz de los conflictos 
surgidos en la dirigencia del TIM, CIDDEBENI tuvo que abandonar la zona de manera 
imprevista, interrumpiendo la ejecución de una serie de proyectos, entre ellos el de 
aprovechamiento forestal del TIM. 

Actualmente, existen algunos preacuerdos con la Superintendencia Forestal y los 
dirigentes de un sector del TIM para la elaboración de planes de manejo forestal, pero se 
encuentran en fase de negociación de los términos del acuerdo. “Hay un compromiso 
legal de las autoridades para elaborar el Plan de Manejo Forestal en cuatro zonas del TIM” 
(Jhon Krudenek; funcionario de CIDDEBEND. 

Con relación el municipio de San Ignacio de Mojos, no existe intervención de éste 
en ninguna de las zonas de estudio; sin embargo, se conoce que en su Plan de desarrollo 
municipal contempla el trabajo con el TIM para elaborar planes de manejo forestal. 


Se pretende también apoyar con un proyecto agroforestal en las comunidades que lo deseen, con la 
finalidad de frenar el crecimiento acelerado de los barbechos. Para esto se piensa introducir varieda- 
des perennes como el coco, cítricos y otras especies frutales. Estos nuevos productos ayudarán a 
disminuir el tumbe de monte alto existente en la zona (entrevista al Ing. Rony Molina, jefe de la 
Unidad Forestal Municipal de Mojos). 


2.2. Bterritorio indígena ltonama 
El territorio Itonama está ubicado en el departamento del Beni, provincia lIténez, 
primera sección municipal de Magdalena y parte de la segunda sección Baures. Una 
parte del área demandada se encuentra sobrepuesta al área de la reserva de inmovi- 
lización del Iténez. 

Limita al norte con el río Iténez, límite natural con la república del Brasil, siguiendo 
el curso del río hacia el norte hasta la entrada del lago Tanguiña; de aquí hacia el sur, 
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siguiendo en línea recta hasta el lago Piraña que arroja sus aguas al río San Martín. Por el 
sur, desde el lago Piraña hacia el oeste, hasta el cerro Orícore, tocando el río San Joaquín 
y siguiendo su curso con dirección oeste hasta el río Blanco, en la misma dirección como 
límite que conduce a Bella Vista, Orobayaya, Cachafa hasta el río Itonama. Por el oeste, 
límite natural del río Itonama hasta tocar con el río Iténez, hacia el lado norte, incluyendo 
la comunidad Nueva Calama. Por el este, el lago Tanguiña con dirección sur en línea recta 
hasta el lago Piraña ubicado sobre el río San Martín (Bogado, 1997) 

El pueblo Itonama interpuso su demanda territorial el 4 de septiembre de 1996, 
que fue admitida por la tercera disposición transitoria de la Ley INRA y una providencia 
de 31 de octubre de 1996, habiendo sido georeferenciada en junio de 1997 luego de 
que su superficie fuera caracterizada por la SAE, lo que permitió pronunciar al INRA la 
resolución de inmovilización el 15 de julio de 1997 y, posteriormente, la resolución 
determinativa de saneamiento, RADM TCO 0014/98 de 14 de abril de 1998, declarando 
como área de saneamiento 1*227.362, 9514 ha. En la actualidad, con el apoyo de la 
cooperación danesa se ha culminado el saneamiento en el polígono 1, priorizando un 
área de 305.000 ha. 

El bioclima predominante en esta zona corresponde a un régimen infratropical, 
pluviestacional, subhúmedo, de acuerdo a la información proporcionada por SENAMHI 
de la estación meterológica más cercana Magdalena. La época seca comienza en mayo y 
dura hasta noviembre; sin embargo, en mayo corren unos vientos del sur que dan origen 
a los “surazos” (Bogado, op. cit.: 25). 

El mes más cálido es octubre, con una temperatura media mensual de 27,7%C, en 
tanto que junio y julio son los meses más fríos, con temperaturas que fluctúan entre los 
24 a 25C, debido a la penetración de frentes frios o surazos (VAIPO, 1999: 50-51). La 
precipitación pluvial media en la época lluviosa es de 1.270 mm y 50 mm en época seca, 
lo que da lugar a una precipitación media de 1.700 mm. 


Los recursos del área 

La zona ltonama es poseedora de una considerable variedad de recursos forestales 
de aprovechamiento comercial. La madera constituye una riqueza del territorio, pero 
falta optimizar su aprovechamiento. El palmito y el chocolate son también abundantes 
y constituyen una vía complementaria de la economía de las familias indígenas. 
Además de estos recursos, la zona cuenta con una gran diversidad de productos 
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secundarios como aceites, fibras, gomas, etc., especies de gran valor para la conser- 
vación de ecosistemas. 

Esta región presenta además una importante reserva de recursos auríferos, parti- 
cularmente en el cerro de San Simón, que se encuentra ubicado al sudeste de la provin- 
cia lténez. Existen además otros cerros con potencial aurífero como el Orobayaya, la 
Gloria, Padre Eterno y Orícare. 

La zona itonama se caracteriza por la existencia de cantidades apreciables de 
recursos no maderables con valor comercial y en la actualidad son objeto de explota- 
ción por parte de las poblaciones indígenas. Uno de ellos es la castaña, existente en 
pequeñas manchas de monte, ubicadas principalmente en la zona noreste de la de- 
manda. El producto recolectado se comercializa en Bella Vista (VAIPO, 1999: 78). El 
palmito de asaí es explotado con relativa intensidad debido a que existe una fuerte 
demanda en el mercado; antes se vendía a empresas palmiteras que ingresaban a la 
zona con fábricas portátiles, actualmente se lo comercializa en la frontera con el Brasil. 
Otros productos forestales no maderables aprovechados en la zona son la siringa y el 
chocolate. Las comunidades más próximas a Magdalena se dedican a la extracción de 
leña y hojas de motacú. 

La madera es otro recurso forestal que tiene importancia comercial en la zona. Las 
especies maderables son explotadas en pequeña escala y comercializadas mayormente 
en Magdalena, Guayaramerín y Costa Márquez, en Brasil. Existen muchas especies fores- 
tales de valor comercial, pero las más requeridas son las que sirven para construcción de 
viviendas —masarandúa, casi cedro, tajibo, almendrillo— y las utilizadas para la construc- 
ción de chatas O embarcaciones, como la itahuba. 


La población de itonama 

La actual ubicación de la TCO Itonama corresponde al área histórica del mismo nom- 
bre, pero que se ha reducido considerablemente, debido a la ocupación de terceros 
concentrados alrededor del área de Magdalena, ocasionando que el área de las comu- 
nidades se vea disminuida. 

El modo de ocupación del espacio conserva varias características: numerosos 
asentamientos con localización dispersa, la mayoría de ellos ubicados en márgenes 
de los ríos y en islas de monte. En las comunidades se encuentra población itonama y 
no itonama. 
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Las actuales características del asentamiento itonama son producto de un proceso 
histórico. El hábitat ha sufrido varios cambios desde las reducciones jesuíticas y la poste- 
rior intromisión de grandes empresas caucheras. Los períodos de auge de la goma han 
determinado el despoblamiento de algunas comunidades itonamas, pero a la vez el creci- 
miento poblacional de otras comunidades. 

La reserva natural fue propuesta por el Plan de uso del departamento del Beni y se 
localiza al noreste de Trinidad. Sus límites naturales son el río Iténez al norte, la cabecera 
del río San Simón al sur y al este, Bella Vista. La presencia de riqueza forestal y faunística 
determinaron que el gobierno nacional por decreto supremo declare gran parte del área 
como Reserva de inmovilización del Iténez. 

Las viviendas de las comunidades itonamas son espaciosas y están cercanas unas 
de otras; la mayoría cuenta con su criadero de animales y su huerto. Generalmente están 
distribuidas alrededor de la plaza o la cancha, la iglesia, la posta y la escuela, que son los 
lugares de concentración. 

En cuanto a las vías de comunicación, la ruta Magdalena-San Ramón-Trinidad 
es transitable sólo en época seca, igual que la ruta Riberalta-San Ramón-Trinidad. Los 
vehículos son generalmente camionetas de las estancias, motos, camionetas expreso, 
carretones y caballos. También se puede acceder por avioneta hasta Magdalena donde la 
ruta es operable todo el año. 

Por vía fluvial se puede llegar a las comunidades ubicadas en la riberas de los ríos, 
en embarcaciones o chatas que navegan, sobre todo en época de lluvia, por el caudal de 
los ríos Blanco, San Martín e Itonama. Generalmente el destino es Buena Vista-Costa 
Márquez, Guayaramerín, Bella Vista y Versalles. 

Con relación a la población, en tiempos de auge de la siringa y la castaña, la 
población se concentraba mayormente en las barracas caucheras de Versalles, 
Mategua, Remanso y Bella Vista. La caída de los precios de estos productos provocó 
que muchos pueblos quedaran deshabitados e incluso algunos desaparecieron 
(Melgar, 1997). 

Los grupos étnicos de la población son básicamente itonamas, baures, mojeños y 
chiquitanos, que fueron trasladados al Beni durante el auge de la goma. La mayor parte 
de la población indígena itonama está asentada en la localidad de Magdalena, que cuenta 
con tres juntas vecinales indígenas. Allí se distinguen los “itonamas lingúístas” y los 
“itonamas no lingiístas” (Revollo, 1999: 66). 
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Según el estudio de caracterización, la población total de la demanda es 
de 5.010 habitantes. Pero de acuerdo al registro oficial del total de las comunidades 
del área, se tiene una cantidad de 5.248 personas, equivalente a 875 familias. El 
índice de masculinidad es del 101.6 %, es decir, por cada 100 mujeres existen 
101.6 varones. 

En cuanto a la estructura poblacional, el área presenta una composición predomi- 
nantemente joven. Del total de la población encuestada el 87.4% es menor de 50 años de 
edad, y la pirámide poblacional —denominada pirámide expansiva— muestra una base 
amplia, particularmente en el intervalo de edad de 0 a 14 años. El 51.02% de la población 
está por debajo de los 15 años de edad, con relativa relevancia de los varones (52.02%) 
sobre las mujeres (50.0%) (VAIPO, op. cit.: 31-34). 


La actividad económica de los itonamas 

En medio de un paisaje de sabanas y pampas, los itonamas ocupan islas de monte y 
bosques ribereños donde realizan actividades agrícolas y recolectan productos foresta- 
les. La cacería se realiza en las pampas estacionalmente inundadas y las pampas perma- 
nentemente inundadas. La agricultura es una de sus principales actividades económicas, 
que además de generar los alimentos para su subsistencia, produce un excedente 
monetario que les permite adquirir otros bienes. Los principales cultivos son el arroz, el 
maíz, la yuca y el plátano. 

En todos los meses del año se practica la caza y pesca, que junto a la cría de ganado 
vacuno y de animales domésticos, son actividades complementarias a la agricultura. Tam- 
bién se recolecta palmito o asaí que es comercializado a precios bajos. 

Otros productos como los aceites de cusi y motacú, la goma, las resinas, el majo 
representan recursos de mucha utilidad para garantizar la sobrevivencia de la fauna y 
también la generación de algunos ingresos económicos. 

Las grandes distancias, la falta de carreteras y las condiciones climatológicas 
obligan a los comunarios a realizar operaciones comerciales con los “marreteros”, 
con quienes generalmente se intercambian los productos a precios muy bajos. Tam- 
bién venden o intercambian sus productos en las estancias ganaderas colindantes 
a la comunidad. 

Los recursos maderables sirven para la construcción de casas, canoas y para la fa- 
bricación de embarcaciones que son comercializadas en Guayaramerín. 
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La actividad económica de la población se divide porcentualmente como sigue: 
el 96% en la agricultura; el 84% practica la caza y pesca; el 56% practica la recolección 
de productos del monte; el 43% realiza actividades de cría de animales menores (gana- 
dería); y el 20% se dedica al corte de madera (si le agregamos aquí a quienes utilizan 
madera para la construcción de canoas y ruedas de carretón, el porcentaje se eleva a 
27% de la población). 


Formas organizativas 

Ya en la época de las misiones jesuíticas se instauraron los Cabildos indigenales en cada 
reducción. La máxima autoridad es el Corregidor. Desde 1961 ocupa este cargo Manuel 
Guasasi Yaune, quien fue nominado por el párroco de la iglesia de Magdalena y cuyas 
funciones “están ligadas a la actividad religiosa, organizando juegos y bailes en las fiestas 
principales” (entrevista a M. Guasasi, 1999). 

A nivel comunal, el Cabildo es la organización más representativa y su estructura, 
con algunas ausencias y variaciones, es la siguiente: un presidente del Cabildo, un vice- 
presidente, un secretario de tierra y territorio, un secretario de organización, un secreta- 
rio de economía, un secretario de actas y vocales. 

Además de estas autoridades, existen otros cargos comunales que son represen- 
tativos como el Corregidor y el Alcalde de campo, el primero es representante de la 
subprefectura y el segundo del Alcalde municipal. Suele haber coordinación entre es- 
tas autoridades y el Cabildo, pero las más de las veces surgen conflictos de 
representatividad. 

La organización del territorio es la Subcentral Ittonama, fundada en 1992 y afiliada a 
la Central de pueblos indígenas del Beni (CPIB) y a la Confederación indígena de Bolivia 
(CIDOB). Entre sus objetivos está la consolidación del territorio, por lo que ha interpues- 
to ante el INRA una demanda de TCO, que está siendo saneada con la participación activa 
de los dirigentes y comunarios. 

Existe también la Organización de mujeres indígenas itonamas, afiliadas a la Cen- 
tral de mujeres indígenas del Beni (CMIB), y cuyo objetivo es el de acompañar en el 
proceso de consolidación territorial, incentivar lo participación activa de las mujeres 
con equidad de género en todos los ámbitos. La Junta vecinal indígena articula y repre- 
senta los intereses de los pobladores indígenas asentados en los barrios del municipio 
de Magdalena. 
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En la zona del territorio lronama no existen instituciones permanentes que impul- 
sen programas o proyectos de desarrollo. Eventualmente participa el CEJIS, especial- 
mente ahora que el territorio se encuentra en proceso de saneamiento. 


No obstante, desde hace unos meses ha iniciado una etapa de intervención, aún en implementación, 
la Ong Hombre Naturaleza, cuya finalidad es apoyar la conservación, manejo y ecodesarrollo de la 


región en la Reserva inmovilizada Iténez (entrevista a José Carlos Velarde, Director de Medio Ambien- 
te de la Prefectura del Beni). 
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CAPÍTULO TRES 
La explotación 
de los recursos forestales 


El control y las normas en torno a los recursos naturales de las zonas de habitación 
indígena estaban especialmente dirigidos a la caza de animales silvestres, debido a la 
gran demanda de éstos y el consiguiente peligro de extinción. Los recursos forestales, 
por la abundancia y su baja escala de explotación no merecieron la adopción de un 
sistema normativo ni de control. Sí prevalecieron algunas creencias que demandaban 
respeto por estos recursos en determinadas épocas del año. Persiste por ejemplo, la 
creencia sobre el estado de la luna —la luna nueva debilita la madera cortada durante 
esa fase y disminuye su durabilidad—, o aquella de respetar los árboles semilleros, 
aquellos de buen porte y ubicados en lugar estratégico, cuyas semillas garantizarán la 
germinación de otro árbol fuerte. 

El surgimiento de normas para la explotación de recursos, especialmente 
maderables, acompañadas de algún grado de control social, data de épocas recientes, 
cuando se percibe una drástica disminución de estos recursos producto de la extrac- 
ción desmesurada de gente ajena al medio y también de algunas familias de las mismas 
comunidades. 

Entre 1988 y 1990, la subcentral del TIM experimenta protagonismo como organi- 
zación indígena intercomunal que da la noción de territorio en el control de los recursos 
forestales. Sin embargo, a partir de 1997 este protagonismo se reduce notablemente de- 
bido a que el ejercicio dirigencial se desvirtúa sustancialmente, por manejos irregulares 
de los recursos, negociados ocultos, desaparición de dinero, corrupción en el control 
de los recursos forestales, y peleas internas entre dirigentes. Estos hechos impulsan 
nuevamente el carácter comunal del manejo de las normas y el control de los recursos 
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forestales. En la zona de Itonama el estado de las normas y el control mantiene su carác- 
ter comunal debido a que la Subcentral no logra consolidar un mecanismo de ejercicio 
de poder por su constitución reciente, por lo extenso del territorio y por la limitación 
económica que le impide movilizarse. 

Las normas y los sistemas de control en la explotación de los recursos forestales se 
circunscriben en dos ámbitos: el comunal y el territorial. 


1. Bámbito comunal 

En términos comerciales, la explotación de los recursos forestales en ambos territorios 
históricamente estuvo restringida a la construcción de canoas, ruedas de carretón, tacuses 
y gavetas, que eran vendidos localmente a ganaderos y otra gente vecina. 

En la antigúedad, el referente espacial era la comunidad, el sitio donde residía el 
“artesano”. La noción de territorio, en los términos actuales, era innecesaria porque la 
cercanía de los árboles gruesos no demandaba alejarse mucho de la comunidad para conse- 
guir la “materia prima” para la construcción de estos productos. Este carácter se mantuvo 
invariable, excepto en Mojos, cuando el directorio de la Subcentral de San Ignacio de Mojos 
asumió directamente el control tanto de la explotación —remates de madera decomisada— 
como la fijación de normas y el control de los recursos forestales maderables. 


1.1. Recursos forestales maderables 

La madera es el recurso más explotado en el TIM por la gran demanda en el mercado, por 
lo que la atención y el interés de los comunarios y de los comerciantes se centra en los 
árboles maderables. 


Se suele afirmar que la explotación de madera en Mojos empieza a finales de los ochenta y se intensi- 
fica en la década de los noventa. Sin embargo, la extracción de madera mara para aserrar con fines 
comerciales tiene una antigúedad de al menos 25 años. 

Cuando se empezó a extraer mara en la zona, los árboles se tumbaban con hacha o con sierra, se 
rodaba hasta el río Apere (había madera en abundancia cerca de la orilla del río); se hacían callapos 
con las troncas para llevarlos flotando por el agua, o de lo contrario se cargaba en pontones grandes 
y se llevaba río abajo rumbo a Santa Ana del Yacuma. 

En esa época se desperdiciaba mucha madera, porque sólo se aprovechaba la mejor parte del árbol y 
el resto se desechaba, además, el turbión del río muchas veces les quitaba las troncas y las arrastraba 
hasta enterrarlas parcialmente en los barrancos o las metía entre las grandes palizadas que forma el 
río (Taller intercomunal, San Ignacio, 2000). 
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Fue precisamente este incremento de la explotación de madera que motivó a los 
indígenas del lugar a buscar nuevas formas organizativas para encarar el problema de la 
penetración de gente extraña al medio, alterando el ritmo de vida de la población de las 
comunidades. 

En el territorio ltonama la madera también tiene una importancia especial y está 
en la atención de propios y extraños. Pero el protagonismo de este recurso está empa- 
rejada al del palmito, que representa una importante fuente de ingresos para muchas 
familias indígenas. 

Por otra parte, el territorio Itonama se aglutina organizativamente en función de 
los espacios territoriales históricamente ocupados por los indígenas de la zona. Los re- 
cursos forestales son importantes, pero al momento de constituirse la Subcentral como 
organización representativa, éstos experimentaban una drástica disminución. Actualmente 
se cuida la tierra, pero la falta de un título de propiedad es un freno para que los comunarios 
cuiden sus recursos forestales ante la penetración de extraños, quienes alegan derechos 
otorgados directamente por autoridades de gobierno (apuntes del taller intercomunal, 
Magdalena, 2000). 

La explotación de madera en ambas zonas de estudio involucra a familias de las 
comunidades, comerciantes de madera, cuartoneros (motosierristas) y constructores de 
embarcaciones en la zona Itonama y empresas madereras en el TIM. Las relaciones entre 
estos actores en muchos casos son tensas y hasta conflictivas, pero muchas veces de gran 
expectativa, cuando la comunidad hace un acuerdo comercial con la empresa maderera. 

Las especies maderables más cotizadas en la zona del TIM son la mara y el cedro, 
actualmente muy escasas, por lo que su extracción es sensiblemente baja. En cambio, 
otras especies tienen buen mercado, pero su cotización es mucho menor. 

Hoy, el 48% de las familias del TIM extraen madera con fines comerciales y lo hacen 
en proporciones que oscilan entre menos de mil pies —alrededor de dos árboles—y diez 
mil pies al año. De estas familias 23.8% extraen palo maría y 23.8% mara con fines comer- 
ciales; un porcentaje menor de familias explota otras especies como el cedro. En cambio, 
hace cinco años, de las familias que se dedicaban a esa actividad, el 19.5% explotaba mara 
y tan sólo el 4,3% palo maría. 

Son muchas las especies maderables demandadas en el TIM, pero algunas son es- 
casas como la mara, el cedro y la cuta; el tajibo es relativamente escaso, y el palo maría y 
el almendrillo abundantes. 
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A diferencia del TIM, en Itonama la mara es una especie casi extinguida y el cedro 
muy escaso; la especie más requerida es la itahuba, de relativa abundancia y que sirve 
para la construcción de chatas (embarcaciones de carga) por su durabilidad en el agua. 
Existen Otras especies que también son explotadas, pero en menor medida, como la 
masarandúa, el tajibo, el casi cedro y el aliso. 

De acuerdo a las encuestas, el criterio sobre la intensidad de explotación de madera 
es divergente: en el TIM, el 43.5% afirma que hace cinco años se extraía más madera que en 
la actualidad; el 41.3% afirma en sentido contrario y el 15.2% restante dice que el ritmo de 
explotación se mantiene. Por supuesto que en esta zona la explotación de madera estaba 
prohibida para las familias del territorio porque todo estaba en manos de la organización y 
en la habilidad de los piratas para eludir el control. En cambio, en Itonama el 38.2% señala 
que se explotaba más madera que en la actualidad, en igual proporción afirman que se 
mantiene el ritmo de explotación y sólo 16.4% afirma que ahora se explota más madera 
que hace cinco años. 

Sin embargo, el criterio general, recogido en los talleres intercomunales, es que 
actualmente se explota madera en volúmenes mucho menores que hace cinco años, de- 
bido principalmente a que los recursos maderables se están agotando. A propósito, el 
siguiente testimonio es representativo de la situación: 


...Pero antes, para sacar madera y cazar era más cerca, ahora es cada vez más lejos. Se están acabando 
los árboles y el pucrco de tropa, huaso, se alimenta de chonta, majo y asaí (Joaquín Paz, comunario 
de Bahía la Salud). 


Esta situación de escasez desincentiva el interés de las empresas madereras, aspec- 
to que es aprovechado por los comerciantes de madera, que se adecuan muy favorable- 
mente a la explotación en menor escala. En el TIM, el 74% de las familias que explotan 
madera la venden a los comerciantes, los demás directamente a la carpintería o a un 
estanciero; el lugar de venta más frecuente es la misma comunidad. En Itonama, el 84% la 
vende al comerciante y, contrariamente a lo que ocurre en el TIM, el lugar de venta más 
frecuente es la frontera con el Brasil. 

La explotación de madera no es una práctica común en todas las familias de 
la comunidad. Existen familias que nunca en su vida han cortado un árbol para 
venderlo como madera y al momento no muestran ningún interés de incorporar 
esta actividad en su estrategia económica familiar, ya sea porque no está en su 
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posibilidad o porque consideran más digno el vivir exclusivamente de la agricultura, 
la recolección o la Caza y pesca. 

En realidad, en ambas zona de estudio, la explotación de madera exige algunas 
condiciones que no siempre están al alcance de todos los comunarios. Estas condicio- 
nes pasan por el aspecto monetario, de relaciones o contactos sociales, hasta grados 
de conocimiento de los juegos del mercado. En los talleres intercomunales intenta- 
mos obtener una tipología de la familia que en mayor o menor grado se dedica a la 
explotación de madera: 


e Familias donde los padres no son muy ancianos, porque la actividad demanda mucha 
fuerza física. 

e Contar con algo de capital para provisión de víveres, municiones, combustible, etc. 

e Tener motosierra (no es una condición determinante, puesto que se la puede 
alquilar). 

e Tener contactos con gente de afuera y que están inmersas en el negocio de la 
madera. 

e Tener iniciativa y ambición. 


Por supuesto que hay comunidades donde no valen estos argumentos porque la 
explotación de madera está prohibida por decisión de la misma comunidad. O donde de 
alguna manera funciona la censura manifiesta al último punto, que hace referencia a una 
valoración negativa a quienes se dedican a esta actividad. 

En la zona de Itonama la situación es parecida, pero el factor capital de opera- 
ción es el más determinante. También las distancias a recorrer para extraer madera 
son mayores que en el TIM y se requiere de medios de transporte, embarcaciones, 
carretones, herramientas, motosierras, hachas, provisiones de víveres en mayor can- 
tidad. Las expediciones de búsqueda y corte de madera demandan, a veces, más de 
una semana. 


1.1.1. Los procesos de extracción de recursos maderables 

En realidad, en ninguna de las dos zonas de estudio existe una forma única de extracción 
de madera destinada al mercado. En la zona del TIM lo más usual es el uso de motosierra, 
propia o de alquiler. La persona, ya con una idea de la zona a la que va ingresar, se interna 
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en el monte en busca de los árboles maderables de su interés. A medida que va encon- 
trando los árboles maderables les coloca una marca que significa propiedad o derecho 
exclusivo para aprovechar dicho árbol. Luego procede al derrumbe de los árboles marca- 
dos y una vez derribados, se procede a cuartonear, es decir, sacar tablones. Traslada los 
tablones hasta la orilla del camino donde cierra el negocio con el comerciante para que 
éste se lleve el producto a los centros de consumo. 

Algunos que no pueden contar con una motosierra, pero que se dedican al nego- 
cio de la madera, se limitan a buscar los árboles aptos para su comercialización, los mar- 
can y luego venden el árbol parado al cuartonero o, de lo contrario, le hacen partícipe de 
un porcentaje por el trabajo de derrumbe y tabloneo. 

En la zona Itonama se siguen los mismos pasos descritos para el TIM, con la única 
diferencia que la madera cortada hay que trasladarla hasta la comunidad para poder ne- 
gociarla, lo que requiere el uso de un carretón o una canoa, dependiendo dónde se cortó 
la madera; el proceso dura varios días. 

El proceso de extracción de madera demanda la participación de toda la fami- 
lia: del padre, los hijos jóvenes, la esposa —que apoya especialmente con la alimen- 
tación, pero también ayuda en el traslado de madera a la orilla del camino— y algún 
pariente cercano. 

Comunmente las relaciones comerciales entre los comunarios que explotan la 
madera y los comerciantes o empresas madereras son conflictivas y constituyen un moti- 
vo de disconformidad. Muchas familias, ante la urgencia de obtener dinero, explotan 
madera y la comercializan actuando por cuenta propia, sin concertar con la comunidad ni 
el precio ni la forma de venta. Ese precedente establece el precio de venta al cual deben 
someterse los demás comunarios. 

Con el propósito de esquematizar la valoración perceptiva de los comunarios res- 
pecto al comportamiento de los comerciantes, se elaboró el siguiente cuadro: 
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Cuadro 5 
Relaciones comerciales con comerciantes en el TIM 





Los comerciantes vienen hasta la comunidad, 
evitando los gastos que implica salir hasta el 
pueblo con nuestros productos. 










LO BUENO LO MALO 


No pagan el precio justo por los productos 
forestales Cuando un comunario tiene algún 
producto en cantidad, los comerciantes 














aprovechan la necesidad que tienen de vender 
rápido para pagarle un precio menor al de 
costumbre. Los comerciantes cambian 
productos forestales por alimentos, ropa, pilas, 
etc., pero nos engañan porque ajustan a su 
mercancía precios muy elevados. Los 
comerciantes no dejan ningún porcentaje a la 
comunidad Los comunarios no se ponen de 
acuerdo para fijar precios ni forma de venta, por 
eso el comerciante paga lo que quiere 


Fuente: Taller intercomunal, San Ignacio, 2000. 


En busca de superar lo negativo de estas relaciones los comunarios proponen que 
en todo el territorio deberían ponerse de acuerdo para establecer un precio único de los 
productos que venden. Además, el comerciante debería obtener un permiso del Cabildo 
para entrar a la comunidad. 

En las relaciones comerciales con las empresas madereras que operan en las inme- 


diaciones del TIM, se manifiesta la siguiente valoración: 


Cuadro 6 
Relaciones comerciales con la empresa maderera en el TIM 











Cuando el comunario necesita trabajar, el 
aserradero paga mejor salario que las estancias. 
Mantienen los caminos que utilizan en buen 
estado durante la época seca. Hacen favores a 
los comunarios: Les facilitan movilidad cuando 
hay un enfermo de gravedad para llevarlo al 
pueblo, los recogen en sus movilidades cuando 
encuentran un comunario en el camino. 
Compran productos agrícolas de los 
comunarios. 



















Fuente: 


Taller intercomunal. San Ignacio, 2000. 
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LO BUENO LO MALO 


La empresa utiliza contratistas para el 
aprovisionamiento de troncas, quienes pagan 
bajos precios Destruyen el monte porque abren 
caminos indiscriminadamente para sacar 
madera Los puentes “locos” que construyen 
trancan los ríos, impidiendo la navegación libre 
Terminan con los animales del monte, puesto que 
cazan en grandes cantidades para la 
alimentación de sus empleados. Los comunarios 
que trabajan en la empresa ya no quieren hacer 
chacos. Entraron al territorio sin permiso 





Las autoridades no estuvieron de acuerdo en que hubiese algo realmente positivo de 
estas relaciones, porque “todo favor tiene una intensión”. Para superar lo negativo de las 
relaciones con las empresas madereras se propuso controlar a las empresas para que no 
contaminen el agua del río, para que no obstruyan la navegación y para que no cacen anima- 
les silvestres, además de denunciar a las empresas ante la Superintendencia Forestal. 

En la zona Itonama se hizo la misma valoración sobre las relaciones comerciales con 
los comerciantes, porque no existen empresas madereras, y el resultado es el siguiente: 


Cuadro 7 
Relaciones comerciales con comerciantes en Iltonama 


LO BUENO LO MALO 


Abastecen con víveres a los comunarios. Dan Se aprovechan de la necesidad de los 
fuentes de trabajo a la población de las comunarios para pagar el precio que a ellos les 
comunidades. Facilitan el traslado de un sitio a conviene por nuestros productos. Venden sus 
otro. Dan crédito cuando se necesita algo y no cosas (víveres, ropa, pilas, etc.) demasiado 


hay dinero. caras No pagan ningún tipo de regalías a las 
comunidades Manipulan a las autoridades 
comunales para lograr sus propósitos. No 
cumplen los tratos que hacen con las 
comunidades 





Fuente: Taller intercomunal, Magdalena, 2000. 


Las condiciones desventajosas de las familias que explotan madera ante los comer- 
ciantes hacen que la explotación se reduzca simplemente a una enajenación de los recur 
sos forestales. La actividad no les permite otra cosa que asegurar su jornal de trabajo; 
especialmente ahora que ya no se encuentra madera preciosa y las demás especies tie- 
nen precios menores. La situación es claramente percibida por los comunarios, pero, 
aunque fue motivo de discusión en el taller intercomunal de San Ignacio, no se logró 
establecer medidas coordinadas para revertir la situación. 


1.1.2. Los beneficios y dificultades en la explotación de recursos maderables 

La explotación de madera constituye, sin duda, un alivio a la magra economía de 
las familias de ambos territorios, aunque no es una actividad que involucre a todas las 
familias. De acuerdo a las encuestas, en el TIM sólo el 48% de las familias sacó madera en 
1999, y de éstas, cerca de la mitad cortó menos de mil pies de madera en todo el año. 
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En la zona de Itonama solamente el 18% de las familias declaró haber cortado madera en 
el transcurso de 1999, en un volumen que oscila entre 200 a 3900 pies. 

A las familias la explotación de madera les permite intercambiar víveres, comprar 
útiles escolares, herramientas y medicinas, disponer de dinero en efectivo y les asegu- 
ra una fuente de trabajo en la fabricación de canoas y ruedas de carretón. No obstante, 
todos los comunarios coinciden en que los beneficios son realmente poco significati- 
vos en comparación al esfuerzo y al tiempo que se emplea en la explotación de 
madera. En cambio, los cuartoneros y comerciantes sí se benefician porque logran 
buenas ganancias. 

De acuerdo a la relación trabajo empleado-ingreso generado, un comunario que se 
dedica a la explotación de palmito obtiene el siguiente beneficio: 


Una persona demora aproximadamente dos días en la extracción de 30 unidades de palmito, entre 
buscarlo, cortarlo y transportarlo hasta el lugar de venta; el costo de cada palmito puesto en la comu- 
nidad es Bs. 1,50, por tanto, el ingreso que genera es de Bs. 45.- Esta cantidad dividida entre los dos 
días de trabajo, significa Bs. 22,50 por día, lo que equivale a un jornal de trabajo. De modo que la 
persona que se dedica a esta actividad, sólo recupera su mano de obra a precio de jornal y el producto 
sale gratis para el comerciante. 


Esta relación con respecto a la explotación de madera no es muy distinta, especial- 
mente para quienes no poseen motosierra y deben buscar quién les corte y tablonee el 
árbol, es decir, deben compartir los ingresos por la venta del producto. 

Finalmente, en un intento de establecer el grado de dependencia económica de las 
familias hacia la madera, pudimos concluir que los ingresos por concepto de venta de 
madera permite atender los gastos de educación de los hijos, la atención de salud de la 
familia y realizar algunas mejoras en la vivienda. Por tanto, la explotación de madera en 
las condiciones actuales, no constituye una vía de generación de excedente para la eco- 
nomía familiar de los comunarios. 

Por otra parte, la explotación familiar de los recursos forestales no reporta un bene- 
ficio directo a la comunidad como tal, debido a que, aunque se ha intentado cobrar algún 
porcentaje por la madera extraída, no se concreta por incumplimiento de los comunarios 
O por negativa de los comerciantes de madera. 

No obstante, circunstancialmente el Cabildo realiza ventas directas de madera, y 
los ingresos generados tienen un destino predeterminado. Estas ventas se las decide en 
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reunión comunal, por lo que cuenta con la aprobación de todos. Muchas veces el destino 
de estos ingresos económicos tienen un fin coyuntural: cubrir gastos de viaje para reali- 
zar alguna gestión o cubrir los gastos de la fiesta patronal. Pero otras veces están destina- 
das a cubrir alguna necesidad básica de la comunidad como la refacción del cabildo, de la 
escuexa, de la capilla o la adquisición de algún bien comunal: un motor de luz, una movi- 
lidad de transporte, construcción de una bomba de agua, etcétera. 

En el TIM el 15% de las familias —en tres de las cinco comunidades encuestadas— 
señalan que los ingresos por la explotación comunal se destinaron a la refacción del Ca- 
bildo y la posta sanitaria; en tanto que un alto porcentaje (42%) señala que no hubo 
ningún beneficio para la comunidad. Es posible que los recursos económicos no hayan 
sido invertidos aún, que no se hayan invertido en cosas tangibles o que simplemente se 
los haya malversado. 

En Itonama el 25% de las familias —en seis de las nueve comunidades encuestadas— 
señalan que hubo explotación comunal y los beneficios se utilizaron en refacción de cons- 
trucciones, mejoras en la comunidad y gastos de representación del directorio del Cabil- 
do; el 28% afirman que no hubo ningún beneficio. 

Las principales dificultades que se enfrenta en la actividad maderera se enmarcan 
básicamente en la extracción y en la comercialización. En cuanto a la primera, los árboles 
ya están muy lejos del rancho y de la orilla de los ríos; por otra parte están muy dispersos, 
“ya no hay como antes, por manchas”, lo que encarece la extracción. Tampoco todos 
tienen motosierra, por lo que necesariamente hay que asociarse con otra persona, O hay 
que vender los árboles parados a precios mucho más bajos. En la comercialización la 
dificultad se presenta con el establecimiento de precios demasiado bajos. No existe un 
acuerdo entre comunidades y comunarios para mantener un precio único de venta. Y no 
se cuenta con permisos para la venta legal de madera. 

Llama la atención el hecho de que ante una demanda tan alta de recursos maderables, 
los precios para el productor estén en un nivel tan bajo y con la tendencia de continuar 
bajando, y que el precio no esté definido por la oferta y la demanda, sino por la habilidad 
de las empresas madereras y de los comerciantes que controlan su fijación. 


1.1.3. Las normas y las formas de control 


Las normas formales destinadas a regular la actividad forestal están prácticamente ausen- 
tes de la vida comunal. Muchos comunarios señalan que no existen reglas ni siquiera para 
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establecer el límite máximo de madera que puede extraer una familia en la comunidad. 
Pero esta apreciación inicial es engañosa, puesto que en realidad existen regulaciones 
construidas de modo colectivo, en acuerdos establecidos en las reuniones comunales o 
con base en prácticas comunes que operan como referente para el accionar posterior. 

A diferencia del derecho formal, esta normativa se caracteriza por su flexibilidad 
que no necesariamente significa debilidad, sino más bien apuesta por la agilidad en su 
aplicación para resolver las situaciones conflictivas y contiene un alto índice de consenso 
o aceptación entre la población afectada. 

Históricamente, la población indígena era dueña del monte y el aprovechamiento 
de los recursos no estaba condicionado por el mercado, de modo que la presión sobre 
estos recursos era realmente baja y su uso totalmente sostenible. En realidad, el acceso y 
aprovechamiento de los recursos maderables estaba librado a la necesidad de cada fami- 
lia y su uso comercial limitado a la construcción de canoas, ruedas de carretón, etc. De 
modo que la existencia de una normativa que regulara la explotación de recursos 
maderables era prácticamente innecesaria. Los principios de reglamentación que se evi- 
dencian en la actualidad funcionan bajo la lógica de “la enmienda al problema agobiante”, 
las normas se crean cuando el problema rebasa los límites de la tolerancia colectiva. 

La normativa interna tiene las siguientes características: 


e  Enlas comunidades no existen normas muy definidas, sin embargo, se está empe- 
zando a reglamentar la explotación de los recursos forestales. 

e Las normas comunales existentes buscan limitar la cantidad máxima de madera 
que cada comunario puede cortar y a exigir el pago de un porcentaje a los compra- 
dores de madera. 

+ — Enalgunas comunidades existen normas que prohíben la explotación de madera, 
pero no se cumplen bajo la justificación de la pobreza. 

+ Loshabitantes más antiguos de la comunidad tienen más derecho para sacar recursos 
forestales que los nuevos (un comunario es considerado antiguo cuando vive en la 
comunidad entre 3 y 5 años, o cuando consigue la confianza de los demás comunarios). 

+ Un comunario que se va a vivir a otra comunidad pierde el derecho de aprovechar 
los recursos forestales de la comunidad. 

+  Enreuniones comunitarias y con actas firmadas se establecen montos de aportes 
en beneficio de la comunidad. 


69 


e Para sancionar a un comunario, primero se le llama la atención y se hace un acta, 
después se decide denunciarlo a la autoridad o sacarlo de la comunidad. 


Existe mucha cautela en la aplicación de las normas para evitar confrontaciones 
directas o por temor a represalias, lo que representa un limitante para su aplicación. 
No obstante, las muestras de regulación interna anuncian un proceso de consolida- 
ción. Un ejemplo es el de la comunidad Mercedes del Apere, del TIM, que tiene un 
estatuto orgánico recientemente concluido y elaborado por iniciativa propia con la 
participación comunal. En la parte que corresponde a los recursos forestales, el 
estatuto manifiesta: 


Artículo 16, inciso c) La comunidad podrá expulsar a un comunario por el delito de daño al territorio 
y recursos de la comunidad: intentar vender tierra, explotar y comercializar recursos naturales en 
grandes cantidades y sin permiso (madera, pescado, carne y otros) sin considerar las necesidades de 
la comunidad. 

Artículo 18, inciso a) Todo comunario tiene la obligación de cuidar el territorio; inciso i) cuidar los 
bienes y los recursos naturales de la comunidad. 

Artículo 37, inciso a) Son bienes de la comunidad: el territorio, los recursos naturales, ríos, montes y 
animales. 


En capítulo diez del mismo estatuto contempla: 


Artículo 38.- Para cumplir con las obligaciones en el uso de los recursos naturales, queda prohibido lo 
siguiente: 

1.  Fregar monte, no cultivar lo chaqueado. 

2. Prohibido que un comunario venda la tierra de la comunidad. 

3.  Cazar y pescar para negocio. 

4. Sacar madera en grandes cantidades. 
Artículo 39.- Para las personas de afuera de la comunidad queda completamente prohibido lo 
siguiente: 

1. Está prohibido para personas de afuera de la comunidad sacar los recursos que le pertene- 

cen, tampoco se permite cazar ni pescar. 
2. Que personas ajenas a la comunidad chaqueen y cultiven en territorio de la comunidad. 


Otros ejemplos de normas comunales son: 


e  Enlacomunidad Santa Rosa del Apere, del TIM, se estableció que cada estudian- 
te tiene derecho a explotar 500 pies de madera (no se fijó el tiempo, pero se 
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supone que al año); las personas mayores tienen derecho a cortar 1.000 pies de 
madera palo maría. 

e  Enla comunidad Natividad el Retiro, del TIM, solamente se puede extraer madera 
a nivel comunal (Cabildo), previa aprobación de la reunión comunal y los ingresos 
generados son utilizados sólo para el bien común (construcción de la capilla, insta- 
lación de una bomba de agua, contraparte del proyecto de agua y letrinas de 
PRASBEND. 

+  EnsSan Juan del Cuberene, del TIM, por norma se cobra Bs. 100.- por cada 3.000 
pies de palo maría que se extrae. El porcentaje se lo cobra al comerciante, como un 
adicional a lo que paga por la madera. 

+ En Bahía la Salud, de Itonama, está permitido a los comunarios extraer madera, 
pero de lo más alejado del monte; los árboles maderables de un espacio próximo a 
la comunidad es reserva, porque es más fácil cuidar esa área. 

+ En Nueva Calama, de ltonama, desde 1996 está prohibido cortar palmito, en 
cambio, se permite cortar entre 15 a 20 árboles maderables por familia cada 
seis meses. 


La necesidad de contar con una normativa interna más completa y clara es una 
preocupación de los dirigentes comunales y la población en su conjunto. Incluso en algu- 
nas comunidades ya se están fijando algunas reglas relativas a los recursos forestales y la 
tendencia es hacerlas cada vez más manifiestas y formales. Ya existen ideas avanzadas de 
qué y cómo normar el aprovechamiento de los recursos forestales tanto para los 
comunarios como para los agentes externos: 


= Prohibir el ingreso de gente extraña al monte de la comunidad. 

+ Establecer el límite máximo de madera que un comunario puede cortar. 

* El comunario que saca madera debe dar un porcentaje a la comunidad. 

=  Elcomunario que construye dos o más canoas para vender debe pagar un porcen- 
taje a la comunidad. 

«  Loscomunarios que están autorizados a sacar madera, también deben trabajar cha- 
co, de lo contrario, se les retiraría el permiso. 

*  —Uniformar los precios de la madera en el territorio 
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Estos parámetros generales contemplan necesariamente aspectos como la exclusi- 
vidad de los comunarios en el aprovechamiento de los recursos maderables; definir lími- 
tes de explotación de madera para los comunarios; establecer un aporte comunal, como 
tributo por el derecho de aprovechamiento de la madera; buscar la coordinación 
intercomunal para lograr algún grado de decisión en la fijación de precios. 

Ya mencionamos que la aplicación de sanciones es un aspecto que pone en aprie- 
tos a las autoridades comunales. Si bien existen antecedentes de aplicación de sanciones, 
éstas varían de acuerdo a las circunstancias, de quién sea el infractor y del temperamento 
de la autoridad principal de la comunidad. Los comunarios suelen recibir nada más una 
llamada de atención, pero a la gente extraña se le decomisa la madera y sus herramientas. 
Los comunarios consideran que la multa y los trabajos comunales son formas de sanción 
que pueden tener efectos más positivos, así como sanciones más extremas, como la ex- 
pulsión de los comunarios en caso de faltas reincidentes y el decomiso para los agentes 
externos que ingresan a la comunidad sin autorización de la organización. 


En una comunidad de este territorio existe un comunario que tiene fama de ser brujo; la presencia de 
este sujeto en la comunidad no solo provoca incomodidad, sino también reprobación social, debido 
principalmente a que tiene como actividad económica principal la explotación de madera y lo hace a 
entera discreción. 

Hasta el momento, pese al descontento del resto de la población, nadie (ni autoridades ni bases) se 
animó a hacerle alto, por miedo a ser embrujado, como un acto de represalia (Taller intercomunal, 
San Ignacio, 2000). 


En cuanto al control interno sobre los recursos forestales maderables, la población 
percibe que es una figura “diluida”, hay un control desprovisto de mecanismos que ga- 
ranticen contundencia en su aplicación. Como no existe un reglamento al cual regirse, 
todos en la comunidad hacen lo que quieren sin que nadie les diga nada, no hay quien 
controle los recursos maderables y gente extraña entra a la comunidad con mucha facili- 
dad a sacar madera (clandestinamente o en complicidad con algún comunario). 

La razón principal de la deficiencia en el control de los recursos forestales es la 
ausencia de una autoridad específica y de normas claras en este sentido. 


En la comunidad Nueva Calama, Itonama, en el año 1995, como un acto de ejercicio de control de los 
recursos naturales de la comunidad, se realizó la detención de un sargento y cuatro soldados de la 
naval porque se entraban de manera reiterada a pescar a un arroyo de la comunidad. 
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Para hacer posible esta detención se unió toda la comunidad. En principio, la comunidad solicitó el 
retiro del “equipo de pescadores” militares, pero ante la prepotencia de éstos, la población se enfure- 
ció y los tomaron por la fuerza, sin darles tiempo de reaccionar, pese a que portaban armas de fuego. 
En la noche logró escapar un soldado y dio parte al puesto militar. Vino un grupo de soldados enca- 
bezados por el comandante del puesto y, al ver la firmeza de la comunidad aglomerada, no tuvo otra 
salida que negociar la liberación de los detenidos, asumiendo el compromiso de respetar los recursos 
de la comunidad (Taller intercomunal Magdalena, 2000). 


No obstante el desaliento de la población respecto a la efectividad de los mecanis- 
mos de control en la comunidad, es innegable que el control existe y se manifiesta dentro 
de unos parámetros de flexibilidad y practicidad, que muchas veces puede resultar des- 
concertante para el derecho formal. El ejercicio de control en ambas zonas de estudio se 
da a dos niveles: 

El control hacia dentro de la comunidad, donde las autoridades y la pobla- 
ción ejercen un control sobre el conjunto de familias de la misma comunidad. La 
prohibición de cortar madera con fines comerciales de manera individual es una 
norma en varias comunidades. El control de esta disposición está en manos del Co- 
rregidor, pero también apoya el resto de la población. Si algún comunario infringe la 
norma se procede a reflexionarlo en la reunión comunal, donde se ha oficializado la 
denuncia; además, el rumor o comentarios de vecino a vecino terminan por aver- 
gonzar al afectado y por hacerlo desistir de su actitud reñida con las disposiciones o 
procedimientos comunes. 

Por lo general son una o dos familias —en muchos casos comunarios nuevos— 
quienes se aprovechan de la explotación de recursos forestales y ello, si no se impone la 
autoridad comunal, provoca descontento y desinterés por el control en el resto de las 
familias o, de lo contrario, asumen actitudes semejantes. 


Hay gente que llega a la comunidad sólo con el interés de sacar madera y después irse a otro lugar; 
pero es conocido porque no construyen una buena casa, no cultivan plantas en sus patios, ni en sus 
chacos, no colaboran en los trabajos comunales, ni asisten con frecuencia a las reuniones (Taller 
intercomunal, San Ignacio, 2000). 


El control hacia fuera de la comunidad. El ingreso de extraños a cortar madera 
de forma clandestina continúa siendo un fantasma que inquieta a todas las comunidades 
del TIM v a las comunidades que aún poseen recursos forestales en Itonama. 
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En la comunidad Orobayaya, el comunario Herlan Ojopi tenía una deuda con el ganadero Rafael 
Pinto, éste le propuso quedarse con el área de tierra que el comunario utilizaba como pago de dicha 
deuda. Para concretarse la propuesta, ambos se pusieron de acuerdo asistir a la reunión de la comu- 
nidad para convencer a los demás comunarios de que la operación sería beneficiosa para todos, 
puesto que el ganadero criaría ganado y los impuestos los pagaría directamente a la comunidad y no 
a Magdalena, como se acostumbra. 

La comunidad aceptó la propuesta y esa noche se festejó el acuerdo con trago y came asada, todo 
pagado por el ganadero, 

El ganadero, hasta la fecha, ya se expandió un área de 600 hectáreas de tierra comunal y la comunidad 
no recibió ni un peso de impuestos ni de nada. En respuesta al atropello, los comunarios tumbaron el 
alambrado del ganadero pero él nuevamente lo reparó y no retrocedió en su propósito de expansión; 
una estrategia reciente de los comunarios para frenar el avance del ganadero, fue el de hacer chaco 
(unas 20 ha) en el límite del potrero para sembrar arroz y maíz; pero el ganadero mandó a su gente a 
regar semilla de pasto a estos chacos, porque dice que una vez cosechen sus productos, eso quedará 
también para él. 

El ganadero chaqueó 600 ha en tierra de la comunidad y sin la correspondiente autorización de las 
autoridades forestales. El hecho fue denunciado por la Subcentral ltonama, primero a nivel local y no 
pasó nada; luego la denuncia se la hizo en Trinidad y tampoco pasó nada, finalmente la denuncia se la 
hizo a la Superintendencia directamente a La Paz y se amenazó con hacerla a nivel internacional, con 
lo que recién se logró que esta institución tome el caso con atención: le aplicó una multa de Bs. 
29.000.-, monto que el ganadero cubrió con una parte de la madera que había vendido del área 
chaqueada. El problema de la propiedad de la tierra la Superintendencia lo derivó al INRA, quien 
hasta hoy no hizo absolutamente nada por definir el derecho propietario del área en cuestión. Fuen- 
te: Taller intercomunal, Magdalena, 2000, 


Las experiencias pasadas, cuando los piratas encontraban modos para robar ma- 
dera de las comunidades, han dejado un estado permanente de susceptibilidad a los 
comunarios que se mantienen alertas a cualquier indicio de presencia extraña. En este 
sentido, en muchas de las comunidades, cada habitante tiene la obligación de observar 
y escuchar por los sitios donde transita, cuando va a su chaco, cuando va a cortar palos 
para su vivienda O cuando va a cazar y pescar. Se hacen rondas constantes por el monte 
y cuando un comunario escucha una motosierra, va a ver de qué se trata y luego da 
parte a la comunidad para que se reúna inmediatamente y envíe una delegación a 
detener la extracción. 

En una comunidad del TIM se repartieron áreas territoriales como parcelas, donde 
cada familia controla su área. Cuando entra una persona extraña con la pretensión de 
cortar madera, todos intervienen en el desalojo. Pero los comunarios también deben 
estar pendientes de los terceros, es decir, de dueños de propiedades existentes dentro 


74 


del territorio, que paulatinamente van extendiendo su propiedad a costa de las tierras 
comunales, generalmente en áreas de pastizales y con recursos maderables. 


La comunidad Puerto San Borja sostiene un conflicto de tierra (de un área maderera) con el ganadero 
lvo Ruiz. Las confrontaciones verbales, las amenazas a los dirigentes, las demandas en la policía, son 
elementos permanentes del conflicto. 

En varias ocasiones la situación llega a los hechos, los comunarios cortan el alambre de la estancia que 
pasa por dentro de la tierra comunal y el ganadero lo renueva penetrándose cada vez más en la 
comunidad. En una oportunidad el señor Ruiz amenazó con convertir el cementerio de la comunidad 
en corral de sus terneros y hacer de la capilla el sitio donde ordeñará sus vacas. 

El problema ya pasó por manos de la policía, la Subprefectura y el INRA, pero aún persiste sin mues- 
tras inmediatas de solución. Fuente: Inventario de conflictos comunales, CIPCA regional Beni. 


Muchas veces la efectividad del control comunal está condicionado a la relación 
con el infractor, cuando, por ejemplo, los dueños de las empresas madereras se ganan la 
simpatía de los comunarios ofreciéndose para llevar enfermos en sus movilidades o visi: 
tando periódicamente a la comunidad. También por el temperamento del infractor y sus 
influencias: parentesco con autoridades de gobierno, título profesional (a un abogado se 
le suele temer más) o sus antecedentes. 

Se conocen muchos casos en que la comunidad toma acciones de hecho en el afán 
de controlar sus recursos, pero por el temor de intervención policial o la amenaza de 
inicio de una acción legal contra ellos, desisten de la firmeza inicial de su actitud. 


Las empresas madereras construyen puentes locos (apilan troncos a todo lo ancho del río y le ponen 
encima una capa de tierra) con ochoó (árbol cuya resina es venenosa), lo que provoca matanza de 
peces y además trancan el río impidiendo la navegación fluida a los pobladores de la comunidades 
que tienen que arrastrar sus canoas por lo seco hasta el otro lado del puente. 

Hay gente, tanto trabajadores como administrativos, de la empresa maderera que mata animales 
silvestres (capiguara, lagartos, aves exóticas o aquellas de tamaño grande) sólo por probar su puntería 
y luego dejan que se pudra. Si bien existe la reprobación de la población local por este tipo de hechos, 
hasta la fecha no se realizó un reclamo al respecto y menos una prohibición expresa (Taller 
intercomunal, San Ignacio, 2000). 


Hasta aquí está demostrado que en ambos territorios existe control de los recursos 


forestales. Pero en la perspectiva de mejorarlos y hacerlos más efectivos, en los talleres 
intercomunales del TIM surgieron algunas ideas: 
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e  Movilizar a la comunidad para realizar inspecciones periódicas por el monte; 

e exigira la Subcentral que se involucre más en estas inspecciones y ayude a hacer las 
denuncias; 

e. establecer coordinación entre comunidades; 

e utilizar las radios (las de banda corrida) para mantenerse informados de lo que 
ocurre en otras zonas del territorio; 

e que cada comunidad tenga un área determinada para el control de sus recursos 
forestales; 

e definir bien (abriendo una brecha) los límites con los terceros y las concesiones; 

+ que la Superintendencia Forestal financie los gastos del control realizados en el 
territorio y apoye en la inspección del territorio; 

* exigir que la Superintendencia Forestal atienda las denuncias de los indígenas, y 
establezca sanciones a los que extraen los recursos. 


No manifestaron la idea de implementar guardas forestales porque al parecer tu- 
vieron malas experiencias en el TIM: 


Un tiempo (los guardas forestales) trabajaron bien y después se convirtieron en cómplices, dejaban 
pasar los camiones, cobraban a terceros y comunarios... Esta experiencia falló porque las empresas 
compraban a los dirigentes. Entonces decidieron realizar los cobros por su cuenta. 


En la propuesta, la idea de control de los recursos forestales tiene una orientación 
localista, es decir, está expresada en términos comunales. En cambio en el territorio 
lItonama la perspectiva territorial está mucho más presente cuando proponen la elabora- 
ción de un plan de manejo integral, la capacitación y creación de la guardia territorial 
Itonama y la creación de puestos de control en las zonas de los ríos Blanco, San Martín, 
Iténez y Itonama. No obstante, las encuestas en el territorio Itonama también apuntan a 
un control de tipo comunal, donde el 84% de la población señala que el control de los 
recursos forestales lo deben realizar los comunarios conjuntamente con el Cabildo. 

De todas maneras, el control de tipo comunal es la experiencia actual en las comu- 
nidades de ambos territorios. Las reflexiones grupales en los talleres intercomunales, 
alentadas por las perspectivas de protagonismo de la Subcentral que participa del sanea- 
miento de las TCOSs, sugirieron que ésta asuma un rol protagónico, sin prescindir del 
apoyo de las organizaciones comunales y los comunarios en conjunto. 
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La experiencia actual más representativa de control institucionalizado de los re- 
cursos forestales es la implementada en la comunidad Carmen del Aperecito del TIM. 
La organización de esta comunidad mantiene un equipo de cuatro guardas forestales 
que tienen bajo su responsabilidad el control de toda el área de dominio comunal; 
además de las rondas periódicas, mantienen un puesto de control en el camino que 
va a San Ignacio. 


Ellos (los guarda forestales) controlan digamos, aquí es especialmente esta comunidad que encabeza 
todo digamos, no todas las comunidades tienen “guarda”, es Aperecito es el que paga los guarda 
territorios (Manuel Mosúa, corregidor de Carmen del Aperecito). 


1.2. Recursos forestales no maderables 

En la zona del TIM el interés de los recursos forestales está puesto casi exclusivamente 
en la madera. Los demás recursos comercializables no constituyen una fuente genera- 
dora de ingresos económicos, aunque no se niega que en un futuro puedan adquirir 
relevancia económica, por ejemplo, la tacuara, el chuchío, el motacú, la jipijapa, el asaí, 
el corocho, etcétera. 

En algunas comunidades de Itonama el palmito de asaí (euterpe oleraceae) resulta 
más importante que la madera, porque para su explotación no se requiere de fuerte 
inversión y, por tanto, es de acceso más amplio. 

La explotación de recursos forestales no maderables en el TIM es prácticamente 
irrelevante. El recurso más comercializado es la jatata (geonema deversa) utilizada para 
tejer paños para los techos de las casas. Lo explotan principalmente las familias chimanes, 
que tienen mucha destreza para esta actividad. Otro producto de explotación es la flor de 
perea, utilizada para la fabricación de colchones y almohadas; la demanda de este pro- 
ducto en el mercado es relativamente alta, aunque los precios son bajos, por lo que se 
cosecha sólo en épocas en que disminuye la actividad agrícola. 

También se aprovecha el limón (citrus limon) y la lúcuma (pouteria macrophyllum), 
pero estos productos existen en pocas comunidades del territorio y el mercado es reducido 
y muy inestable, además que son demasiado perecederos. De modo que los beneficios que 
proporcionan estos productos son de poca importancia para las familias. 

En Itonama, la extracción de palmito se realiza durante nueve meses al año. La 
fábrica de palmito en Brasil cierra los meses de febrero, marzo y abril. El resto del año 
hay demanda de este recurso tanto en las comunidades como en las propiedades de 
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terceros. Un alto porcentaje de familias recurre circunstancialmente a la explotación de 
palmito como una forma complementaria de su economía; son menos quienes se dedi- 
can de manera más sostenida a esta actividad. Según las encuestas realizadas en Itonama, 
sólo el 29% de las familias extraen palmito con alguna regularidad y la consideran como 
una de sus actividades económicas. 

El proceso de extracción del palmito, por ser un producto fácilmente perecedero, 
requiere de un trabajo ágil y rápido: se deben afilar bien las herramientas (hachas y ma- 
chetes) y preparar alimento para todo el día. Luego deben internarse al monte en busca 
de una mancha de plantas de asaí; una vez ubicada la mancha, se tumban las plantas y se 
tronquean, que es separar la parte del palmito del tall y de las hojas, hasta completar el 
cupo. Luego se pela el palmito y se acarrea a la comunidad o a la orilla del río donde ya 
deberá estar esperando el comerciante. En este proceso suelen participar las mujeres, 
especialmente cuando el trabajo es relativamente próximo a la comunidad. 

Otros productos forestales no maderables en Itonama son: el chocolate, la siringa, 
la castaña, sin embargo, estos productos no tienen importancia económica de relevancia 
y su explotación es poco significativa. 

En la zona del TIM no existe normativa expresa para controlar los recursos foresta- 
les no maderables. Su acceso y aprovechamiento se supedita al grado de necesidad de los 
comunarios, validando la lógica de “la enmienda al problema agobiante”. 

En cambio, en la zona de Itonama sí hay principios de reglamentación de los recur 
sos forestales no maderables. En Nueva Calama está completamente prohibido cortar 
palmito; en otras comunidades el Cabildo intenta reducir su explotación, pero los comer- 
ciantes manifiestan tener permiso otorgado por la Superintendencia Forestal para la ex- 
tracción y con ello convencen a los comunarios para explotar este producto. 

Es una decisión colectiva el respeto a los árboles de castaña, siringa y chocola- 
te, se los cuida en los chaqueos porque también son susceptibles de explotación 
con fines comerciales, aunque en muy poca cantidad y sólo en determinadas regio- 
nes del territorio. 

La difusión de leyes y reglamentos respecto a los recursos forestales es deficiente y 
expuesta a distorsiones; al parecer la prohibición en algunas zonas es sólo para los que 
no tienen permiso de comercializar este producto. Por otro lado, existe ambigúedad en 
el control, puesto que las autoridades de manera oficial no otorgan permiso para la ex- 
plotación de palmito, pero cobran impuestos en la frontera con el Brasil (Costa Márquez). 
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2. Enel ámbito del territorio 

Desde 1987, año de la penetración de las empresas madereras, la situación sobre el apro- 
vechamiento forestal tuvo cambios profundos en las comunidades del TIM a nivel socio- 
cultural, económico y político, contribuyendo a la distorsión y pérdida de valores 
espirituales y de reciprocidad entre los comunarios. En este proceso estuvieron 
involucrados no sólo los comunarios sino también las autoridades del territorio, avalando 
con autorizaciones, en unos casos, y en otros negociando personalmente a nombre del 
territorio la venta ilegal y el aprovechamiento no sostenible de los recursos forestales de 
gran demanda. Además, los beneficios de la venta de madera no fueron significativos 
para el territorio, como señala uno de sus exdirigentes: 


...se compró una estancia de $us 140.000.-, ubicada dentro las comunidades de Santa Rosa y Pueblo 
Nuevo, la que en realidad valía $us 30.000.-; se compró una sede en San Ignacio de Mojos, que actual- 
mente está en peligro de ser rematada por deudas contraídas por dirigentes ante un comerciante, 
creo que no hubo beneficios reales para el territorio, sólo sirvió para saquear, robar y así justificarse 
(entrevista a Miguel Peña, 2000). 


Actualmente, si bien las autoridades de la subcentral intentan frenar la venta ilegal 
de los recursos, las familias de las comunidades continúan vendiendo recursos forestales 
a precios bajos. 

En el territorio ltonama los productos maderables y no maderables represen- 
tan un importante recurso en la economía de las familias indígenas, que sirve tanto 
para el uso como para la comercialización. El aprovechamiento de los recursos es a 
nivel familiar y comunal, no se tienen experiencias de explotación a nivel del territo- 
rio. Últimamente se está intentando implementar un Plan de manejo integral de los 
recursos forestales. 

A nivel del TIM se intentaron ejecutar iniciativas de aprovechamiento forestal en 
1991 y 1995 cuando CIDDEBENI y un equipo técnico indígena establecieron tres viveros 
en comunidades. Aunque algunos árboles fueron replantados en parcelas privadas, todos 
los viveros fracasaron (Roper, 1998: 121). En dos ocasiones CIDDEBENI intentó aplicar 
un programa de manejo forestal en el TIM con apoyo de la OIMT, la primera iniciativa en 
1992 fracasó cuando las organizaciones indígenas acordaron vender la madera derribada. 
Y en 1997, cuando la nueva subcentral del TIM, dirigida por Miguel Peña, rechazó el 
proyecto (Ibid. ). 
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Hasta el momento no se tiene experiencia de aprovechamiento forestal a nivel del 
TCO Itonama, porque la preocupación está dirigida principalmente a consolidar su dere- 
cho propietario, aunque se realizaron varías reuniones para discutir qué se hará luego 
con el territorio, cómo se realizará su manejo integral. 

En lo que va de nuestro estudio hemos encontrado que las comunidades al interior 
del territorio son fuente generadora de prácticas y procedimientos que se caracteriza por 
su permanente adaptación y mutación con el mundo externo. En ambos territorios se 
cuentan con estatutos orgánicos, instrumentos que están dirigidos fundamentalmente a 
normar la vida político-organizativa de las TCOs, estableciendo principios, atribuciones, 
derechos, obligaciones y sanciones en este campo. Las reglas referidas a los recursos 
naturales son muy generales, por tanto no constituyen un orden normativo que realmen- 
te regule el aprovechamiento de los recursos existentes. 


2.1. Sistemas de control de los recursos forestales 


2.1.1. Guardia forestal indígena (6H) 

La venta de madera extraída ilegalmente del TIM, a precios por debajo del valor real de la 
madera, provocó una serie de problemas al interior de las comunidades, al punto de 
poner en serio peligro la integridad orgánica y física del TIM. Es entonces cuando que se 
plantea la necesidad de protección y control de sus recursos a través de los guardas fores- 
tales en el territorio. 

La emisión del D.S. 23107 de 9 de abril de 1992 estableció la Guardia forestal 
indígena (GFI), integrada exclusivamente por miembros de las comunidades indíge- 
nas. Su tarea principal fue la de vigilar y proteger los territorios como propiedad co- 
mún y preservar sus recursos naturales, orientar y apoyar la conservación y uso 
sustentable de los recursos naturales por parte de las comunidades y confiscar todos 
los recursos forestales que son extraídos ilegalmente, custodiando los productos y 
especies confiscadas. También se establece que el 80% de los recursos provenientes de 
la venta de bienes confiscados y multas serán destinadas a las comunidades y el 20 % 
restante a la guardia forestal indígena. 

El Ministerio de Medio Ambiente capacitó 20 guardas forestales para el funciona- 
miento de este mecanismo de control, y dio un soporte económico para su funciona- 
miento. Posteriormente la Subcentral elaboró un proyecto en coordinación con 
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CIDDEBENI, destinado al reforzamiento de los conocimientos adquiridos. Una vez ca- 
pacitados los 20 guardas forestales, se conformaron seis puestos de control, cada uno 
conformado por cuatro o seis personas que dependían administrativamente, y des- 
pués también económicamente, de la Subcentral. Ejercían el control haciendo rondas 
en áreas donde había bastante recursos maderables y donde se entraban pirateros y 
madereros. Detenían al infractor, decomisaban los instrumentos y los trasladaban 
a San Ignacio. 


Ellos en general pagaban una multa por la madera, se decomisaba para beneficio de las comunidades, 
pero es aquí que comienza el problema cuando la organización indígena comienza a hacer negocios, 
y terminaban devolviendo las cosas. Eso desmayo el ánimo (entrevista a Edilberto Silaipi, ex guarda 
forestal). 


Lo que se quería con los guardas forestales era proteger los bosque, ellos pusieron trancas y junto con 
los dirigentes se propusieron ejercer el control contra la explotación y frenar los atrevimientos de los 
empresarios, quienes incluso cortaban árboles dentro de las comunidades. Lo decomisado debía ser 
para beneficio de la comunidad (entrevista a la ex presidenta de la subcentral de San Ignacio, señora 
Petrona Cayti). 


Desde 1992 había agentes forestales que trabajaron muy positivamente al enfrentarse con los 
taladores de la madera completamente armados, pero desde 1995, la época en que la situación de 
la organización se puso totalmente crítica, es entonces que los guardas forestales se tuvieron que 
retirar en 1996 junto con el equipo técnico del territorio (entrevista al ex presidente de la subcentral, 
Rogelio Chicaba). 


En el taller en que participaron las comunidades indígenas se analizó la experiencia 
de la guardia forestal y se llegó a la conclusión de que en una primera instancia fue posi- 
tiva, pero fue más grande la habilidad de los pirateros y las empresas madereras, que 
“compraron” a los protectores del territorio, que se convirtieron en cómplices y en un 
peligro para el territorio. Como señalaron los comunarios: 


Un tiempo trabajaron bien y después se convirtieron en cómplices, dejaban pasar los camiones, co- 
braban a terceros y comunarios. 

La experiencia falló porque las empresas compraban a los dirigentes, entonces decidieron realizar los 
cobros por su cuenta. 

Corría mucho dinero, estaba en su auge la mara, pero fue una mala experiencia gue no queremos 
repetirla (taller comunal TIM, 7 y 8 febrero 2000). 
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Si analizamos bien la situación, la guardia forestal provocó el conflicto organizativo con los comunarios, 
fueron ellos quienes acusaron a los dirigentes de que no se les pagaba puntualmente, ellos malgasta- 
ban su dinero, más paraban en San Borja, y al final ellos hacían los tratos con la empresa. Los guardas 
forestales no funcionaron dentro de los propósitos que se les había formado, al final ni los dirigentes 
pudieron controlarles, el problema fue que no había un reglamento que norme sus funciones y dele- 
gue sanciones a los que incumplan el reglamento (Roberto Tababary). 


En la TCO Itonama la idea de implementar guardas territoriales y forestales surgió 
en 1998, cuando se plantea formalmente su constitución ante la Coordinadora indígena 


de pueblos originarios (CITCO). La propuesta fue admitida, pero hasta el momento no 
fue implementada. 


2.1.2. Reserva forestal municipal 

El Concejo Municipal de San Ignacio de Mojos presentó formalmente un proyecto de 
área de reserva municipal que abarcaba gran parte del territorio. Ante la situación, la 
subcentral solicitó al INRA la verificación técnica de coordenadas, obteniendo como re- 
sultado la sobreposición al TIM, no obstante que la Ley 1700 es clara al precisar que toda 
área de reserva no debe sobreponerse a dotaciones, específicamente sobre TCOs debida- 
mente reconocidas. 

La ley establece que al contar el TIM con un título ejecutorial, constituye una uni- 
dad geográfica de propiedad agraria colectiva, indivisible, imprescriptible e inembargable, 
que a su vez excluye cualquier otra forma de dotación posterior o concesión forestal, 
admitiéndose únicamente la consolidación de las propiedades agrarias existentes al inte- 
rior y que sean anteriores a la promulgación del referido título, en su calidad de terceros 
que demuestren derechos legalmente adquiridos. 

Si bien es cierto que la Ley Forestal faculta al municipio a establecer áreas de reser- 
va forestal para agrupaciones sociales del lugar y para concesiones, las mismos deben 
estar enmarcadas en superficies fiscales que determine el Ministerio de Desarrollo Soste- 
nible y Planificación, única autoridad que puede establecer áreas forestales fiscales al 
tenor del artículo 20, inciso a) de la Ley Forestal: 


Atribuciones del Ministerio de Desarrollo Sostenible: a) Clasificar las tierras según su capacidad de 
uso mayor, evaluar el potencial de recursos forestales y presentar a la Superintendencia Forestal el pro- 
grama de áreas a ser licitadas de oficio y de las áreas reservadas para agrupaciones sociales del lugar. 
Dicha programación evitará superposiciones con áreas dotadas o con TCO debidamente reconocidas. 
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En el caso planteado, el proyecto de creación del área forestal del Municipio de San 
Ignacio se sobrepone al Multiétnico como tierra comunitaria debidamente reconocida y 
titulada. Finalmente el Consejo Municipal decidió respetar el derecho propietario. Este 
proceso de defensa de sus derechos y la decisión de controlar el territorio fue un 
emprendimiento de la organización territorial. 


Constatadas las verificaciones técnicas de coordenadas, el INRA-Beni hace llegar un informe donde 
constata que existe una superposición total, es decir que en un 100% del proyecto del Municipio 
sobre TIM (Documento INRA, 1998). 


2.1.3. Plan de manejo 

Cuando una TCO decide realizar aprovechamiento de sus recursos forestales de forma co- 
mercial requiere elaborar un plan de manejo como requisito de orden social. Si están intere- 
sados en el aprovechamiento comercial, pero no tienen los medios para realizarlos, pueden 
firmar contratos subsidiarios con empresas madereras que ejecuten la extracción. 

Un plan de manejo en la TCO incluyen además los datos socioeconómicos de 
organización y las modalidades de la participación de las comunidades en decisiones de 
la distribución equitativa de los beneficios. Como señala Zulema Lehem, un plan de ma- 
nejo es un “hecho social”, debe tener un visión integral de desarrollo, por tanto no debe 
reducirse al manejo exclusivo de los recursos forestales. Debe tomar en cuenta los dife- 
rentes intereses de los beneficiarios, conocer y entender su dinámica interna, su estruc- 
tura y relaciones sociales y culturales antes de plantear propuestas y proyectos de manejo 
y uso de los bosques. “Un plan de manejo es un documento que permite organizar 
participativamente el aprovechamiento del bosque y asegurar el uso sostenible” (entre- 
vista a Edwin Guarayuco). 

Las experiencias de gestión territorial están dirigidas a apoyar iniciativas de aprove- 
chamiento forestal en pueblos indígenas de manera técnica, sin tomar en cuenta la 
compatibilización normativa con las leyes del mercado, resultando en conflictos internos. 

El 27 de octubre de 1999 el gobierno promulgó el D.S. 25561 que autoriza la venta 
de madera derribada en las TCOs para que con los ingresos obtenidos se elabore un plan 
de manejo para frenar la tala ilegal de madera. La Unidad de coordinación con pueblos 
indígenas (UCPOI) fue la encargada de iniciar todos los trámites y se tiene proyectado la 
elaboración de un plan de manejo en el TIM. 
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3. Hacer frente a los agentes externos 

Nuestra intención es conocer de qué manera se configuran las relaciones entre los terri- 
torios y los agentes externos, que de alguna manera están involucrados en la explotación 
de los recursos forestales. 

Los sistemas de explotación forestal en los territorios indígenas se han caracteriza- 
do por la presencia de empresas madereras, bajo el régimen forestal anterior. Esta pre- 
sencia propició el surgimiento de las organizaciones indígenas en rechazo a la explotación 
intensiva de especies selectivas del TIM; la permanencia de los aserraderos o su 
reubicación, ayudaron a ahondar las divisiones internas en la organización indígena. 

En el territorio Itonama las empresas palmiteras ya abandonaron el lugar y actual- 
mente predomina el vínculo comercial con Brasil, cuando se trata del palmito, y con los 
constructores de chatas, en el caso de la madera. 

Las unidades de explotación de recursos forestales se agrupan en empresas y 
pirateros. Dentro de este grupo se encuentran las empresas concesionarias, los grupos 
intermediarios denominados “pirateros” y los aserraderos. 

En el TIM se encuentran un conjunto de empresas madereras que han suscrito 
contratos de aprovechamiento forestal a largo plazo con el Centro de desarrollo 
forestal regional norte. En 1991, mediante dispositivos establecidos en la anterior 
estructura institucional forestal, se suscribieron los contratos forestales a largo, me- 
diano y corto plazo. Los primeros fueron suscritos por veinte años, los de corto 
plazo de cortes anuales. 

Con relación a este sistema de explotación, el Decreto Supremo 22611 establece 
en lo que se refiere al bosque de Chimanes lo siguiente: 


Se declara a la región de Chimanes como área indígena, constituyendo un espacio socioeconómico 
para la sobrevivencia y desarrollo de las comunidades y asentamientos indígenas Chimanes, Mojeños, 
Yuracares y Movimas que lo habitan. 


No obstante, más adelante establece: 


Se declara como zona de aprovechamiento empresarial del área indígena de la región de Chimanes al 
espacio restante con una superficie de 420.000 hectáreas fuera de las zonas de protección y de terri- 
torios indígenas. En esta zona serán reubicadas aquellas empresas que tienen permisos y que hubiesen 
cumplido con la Ley Forestal y su reglamento. Este proceso de reubicación debe realizarse en un 
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plazo de 90 días mediante una comisión integrada por el Centro de Desarrollo Forestal, el Instituto 
Indigenista Boliviano y las empresas madereras de la región de Chimanes. 

Art. 11. Se dispone que al concluir los contratos de aprovechamiento a largo plazo, las zonas de 
aprovechamiento empresarial del área indígena de Chimanes pasarán a formar parte de los territo- 
rios indígenas. 


En 1994, en plena vigencia de los contratos de largo plazo, la dirigencia indígena 
del TIM fue reiteradamente presionada para suscribir contratos de ventas de madera 
hacia las empresas circundantes. Es en el periodo 1994-1996 que sobreviene una explota- 
ción intensiva de la mara y la división interna de la organización del territorio Multiétnico, 
motivada por la presión para consolidar la hegemonía económica de los aserraderos. La 
reubicación de las empresas, especialmente los aserraderos dentro de Chimanes fue con- 
solidado mediante el procedimiento de conversión forestal establecido en la Ley Forestal 
de 1996. En efecto, en la disposición transitoria de la ley se estableció que el régimen de 
conversión voluntaria de las empresas forestales podría ser efectuada para adecuarse a la 
concesión forestal vigente de cuarenta años. Las resoluciones de conversión que la 
Superintendencia dictó en agosto de 1997 reconoce la vigencia de los contratos de apro- 
vechamiento a largo plazo suscritos entre las empresas y el Centro de Desarrollo Forestal 
por el lapso de veinte años. 

El relacionamiento de la empresa con las organizaciones indígenas en el caso 
del TIM evolucionaron paralelamente en la disputa de sus propios espacios de 
poder local. 


Por lo demás, la presencia de las empresas madereras continúa significando un elevado nivel de 
conflictividad con los indígenas, ya que, por ejemplo, a pesar que el decreto Supremo No. 22611 
establece que las empresas deben sacar sus instalaciones de los territorios indígenas, los aserraderos 
de las empresas Bosques del Norte, CIMAGRO y Hervel siguen asentados dentro del territorio indíge- 
na Multiétnico, colindando con la comunidad de San Miguel. (CIDDEBENI, 1993: 6) 


Los dirigentes de San Miguel permitieron la permanencia del aserradero, pese a la 
instrucción del decreto supremo que disponía su reubicación; sin embargo, las autorida- 
des de la comunidad suscribieron un convenio de alquiler o arrendamiento del sitio para 
el funcionamiento de los aserraderos por un monto de dinero que nunca llegó a pagarse 
integramente; este convenio fue avalado por la subprefectura de Mojos. 
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Los intermediarios pirateros negociaban los precios de venta de especies se- 
lectivas, especialmente mara, y en el período 1995-1996 propiciaron actos de co- 
rrupción en las organizaciones indígenas, principalmente la subcentral. Aunque estos 
últimos años la situación no mejoró sustancialmente, la relación con las empresas 
madereras y pirateros se mantienen en un estado de dependencia y rechazo, como 
lo señalan los mismos comunarios, pues, aunque abastecen con víveres y dan 
fuentes de trabajo a los comunarios, pagan lo que les conviene, venden sus cosas a 
precios altos, se aprovechan de la necesidad de los comunarios, no pagan impues- 
tos ni regalías y manipulan a las autoridades comunales (Taller intercomunal 
Itonama, febrero 2000). 

En cuanto a la autorización para la extracción de productos no maderables como el 
palmito, los comunarios piden permiso al Corregidor o Alcalde de campo para sacar pal- 
mito, pero los comerciantes llevan ya permisos extendidos por la Superintendencia Fo- 
restal, pese a que ésta no debería otorgarlos. Las autorizaciones de explotación no guardan 
relación al nuevo régimen forestal, sigue aplicándose la estructura de explotación del 
régimen anterior. 

La situación de relacionamiento de las empresas con el territorio del TIM y poste- 
riormente con los territorios demandados variaron con la dictación de la Ley Forestal de 
1996, principalmente por los siguientes aspectos: 


e  Tratoespecial de aprovechamiento forestal para las organizaciones indígenas y cam- 
pesinas. 

. Beneficio de conversión a las empresas madereras para acogerse al sistema de con- 
cesiones a largo plazo. 

e Pago de patentes forestales por superficie y no por derechos de monte y regalías. 

e  Lastierras comunitarias de origen pueden solicitar autorizaciones de aprovecha- 
miento forestal y pagan sólo por la superficie explotada anualmente. 

e Inseguridad jurídica en la superficie de concesiones y aparición del sector interme- 
diario denominado “pirateros”. 

e  Lasuperposición de derechos forestales concesionarios sobre los territorios indí- 
genas titulados e inmovilizados, caso del TIM y de Itonama. 

e Aparición de contratos de ventas de madera entre concesionarios y comunidades 
indígenas basadas en la informalidad. 
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e El ente regulador, la Superintendencia Forestal, encuentra dificultades para esta- 
blecer el control de extracción de maderas entre las concesiones, pirateros y co- 
munidades indígenas, 

e Generación de fuertes tensiones internas y división de las organizaciones indíge- 
nas entre los que apoyan a empresas y los que rechazan su accionar. 

e  Laaplicación de autorizaciones y planes de manejo en los territorios es inexistente 
por los excesivos requisitos técnicos, que más bien alientan la informalidad como 
forma expeditiva del tráfico de maderas pirateadas. 

e La madera extraída por el sector informal no retribuye ni incide en la patente fores- 
tal, menos en el sector tributario. 

e  Seimpone la normativa interna de las comunidades antes que la normativa estatal 
regulatoria en las relaciones de concesión, pirateros y comunidades indígenas. 

e  Lainformalidad del aprovechamiento forestal obliga al Estado a dictar decretos de 
excepción de aprovechamiento de madera derribada, distorsionando la propia Ley 
Forestal. 

e Parala actividad extractivista de productos no maderables (palmito, castaña) al no 
poder encuadrarse al nueve régimen forestal, se dictan igualmente decretos de 
excepción por los que se convierten a los establecimientos de barracas en conce- 
siones forestales, ocasionando un conflicto territorial con pueblos y demandas te- 
rritoriales en trámite ante autoridades agrarias. 


En lo que se refiere a las sobreposiciones de empresas madereras, el TIM se 
adhirió al reclamo formal contra la Superintendencia Forestal por las concesiones fo- 
restales que afectaban a su territorio, exigiendo la revocatoria de resoluciones de con- 
versiones forestales de agosto de 1997; posteriormente derivaron en recursos 
jerárquicos y contencioso administrativos ante tribunales jurisdiccionales, sin que has- 
ta el presente se haya resuelto el problema. 

En el campo de la seguridad jurídica de la propiedad agraria, el TIM aún no ha 
ingresado al saneamiento legal del territorio, dificultad que afecta en la delimitación con 
los concesionarios colindantes y con los terceros al interior del territorio. 

En Itonama, igualmente se impugnaron las conversiones forestales dentro del 
territorio inmovilizado, hasta la fecha el proceso contencioso administrativo continúa 
su Curso legal. 
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La Superintendencia Forestal reconoce la situación conflictiva de la informalidad 
en el uso forestal. Las comunidades perciben al bosque como su complemento directo 
en sentido de apropiación, así la comunidad Carmen del Aperecito del TIM, en un voto 
resolutivo de 3 de mayo de 1999 señalaba: 


Que la comunidad es la propietaria de la madera y custodia de sus derechos como dueña absoluta de 
sus recursos naturales y por esto se ha tomado la determinación unánime que la comunidad haga la 
venta de madera cortada en gestiones pasadas directamente al mejor postor y cumplir los convenios 
anteriores que están legalmente establecidos y son de conocimiento de la Superintendencia Forestal. 


Todos acusan al sector informal como causante del conflicto, sin embargo, se debe 
precisar e identificar cómo se articula la informalidad: 


Quiénes explotan la madera, la ampliación de los cultivos de subsistencia, la expansión de la agricul- 
tura mecanizada, la habilitación de pasturas para la ganadería y la ocupación de áreas forestales para 
la extracción maderera. En estos procesos participan distintos grupos que así se constituyen en agen- 
tes directos de la deforestación, estos son los pequeños agricultores, los indígenas, los empresarios 
agrícolas, ganaderos y madereros. 

Cada uno de los agentes (empresas agrícolas, ganaderos y madereros) está usualmente asociado con 
un patrón de deforestación el cual es resultado de la aplicación de determinadas prácticas del uso de 
la tierras O de los recursos forestales. La diferencia entre dichos patrones se han traducido en efectos 
disímiles sobre los bosques. (CEDLA) 


La aplicación de normativa externa en los procedimientos de extracción como son 
los reglamentos subsidiarios forestales, la Resolución ministerial 136/97, referida a las 
normas técnicas para la elaboración de instrumentos de manejo forestal comercial en 
tierras comunitarias de origen, y del reglamento Ministerial 131/97 de desmontes y que- 
mas controladas, no han podido ser aplicadas en las comunidades del TIM y en los terri- 
torios inmovilizados en trámite, como el Itonama. Sin duda, esta normatividad es ajena a 
la realidad y a las prácticas que devienen de la normatividad interna, que resulta ser más 
expeditiva y con mayor fuerza social. 

Se ha demostrado la informalidad de la actividad forestal en el TIM en la que parti- 
cipan concesionarios forestales, comunidades indígenas e intermediarios. La normatividad 
externa hacia el sector maderero y territorios sólo se beneficia con el cobro de las paten- 
tes forestales por superficies concedidas, pero en el plano del cumplimiento de la regla- 
mentación subsidiaria forestal se puede resumir lo siguiente: 
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e Ante la no aplicabilidad de los reglamentos forestales en los territorios, la 
Superintendencia pretende establecerse como conciliador entre los actores 
sociales. 

+  Persiste la informalidad de explotación forestal entre concesionarios fuera del lími- 
te de sus concesiones. 

e  Lascomunidades perciben la propiedad de los recursos forestales y naturales y su 
derecho a disponer para la comercialización. 

e La normatividad externa de la entidad reguladora frente a los hechos documenta- 
les registrados no aplica ningún tipo de sanciones. 

e  Noexiste un seguimiento a los planes de manejo de los concesionarios en la verifi- 
cación de extracción en sus áreas de aprovechamiento anual. 

e Ellímite de las concesiones y de los territorios son permanente fuente de conflicto. 


A nivel interno el control está directamente relacionado con la organización (sus 
reglas de juego, la distribución de beneficios, toma de decisiones). El control externo se 
hace a nivel de municipio y de la Superintendencia Forestal. Ésta tiene la potestad para 
delegar facultades técnicas o de control a las instancias prefecturales y municipales, lo 
que no la excluye del ejercicio de sus funciones y atribuciones. 


3.1. Circuito de control cruzado en tierras comunitarias 

El control externo sobre los territorios, ejercitado por la Superintendencia desde la 
promulgación de la Ley Forestal 1700, ha sido muy deficiente en cuanto a la disponibili- 
dad de recursos humanos y administrativos para recepcionar las denuncias de uso y 
comercialización de maderas extraídas de TCOS y tierras comunales. 

La gestión y el manejo forestal en los territorios y las empresas forestales 
concesionarias, se ha desenvuelto en una dinámica propia, sin intervención estatal. 
Este vacío de acción ha sido rebasado por la complejidad de las relaciones internas 
de los territorios a nivel de sus organizaciones y de los conflictos con las 
empresas madereras. 

En 1999, la Unidad de Coordinación de la Superintendencia Forestal (UCPOT), cons- 
ciente de la complejidad y la inoperabilidad de esta instancia, diseñó una estructura de 
“control cruzado” para el seguimiento de la informalidad forestal, el mismo se expresa a 
nivel local, departamental y nacional. 
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Cuadro 8 
Propuesta de control cruzado de la UCPOI 


tra. etapa | Registro (UFM UOB) | Realizan inspección | Expiden informe EST 
2da. etapa | Notificar al INRA Elaboran informe Expiden informe | Expiden informe a 
del proceso a la UCPOI CIDOB 


3ra. etapa | Verificar denuncias Analizan informe Notifican al Toman decisiones e 
INRA informan sobre el 
proceso 


4ta. etapa | A nivel de la UCPOI- | Registro del caso Notifican al Remisión informe en 
Superintendencia INRA Nacional | la Comisión Nacional 
Forestal 





Fuente: Formulario UCPOI-ATS-SFT. 


El propósito de esta normatividad cruzada es obtener un registro de las denuncias 
efectuadas a nivel de los territorios, proceder a la verificación de las mismas e involucrar 
al Instituto Nacional de Reforma Agraria, y establecer etapas que deberán ser ejecutadas 
en plazos definidos. Hasta el presente, de acuerdo a información del Superintendente 
Forestal regional, este procedimiento aún no está definido, se encuentra en una etapa de 
ajustes para su implementación. 


3.2. Funcionalidad de las normas y procedimientos internos y externos en el control 
de los recursos forestales 

La falta de correspondencia entre los niveles de control interno y externo puede conside- 

rarse como el punto mas débil del relacionamiento del Estado con los territorios y las 

organizaciones indígenas. Esta falta de correspondencia se expresa en las siguientes 

asimetrías: 


a) El Estado no reconoce plenamente el derecho del ejercicio de un control interno 
efectivo por las organizaciones indígenas. 

b)  ElEstado se resiste a delegar las funciones de control a las organizaciones indígenas. 

Cc) El Estado no promueve soluciones alternativas de un equilibrio de control, que 
permita a los territorios el derecho al acceso y exclusividad en el aprovechamiento 
forestal de conformidad con los términos y alcances obtenidos en la Constitución 
Política reformada (Artículo 171). 
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d) 


e) 


h) 


g) 


Las organizaciones no asumen como propias las normas regulatorias estatales en el 
tema forestal. 

El foro forestal organizado por la UCPOI en el Beni (marzo de 1999) no ha podido 
superar las barreras entre los niveles de control, denotándose que la 
Superintendencia pretende imponer el criterio de transformar a los territorios en 
forestales a través de contratos subsidiarios de aprovechamiento forestal, 

El Estado prefiere dictar normas de excepción (Decreto Supremo No. 25561) a 
impulso del sector maderero para facilitar la explotación forestal en los territorios. 
El sector indígena no adopta una política clara de posicionamiento en el tema fo- 
restal a nivel de los territorios. 
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CAPÍTULO CUATRO 
Aprovechamiento y control 
con identidad 


1. El escenario en el que se efectúa la explotación de los recursos 
forestales 

La visión del indígena recolector, cazador y pequeño agricultor va cambiando de 
orientación ante la creciente demanda de recursos forestales, en especial los 
maderables, y la penetración de gente ajena en las zonas indígenas. Los pequeños 
grupos, las empresas madereras y los comerciantes modifican la visión del indígena, 
que desprovisto de cualquier destreza mercantil, se lanza al mercado. De ahí las 
condiciones desventajosas en que se desenvuelven los indígenas para encarar la 
comercialización de los recursos extraídos y la dificultad de asumir un control total 
de sus recursos forestales y del mismo territorio, que constituye su espacio de vida 
y de reproducción sociocultural. 

Esto modifica sustancialmente las relaciones sociales entre las comunidades indí- 
genas y acentúa la diferenciación interna que, en el caso de nuestras zonas de estudio, es 
por demás evidente. El acceso a los recursos forestales con fines de mercadeo está aso- 
ciado al status político y económico de los miembros de la familia, principalmente el 
padre. Sin embargo, esta diferenciación no necesariamente se refleja en las condiciones 
de vida de la familia, puesto que la actividad de explotación de los recursos forestales 
condiciona a descuidar otras actividades económicas como la agricultura, de modo que 
el nivel de gasto de esta familia se incrementa sustancialmente, imposibilitando cualquier 
posibilidad de ahorro, salvo algunas excepciones. 

Ya se demostró que la explotación de madera con fines comerciales no constituye 
para el comunario un negocio lucrativo, las ganancias de esta actividad prácticamente 
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son absorbidas por el comerciante de madera y las carpinterías, cuando el recurso es 
destinado al mercado local. 

Hay que agregar que la presencia de agentes externos en los espacios físicos de la 
población indígena motivó la búsqueda de estrategias de defensa. Ahí surgieron las 
Subcentrales de cabildos indigenales, cuya misión primordial fue y continúa siendo la 
consolicación del territorio. En muchos casos, los agentes externos logran implicar a los 
dirigentes en la actividad de extracción de recursos forestales para beneficio exclusiva- 
mente personal; luego se implican también familias influyentes de la comunidad, que en 
muchos casos coinciden con los dirigentes o familiares de éstos. Ante esta situación la 
población indígena entra también en la lógica extractivista o asume una actitud de recha- 
zo manifiesto o de silencio discordante. Esto repercute directamente en el debilitamien- 
to de la organización tanto territorial como comunal. 

En tanto, la situación se torna propicia a los intereses de los agentes externos, 
quienes intensifican su actividad de explotación directa o a través de los mismos 
comunarios que se prestan al negocio con la ilusión del dinero fácil, sin medir las conse- 
cuencias ecológicas en sus propios montes ni las consecuencias sociales y organizativas 
de la comunidad y el territorio. 


2.  HBpunto de partida 

Lo formal —en el sentido convencional— de la normatividad comunal está ausente, lo 
que no implica ausencia de normas, puesto que éstas están inmersas en un entramado 
de decisiones, acuerdos internos, necesidades, cooptaciones sociales, coyunturas 
socioeconómicas y su aplicación está condicionada también a una serie de factores 
que van desde el grado de articulación social de la comunidad, hasta la correlación de 
fuerzas y el tipo de relacionamiento existente entre la comunidad o las autoridades 
comunales y el infractor. 

La normatividad respecto a la explotación de los recursos forestales, evidentemen- 
te se encuentra en un proceso de constitución y lo reconocen los mismos indígenas, 
puesto que lo que hay hasta el momento es insuficiente y se requieren avances más 
acelerados para evitar que se exterminen los recursos forestales existentes. Sin embargo, 
eso no niega la existencia de algún grado de normatividad a nivel de la TCO y de las 
comunidades, que tienden a constituirse en normas prácticas y acordes al momento, lo 
que les hace ganar en agilidad y consenso colectivo. 
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AIbó (op. cit.) habla de la flexibilidad y heterogeneidad del derecho consuetudina- 
rio, de acuerdo a los actores y las situaciones. Esta lógica prevalece en nuestras zonas de 
estudio, y no necesariamente denota debilidad, sino que busca agilidad, viabilidad y ar- 
monía comunal. La norma interna no se confronta con las normas oficiales del país, más 
bien son un referente para encarar la regulación de los aspectos más polémicos, especial- 
mente cuando involucra a gente ajena a la comunidad. 

De la misma manera, el control de los recursos forestales en ambas zonas de estu- 
dio se ejerce dentro de un juego de medición de fuerzas, grado de motivación de la 
comunidad y sus autoridades y el nivel de conocimiento de los derechos y obligaciones 
que otorgan las leyes bolivianas. Por tanto, podemos afirmar que el ejercicio del control 
está directamente mediado por el tipo de relaciones socioculturales establecidas con los 
actores involucrados en la explotación de los recursos forestales. La tolerancia o la 
drasticidad ejercida en el control dependerá nuevamente de los actores y de las circuns- 
tancias O situaciones del momento. 

En síntesis, el factor cultural, en el sentido de cosmovisión, de creencias, de “acuer- 
dos” hombre-naturaleza, que en un momento histórico ha sido un componente básico 
del relacionamiento de la población con la naturaleza, al parecer hoy no tiene relevancia 
en el establecimiento de normas ni en el ejercicio del control sobre los recursos foresta- 
les. En cambio, existen otros factores, enmarcados también en el ámbito sociocultural, 
que para la población indígena sí son determinantes para establecer normas y sistemas 
de control sobre sus propios recursos; por ejemplo, la lealtad a quien se debe un favor, la 
predisposición a evitar el conflicto, el temor a los agentes externos poderosos y el valor 
social del trabajo en el chaco. 


3. — HB mundo de las relaciones socioculturales 
Como un punto concluyente en lo que se refiere a las relaciones socioculturales 
establecidas en ambos territorios, podemos decir que el estado de estas relaciones 
determinan el grado de adopción y aplicación de normas internas y el estableci- 
miento e implementación de mecanismos de control de los recursos forestales 
comercializables. 

De acuerdo a la observación de campo y de los datos recogidos, las relaciones 
socioculturales entre comunarios y de éstos con los dirigentes se desarrollan en un 
ambiente de coordinación, de discusión abierta y de respeto mutuo. La variable norma 
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y el factor control tienen un grado mayor de atención en su constitución y de vigen- 
cia en su aplicación. 

Las comunidades con estas características tienen, de alguna manera, regulado el 
aprovechamiento de los recursos forestales y todos sus miembros participan en el con- 
trol de su área territorial, concentrando más bien la atención ante la eventual aparición 
de un extraño que intente extraer recursos forestales con valor comercial. Aquí, cabe 
preguntarse si la solvencia en la fijación de normas y ejercicio del control repercute en 
una mayor cohesión interna y fortaleza organizativa, o es esta cohesión y fortaleza la que 
permite avanzar en este sentido. Quizá aquí también tenga que ver la lógica de la negocia- 
ción en función del beneficio colectivo. 

En cambio, en las comunidades donde las relaciones socioculturales entre 
comunarios o entre comunarios y dirigentes tienen algún grado de dificultad, pare- 
ce ser que el establecimiento de normas o el cumplimiento de éstas, si las hay, y el 
ejercicio de un control sobre los recursos forestales, se expresan con mucha dificul- 
tad y los resultados son desalentadores para los propios comunarios, pese a ser ellos 
mismos los implicados. 

De otro lado, se puede apreciar que el componente interétnico no constituye un 
factor determinante en el nivel de adopción o generación de normas internas y de con- 
trol sobre sus recursos forestales. 

Cabe señalar que por mejor que sean las relaciones dentro de la comunidad, siem- 
pre hay una familia o grupos de familias que persisten en la explotación intensiva de los 
recursos forestales. Hasta cierto punto se les tolera, pero llegado un momento se les 
hace un alto, con la amenaza de que deban abandonar la comunidad. 

A todo esto, el rol del Cabildo es fundamental, pero la reunión comunal es la ins- 
tancia donde se fijan las normas y donde se acuerdan las sanciones, tanto para los 
comunarios como para agentes externos. Además, la reunión comunal es la instancia 
donde se toman las determinaciones sobre el sentido de la regulación y las características 
del control sobre los recursos forestales. Sin embargo, esto no deslegitima el rol del Co- 
rregidor, de cuyo temperamento y solvencia moral dependen muchas cosas dentro de las 
relaciones internas; aunque también tiene mucho que ver la actitud que predomina en el 
resto de los habitantes. 


96 


3.1. La relación con los cuartoneros y pirateros 

La relación con los pirateros data desde antes que se constituyeran los territorios en 
ambas zonas de estudio y fueron turbulentas y llenas de incidentes, llegando a situacio- 
nes de desafío abierto a los habitantes de las TCOs y a enfrentamientos con las comunida- 
des y con los guardas forestales, en el caso del TIM. 

En la época de vigencia de los guardas forestales, éstos entraban en contacto direc- 
to con los pirateros, pero las relaciones se basaban en la confrontación, puesto que los 
guardas tenían como misión combatir a los pirateros en resguardo de los recursos fores- 
tales del territorio. 

Con la supresión de los guardas forestales, las comunidades asumieron el control 
directo de los recursos forestales de su área territorial, pero coincide con el agotamiento 
de la madera, lo que modifica el sistema de operar de los pirateros, que antes lo hacían en 
grupos numerosos y ahora operan de manera individual o en grupos de dos o tres. 

Las condiciones en que operan los pirateros permite a las comunidades afrontar la 
situación con relativo éxito: “A un piratero se le dio unos cuantos azotes aquí y no volvió 
más a la comunidad” (entrevista a Roberto Moye, ex corregidor de la comunidad Rosario 
del Tacuaral). Este testimonio nos da la idea de que las comunidades están en condicio- 
nes de superioridad ante los pirateros. Pero también hay casos en que el piratero se 
impone amenazando incluso con armas de fuego a los comunarios, argumentando ade- 
más que el monte es de todos, con lo que al menos evita que se le decomisen sus herra- 
mientas y la madera: 


«hubo un pirata que sacaba madera de la comunidad y cuando fuimos en grupo a quererlo sacar; 
más bien nos amenazó con su arma y no dejó que le hagamos el decomiso (entrevista a Basilio Nosa, 
ex corregidor de la comunidad San José del Cavitu). 


Otra estrategia de los pirateros en la zona Itonama es la posesión de “permisos” de 
la Superintendencia Forestal para extraer algún tipo de recurso forestal. Ante la incerti- 
dumbre jurídica de las tierras comunales de la zona, sus habitantes muchas veces se 
limitan a pedir a los pirateros que desistan de sus propósitos con éxitos parciales. De 
todas maneras, aunque en menor intensidad, actualmente los pirateros continúan ope- 
rando en ambos territorios y su actividad disminuye los recursos de las comunidades. 

Por su lado, los cuartoneros se encuentran en una situación privilegiada en 
relación a los pirateros, puesto que su forma de operar en la actividad maderera en las 
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comunidades no es exactamente clandestina, sino que cuentan con la complicidad de 
algunas familias e incluso hay situaciones en que el cuartonero tiene la venia oficial de la 
comunidad para operar en su monte. 

En muchos casos, son los mismos ex pirateros, que adaptando sus métodos de 
explotación de madera a las nuevas circunstancias, y para evitar la confrontación, 
establecen contacto con familias de la misma comunidad para sacar madera de ma- 
nera conjunta. Así, los cuartoneros deslindan responsabilidades a la familia 
involucrada. Esta situación genera conflictos internos, porque a la hora de actuar se 
flexibilizan las normas para el comunario involucrado. En otras ocasiones es la co- 
munidad en conjunto, por decisión colectiva, que realiza un contrato temporal con 
el cuartonero. En esta situación no hay problema porque la autorización es oficial, 
avalada por la organización. 

No obstante, el cuartonero generalmente tiende a engañar a la familia o a la comu- 
nidad en los volúmenes de madera extraída, o de lo contrario, lleva el producto a calidad 
de crédito y luego demora los pagos o finalmente no paga. 

Se puede decir que las relaciones socioculturales con los cuartoneros son com- 
plejas, puesto que se establecen lazos de dependencia que repercuten desfavorable- 
mente para la comunidad a la hora de establecer los limites de la actividad de explotación 
de madera. 


3.2. Relaciones socioculturales con los comerciantes 

En este punto, las relaciones socioculturales y su influencia en la actividad de explotación 
de madera y de recursos no maderables, son mucho más evidentes. En torno a estas 
relaciones se establece una especie de dependencia. El “adelanto” en plata, el “habilite” 
en víveres u otros artículos necesarios para el hogar, los regalos, el establecimiento de 
relaciones de compadrazgo, e incluso el matrimonio con las hijas de los comunarios, son 
los lazos que atan a las familias de la comunidad o, en algunos casos, a toda la comunidad, 
con los comerciantes. 

La comunidad se beneficia con una serie de “favores” que tiene que retribuir co- 
merciando su madera de manera exclusiva, por lo que el comerciante no tiene compe- 
tencia de otros compradores, y tiene el control de los precios del producto. Además, no 
se puede realizar ningún control directo sobre ellos, puesto que realizan la explotación 
de los recursos por intermedio de los mismos comunarios. 
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No obstante, hay comunidades que han intentado ejercer control sobre el comer- 
ciante, fijándole porcentajes de regalías para la comunidad, pero con resultados parciales 
o directamente nulos. Las autoridades suelen ser el blanco de las atenciones de los co- 
merciantes, lo que restringe toda posibilidad de ser rigurosos con ellos. 


3.3. Relaciones con las empresas madereras 

Estas relaciones con las empresas madereras son de lo más complejas porque se manejan en 
un mundo de temores, ambigijedades, espectativas y dependencias. Al parecer son dos los 
elementos que sustentan el relacionamiento comunidad-empresa: la dependencia y el poder. 


La dependencia que amarra 

De las dos zonas de estudio, es en el TIM donde actualmente operan dos empresas 
madereras: La Chonta y San Ambrosio, con las que hicimos el estudio del relacionamiento 
comunidad-empresa. 

Las empresas grandes que operan en áreas habitadas por indígenas y campesinos 
suelen practicar la estrategia del favor, ganándose la simpatía y asegurándose la vía libre 
para sus actividades. 

Las empresas madereras entraron a la zona estableciendo muchos convenios y ha- 
ciendo una serie de ofrecimientos que en la realidad nunca se materializaron. Los asisten- 
tes al taller intercomunal nos refirieron que entre las muchas cosas que prometieron 
están el levantamiento de terraplenes, la construcción de escuelas y postas y la dotación 
de medicamentos; sin embargo, hasta la fecha todo quedó en promesas. 

No obstante, efectúan otro tipo de favores, mucho más modestos, pero reiterados 
y que crean una dependencia y una actitud favorable de parte de los comunarios. Ya 
comentamos que estos favores consisten en trasladar enfermos de gravedad a San Igna- 
cio de Mojos; o llevar en sus movilidades a la gente en el camino; comprar productos 
agrícolas; brindar fuentes de empleo cuando la empresa lo requiere; regalar orillones de 
madera para cercar alguna construcción comunal. Además, los visitan con frecuencia para 
hacer manifiestos de mucha amistad. 


A poder que impone 


Al parecer, en el imaginario de los indígenas una empresa maderera o un aserradero 
de producción a gran escala representa un ente demasiado grande para enfrentar de 
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manera directa cuando se ven afectados en sus intereses. Por ello prefieren recurrir soli- 
citando favores para, de alguna manera, compensar el daño o la molestia. 

En el caso específico del aserradero “La Chonta”, que además se encuentra instala- 
do dentro del TIM, las comunidades circundantes a menudo expresan su molestia —que 
manifestaron en el taller intercomunal— por los múltiples daños y perjuicios que provoca 
a los comunarios y al monte. Pero el descontento no trasciende el ámbito comunal, la 
comunidad no hace prevalecer sus normas ni ejerce control sobre las acciones de la 
empresa. Aquí se evidencia claramente cómo la población opta por el silencio porque 
sabe que la empresa le reporta “beneficios” y no tienen capacidad para enfrentarla. 

Ante la empresa maderera, el nivel comunal resulta insuficiente para hacer prevale- 
cer un mecanismo de control interno en vigencia, debido a que el radio de acción de la 
empresa sobrepasa los límites comunales; porque la empresa apelará a una serie de argu- 
cias para justificarse O para imponerse, y por último, podrá utilizar el discurso de “arre- 
glar el litigio en los ámbitos jurídicos”, lo que los indígenas prefieren evitar. 

Pero la organización a nivel territorial, la Subcentral, en correlación de fuerzas sin 
duda está en mejores condiciones que la comunidad para ejercer el control de los recur- 
sos forestales respecto al accionar de la empresa maderera. Las posibilidades de efectivi- 
dad se incrementan porque la Subcentral puede encarar la discusión en los ámbitos 
judiciales con más conocimientos de los procedimientos y mecanismos. 


4. Las normas como mecanismos de control 

En las comunidades de los territorios Multiétnico e Ironama existe mucho temor a los 
efectos de la ley, pero mucho desconocimiento de ella. Con relación a la Ley Forestal, en 
el TIM el 41% de las familias no conocen el alcance de la ley en términos de beneficios 
para la explotación de los recursos forestales; el 43% no encuentra ningún beneficio en 
la referida ley; y para el restante 17% sirve para orientar a los indígenas, para que la plata 
de la venta de madera quede en la comunidad, obliga a reforestar y a sacar madera 
con permiso. En la zona Itonama la situación es mucho peor, el 89% de las familias 
desconocen la ley; el 9% señala que la ley no beneficia en ningún sentido a las familias 
indígenas; y tan sólo el 2% le encuentra algo de positivo. En el taller intercomunal se 
evidenció ese desconocimiento de la norma, excepto los dirigentes de la Subcentral y 
algunos jóvenes que tuvieron acceso a algún taller sobre legislación. 
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Esta situación es una causa de debilidad en el ejercicio del control interno sobre la 
explotación de los recursos forestales. Los contenidos de las leyes que pueden favorecer 
a la zona se transmiten por “rumores” que dan lugar a tergiversaciones y mal entendidos. 

Las comunidades han denunciado que la Superintendencia Forestal no aplica la ley 
ante las denuncias de tala de árboles maderables o cuando se encuentra a pirateros ex- 
plotando madera del territorio. Pero al mismo tiempo censura el control interno de las 
comunidades cuando realiza decomisos de madera y motosierras, hecho que limita la 
autoridad de la organización indígena. 

Para las comunidades de ambas zonas estudiadas está claro que el control de los 
recursos forestales les corresponde a ellos y que las instancias gubernamentales son sim- 
plemente de apoyo. En la zona Itonama el 100% de las familias se expresa en este sentido; 
en la zona del TIM, el 91.2% se manifiesta por un control interno de los recursos foresta- 
les. Por tanto, se puede afirmar que un control por medio de mecanismos ajenos al terri- 
torio no cabe en el imaginario de la población. 


9. Baprovechamiento, las normas y el control de los recursos forestales en 
las TCOs tienen una identidad propia 

Se probó en el anterior capítulo que, a diferencia del derecho formal, las normas internas 
de las comunidades tienen su propio sentido y su propia dinámica, que los alcances se 
establecen en base a las circunstancias del momento, las condiciones existentes y las 
posibilidades reales. Se vio también que la explotación intensiva de los recursos foresta- 
les con fines comerciales es una práctica relativamente nueva en los territorios y que, por 
tanto, la normatividad interna se encuentra en un proceso de continua construcción 
porque esa es su característica y la tendencia es hacerse cada vez más compleja, porque la 
realidad así lo exige. 

Se conoció también que la norma oficial o está relativamente ausente, en el caso 
del TIM, o se la aplica, pero de forma muy parcial hacia los grupos de poder, como en el 
caso de Itonama. El contenido de la Ley Forestal no es conocida por la población y ello da 
lugar a la incertidumbre. En lo que es el control, se ejerce en un juego de relaciones 
socioculturales, donde los mecanismos aplicados y su rigurosidad varían de acuerdo al 
tipo agente externo en cuestión. Se reconoció, de igual manera, que los mecanismos de 
control establecidos por ley no funcionan en la zona y no constituyen un punto de apoyo 
al control interno de los recursos forestales. 
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Por otro lado, se constató que la explotación de los recursos forestales no es una 
práctica habitual de todas las familias y que las que se dedican a esta actividad no lo 
hacen de manera permanente. Se trata de una actividad complementaria a la que se recu- 
rre en caso de necesidad: los recursos forestales del monte son una especie de ahorro al 
que se acude cuando hay gastos por enfermedad, para cubrir los gastos de educación 
para los hijos u otro gasto extra a los cotidianos. 

Todo lo expuesto en este punto nos lleva a dos conclusiones que consideramos el 
mayor aporte de este estudio al conocimiento del tejido sociocultural de los pueblos 
indígenas en torno a los recursos forestales de sus territorios. 


5.1. La intervención sobre los recursos forestales 

El aprovechamiento de los recursos forestales bajo la lógica de las leyes con planes de 
manejo forestal que induce a una explotación continua, con un ritmo intensivo, con in- 
versión de capital, es decir, con sentido empresarial, no se adecua a la lógica de las fami- 
lias indígenas de los territorios. 

El plan de manejo exige procedimientos técnicos complicados y económicamente 
costosos, exige procedimientos legales que no son de dominio de los dirigentes indíge- 
nas, requiere de trámites burocráticos complicados y lentos, cosa que constituye un obs- 
táculo y, por tanto, un punto de desincentivo a la población del territorio. 

El ritmo de explotación en los territorios es discontinuo o eventual, es decir, es 
circunstancial, por lo que no es una actividad económica central. Esto se explica por la 
ausencia de una lógica de acumulación entre las familias indígenas; los recursos econó- 
micos que genera la venta de recursos forestales no están destinados al enriquecimiento, 
sino a suplir necesidades que no alcanzan a cubrir las actividades económicas tradiciona- 
les, como son la agricultura y la cría de animales domésticos. 

Este sistema de aprovechamiento, acompañado con algunas regulaciones más 
simples y accesibles que las especificadas en la Ley Forestal, podrían constituirse en 
un mecanismo legal y además aplicable para la explotación de los recursos forestales 
en los territorios indígenas. Esto no representaría un obstáculo para la sostenibilidad 
de la actividad de explotación de estos recursos, al contrario, ajustado a una regula- 
ción a través de las organizaciones propias y algunos aditamentos técnicos introdu- 
cidos mediante la capacitación, se garantizaría un aprovechamiento sostenible de 
estos recursos. 
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En definitiva, la norma sobre el aprovechamiento de los recursos forestales en los 
territorios, necesariamente debe contemplar las características de explotación vigentes 
en la realidad, que los pueblos indígenas están sujetos a calendarios económicos (agricul- 
tura), a calendarios religioso-festivos y a calendarios climáticos; por tanto un ritmo de 
explotación permanente e intensivo, como exige un nivel de inversión, no es aplicable. 


9.2. B control de los recursos forestales 

La gestión de los recursos forestales para la zona del TIM, con población multiétnica, 
tiene un carácter comunal y de acuerdo a las espectativas de las familias, este carácter se 
mantendría. Por tanto, si bien existe el sentido territorial en el imaginario de la población, 
el control de los recursos forestales debe tener un carácter descentralizado, es decir, la 
unidad de control y gestión debe ser la comunidad a través de su organización. 

La organización territorial, es decir, la Subcentral se constituiría en una instancia de 
coordinación, cuya misión sería la de establecer los parámetros generales de una regula- 
ción interna, apoyo en el control cuando la situación se torne difícil y responsable de la 
ejecución de procedimientos legales en casos necesarios. 

Las instancias de control estatal tendrían como función la de apoyar técnicamente 
este control, por tanto, el Estado debería redefinir el objetivo de los mecanismos de 
control y acondicionar su presupuesto a las dinámicas regionales. 
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Conclusiones 


La explotación y aprovechamiento de los recursos forestales en ambos territorios es se- 
lectivo y está acorde a la demanda del mercado y a los precios que éste impone. Los 
recursos más explotados son la madera y el palmito de asaí. 

No todas las comunidades poseen recursos forestales, algunas dependen exclusi- 
vamente de la actividad agrícola, la cría de animales domésticos, la caza y la pesca. La 
actividad principal de todas las familias de los territorios es la agricultura, la explotación 
de recursos forestales es una actividad adicional o secundaria. 

No todas las familias se dedican a la explotación de recursos forestales debido a 
que esta actividad requiere de algunas condiciones, como un pequeño capital de ope- 
ración, herramientas y vínculos con agentes externos dedicados al comercio de los 
recursos forestales. 

La actividad de explotación de recursos forestales no constituye un medio de enri- 
quecimiento para las familias de los territorios, los ingresos percibidos por esta actividad 
no sobrepasan en mucho el costo del jornal. 

La actividad de explotación de recursos forestales es esporádica y eventual, se re- 
curre sólo en caso de emergencia, por enfermedad, gastos de educación de los niños y 
algún gasto adicional a los cotidianos. En el aprovechamiento de los recursos forestales 
maderables y no maderables son los comerciantes los que perciben ganancias a costa de 
explotar a los comunarios. 

Las normas en el sentido holístico, de creencias, no tienen vigencia, sin que ello 
implique que estén del todo ausentes. La normatividad interna está presente en los terri- 
torios, pero con características propias, son dinámicas, flexibles y acordadas. 
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La constitución de normas se encuentra en un proceso de consolidación y tiene un 
carácter comunal. A nivel territorial es aún incipiente y por tanto insuficiente para ejercer 
un control territorial de los recursos forestales. La existencia de normas y reglas forman 
parte de las prácticas cotidianas de la comunidad en el uso, aprovechamiento y control 
de sus recursos naturales. Estas normas son producidas, reproducidas e innovadas según 
la dinámica de la sociedad. 

La normatividad no es rígida, no tipifica los delitos, sino que se dan de acuer- 
do al momento emergente y muchas veces combinan el sistema normativo consue- 
tudinario con el sistema positivo. A la fecha se están implementando instrumentos 
normativos escritos, por ejemplo el estatuto de cada Subcentral y el de una comuni- 
dad en el TIM. 

El incumplimiento de las normas es analizado y denunciado en reuniones comuna- 
les, en dicha instancia se toman decisiones en relación con la situación, la mismas que 
son plasmadas en actas y votos resolutivos conviertiéndose en instrumentos que permi- 
ten dar seguimiento al control. Pese a que se pueden establecer castigos por falta de 
regulación interna, a la hora de aplicarlos se los flexibiliza o se los incumple. 

Las sanciones están a cargo de las autoridades comunales más representativas, des- 
de el Corregidor hasta el Alcalde de Campo. 

La normatividad jurídica en relación a los recursos forestales no establece un régi- 
men destinado a normar e incorporar los usos de aprovechamiento y control, 
consiguientemente se presenta un vacio. 

La participación activa en el proceso de saneamiento de las organizaciones de- 
mandantes, a tiempo de consolidar el derecho territorial y fortalecer a su organización, 
permite abrir espacios de construcción de una propuesta dirigida a la gestión autóno- 
ma del territorio. 

El control se ejerce a partir de la comunidad y está condicionado a las relaciones 
socioculturales establecidas entre sí y con los agentes externos involucrados en la explo- 
tación de los recursos forestales. 

No existen mecanismos de control intitucionalizados, son más bien ocasionales y 
su vigencia no es permanente. Esto no niega la eficiencia del control existente en las 
comunidades del territorio. Los mecanismos de control oficial no funcionan en los 
territorios ni constituyen un medio de apoyo para el control interno ejercido, por falta 
de voluntad política. 
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Los planes de manejo dirigidos al aprovechamiento comercial de los recursos 
forestales en pueblos indígenas presentan dificultades porque no compatibilizan la 
normatividad interna con las exigencias del mercado, además que tienen una visión 
muy técnica. 

La informalidad incontrolable en el aprovechamiento de los recursos forestales 
está llevando al Estado a dictar normas de excepción para el aprovechamiento de los 
recursos maderables y no maderables, favoreciendo con estas normas a terceros. 

Si nos referimos a las TCOs como resultado de un proceso histórico de cada pue- 
blo, el control debe desenvolverse dentro una variedad amplia, no sólo de estrategias 
productivas. La visión de territorio debe ser integral, porque no se trata sólo del ejercicio 
y prácticas reguladoras, sino de la autonomía. Hay que considerar que los conflictos so- 
bre los recursos forestales, generados al interior de las comunidades y en TCOs, por 
agentes externos o internos, están limitando los espacios para un efectivo control cultu- 
ral de los bosques. 


107 


Recomendaciones 


Recomendamos impulsar un proceso de consenso de los instrumentos de regulación 
normativa intercomunal, para apoyar a las organizaciones indígenas a definir interna- 
mente normas y reglas prácticas dirigidas a fortalecer el control social, superar conflictos 
generados, desarrollar un control del territorio más sustentable, participativo, integral y 
de beneficio colectivo. 

Es importante la concertación entre organizaciones indígenas y organismos estata- 
les para viabilizar normas operativas que incorporen aspectos de la normatividad interna, 
de manera que faciliten una gestión territorial integral en el uso, aprovechamiento y con- 
trol de los recursos forestales, 

La gestión del territorio debe estar orientada a promover el desarrollo integral, 
para mejorar las condiciones de vida de los pueblos indígenas, preservar los recursos y, 
sobre todo, consolidar social y políticamente el territorio. 

Impulsar programas de reforestación y capacitación dirigidos a incentivar el con- 
trol y manejo de los recursos forestales de manera racional y bajo sistemas de aprovecha- 
miento colectivos. 
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Entrevistas 


Zona de Mojos 

Edilberto Silaipy, ex guardaforestal del territorio indígena Multiétnico (TIM). 
Petrona Caity, ex dirigente de la Subcentral de mujeres de San Ignacio de Mojos. 
Rogelio Chicava, ex dirigente de la Subcentral de San Ignacio de Mojos. 

Miguel Peña Guaji, ex dirigente del TIM. 

Manuel Mosúa, Corregidor de la comunidad Carmen del Aperecito. 

Mario Macábapi, ex dirigente la Subcentral de San Ignacio de Mojos. 

Roberto Moye, ex Corregidor de la comunidad Rosario del Tacuaral. 

Basilio Nosa, ex Corregidor de la comunidad San José del Cavitu. 


Territorio ttonama 

Manuel Guasasi, Corregidor de Magdalena. 

Joaquín Paz, comunario de Bahía de la Salud. 

Edwin Guarayuco, presidente del territorio Itonama. 

Edelmira Párraga, ex Corregidora de la comunidad Bahía de la Salud. 


Otros 

Oscar Bazoberry, Director del Centro de investigación y promoción del campesinado 
(CIPCA). 

Ricardo Catoira, funcionario del Viceministerio de asuntos indígenas y pueblos origina- 
rios (VAIPO). 


111 


Jhon Kudrenecky, funcionario del Centro de investigación y documentación para el desa- 
rrollo del Beni (CIDDEBENI). 


Rony Molina, jefe de la Unidad forestal del municipio de Mojos. 
Carlos Romero, Director del Centro de estudios jurídicos e investigación social (CEJIS). 
Roberto Tababary, dirigente de la Central de pueblos indígenas del Beni (CPIB). 
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Documentos 


Estatuto orgánico de la comunidad indígena Santa Rosa del Apere, territorio indígena 
Multiétnico (TIM), 1997. 


Estatuto orgánico de la comunidad Mercedes del Apere, San Ignacio de Mojos, Trinidad, 
1997. 


Estatuto orgánico de Magdalena, Trinidad, territorio indígena Itonama, 1996. 


Plan de acción forestal de la Prefectura del Beni, 1995. 
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